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Presentación

Bolivia, como otros países Andino-Amazónico, es un país megadiverso.  Su di-
versidad no se limita al número de especies de flora, fauna o microorganismos 
que forman parte del inventario nacional, sino que además en este país se ha 
desarrollado desde hace milenios, distintas formas de hacer agricultura, se ha do-
mesticado especies comestibles de gran importancia no sólo para el país sino para 
todo el mundo. Este es el caso por ejemplo del maní -Arachis hypogaea-,  originario 
de la amazonía boliviana y el sur del país, donde se cultivan aún variedades con 
características muy antiguas.

En la Amazonía boliviana, en períodos anteriores a la conquista española, 
florecieron culturas agrícolas muy avanzadas, como es el caso de los llanos de 
Moxos, donde se han encontrado sistemas muy sofisticado de manejo del agua, 
compuestos por campos de cultivo y plataformas elevadas, canales, camellos, 
diques, sistemas de drenaje y reservas de agua. 

Pero esto no es algo que pertenece al pasado. En nuestros días los sistemas 
alimentarios de las poblaciones indígenas de la Amazonía y el Chaco de Bolivia 
se mantienen prácticas agrarias muy diversificadas.

Es precisamente ahí, en la Amazonía Boliviana donde se asentó el agronegocio 
ganadero y soyero en un proceso que se inicia con la colonización direccionada 
desde el Estado.  El paisaje agrícola y natural fue extremadamente simplificado. 
Con las consignas de que hay que poner a la tierra a trabajar, y que es necesario 
ampliar la frontera agrícola, la soya se ha expandido en el Oriente Boliviano, a 
partir de 1980, cambiando la estructura del uso de la tierra. A partir de la década 
de los noventa, se inicia además un proceso de extranjerización de la tierra. Todos 
estos elementos han erosionado los derechos de las poblaciones originarias de 
la zona.
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A mediados de la década del 2000, se empieza a cultivar soya transgénica, 
imponiéndose un modelo altamente mecanizado que ya no requiere de mano de 
obra, pues la siembra, la cosecha y el manejo de malezas las hace un técnico, lo 
que se facilita por el uso de variedades resistentes a herbicidas. A esto se suma la 
creación de infraestructura de almacenamiento y procesamiento del grano, y la 
financialización de la producción, lo que acelera el proceso de concentración de 
la tierra y la producción. Los pequeños productores se integraron a este modelo, 
convirtiéndose en proveedores de grano a las empresas que controlan el proce-
samiento y comercio exterior de soya. 

Según datos de la usda-fas, el 80% de la soya producida que al momento 
se cultiva en Bolivia, es transgénica.

El nuevo peligro es el maíz. El gobierno boliviano no descarta la posibilidad 
de permitir el cultivo de maíz transgénico en Bolivia, un maíz que sin duda será 
resistente a herbicidas, dado que más del 90% de los cultivos transgénicos tienen 
esta característica; y hay un fuerte cabildeo empresarial para que esto se haga 
realidad.

Hay denuncias que productores menonitas estarían ya cultivando maíz trans-
génico de manera ilegal. Recordemos que fueron ellos, junto con los colonos 
japoneses los primeros en experimentar con soya en el oriente boliviano.

El maíz es un cultivo que es visto por el agronegocio como un cultivo extre-
madamente productivo, por la cantidad de energía, que genera y la multiplicidad 
de aplicaciones que tiene; pero para todos los pueblos originarios de América, el 
maíz es un cultivo sagrado, que es parte de sus sistemas productivos y sus calen-
darios agrofestivos 

Es por estos motivos que la publicación del libro “Los organismos gené-
ticamente modificados desde una visión jurídica” de Rubén Pinto resulta muy 
oportuna.

El texto inicia con un análisis del marco jurídico previo al proceso constituyen-
te, cuando a través del Decreto 24721 se promulga el Reglamento de Bioseguridad 
durante el gobierno de Sánchez de Lozada, en los últimos días de su mandato. 
El autor describe todos los acontecimientos que se deprenden desde entonces.

Ya en el proceso constituyente, el autor señala que se propusieron varias 
propuestas de texto en materia de transgénicos, destacando la participación del 
Constituyente Oscar Mamani quien pide una prohibición a los transgénicos, y 
asegurar el derecho del agricultor a su semilla propia, lo que contrastaba con otros 
propuestas que pedían una regulación acorde con los acuerdos internacionales 
en la materia. El análisis jurídico lo que fue una aparente contradicción que es 
analizada con mucho detalle por el autor, en el capítulo dos del libro, contextua-
lizando los momentos políticos en los que surge este debate.

El tema de los transgénicos es retomado más tarde en Ley de derechos de la 
Madre Tierra” (2010); la “Ley de la Revolución Productiva Comunitaria Agro-
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pecuaria” (2011) y la “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para 
Vivir Bien” (2012).

Posteriormente el texto analiza otros aspectos relacionados con el debate 
jurídico y constitucional en el que se enmarcan los transgénicos, como es el 
principio de precaución (donde hace una revisión jurídica de la evolución de este 
principio y presenta algunos elementos guía, como son la antelación al peligro, 
la evidencia del daño, entre otros)  y el derecho a la integralidad personal (donde 
presenta una serie de argumentos de cómo los transgénicos atentan contra la salud 
humana y ofrece algunos ejemplos como la experimentación hecha con niños del 
arroz transgénico hidratante en Perú, y la liberación de mosquitos transgénicos 
para el control del dengue).

El libro continúa con una lectura de las leyes vigentes en Bolivia a la luz del 
derecho a la alimentación y la seguridad y soberanía alimentaria, y concluye con 
un análisis sobre la necesidad de desarrollar un sistema eficiente de etiquetado 
de los alimentos transgénicos y su relación con el derecho de los consumidores.

Considero que la lectura de este libro es útil, no sólo para los bolivianos, 
sino para todos los latinoamericanos que aspiramos construir una sociedad libre 
de transgénicos 

Elizabeth Bravo - rallt
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Los últimos 10 años, Bolivia ha atravesado múltiples e importantes facetas que 
han cambiado de manera drástica y acelerada los panoramas desde los cuales se 
puede pensar la soberanía alimentaria. Dentro de estos, los transgénicos se sitúan 
como un eslabón que anuda injusticias, desigualdades, y sobre todo, asfixias tanto 
ecológicas como sociales, que se ven más acentuadas alrededor del sector rural.

Las demandas de tierras, en el contexto nacional, significan y representan 
históricas disputas y emancipaciones, mismas que los procesos políticos actuales 
han debilitado considerablemente. Más de ocho fueron los años de arduas resis-
tencias que antecedieron la aprobación de soya transgénica en el país en 2005, 
y sin embargo, hasta la actualidad se están haciendo esfuerzos por permanecer 
y resistir a ese modelo agroalimentario global, en tanto éste atenta contra las 
condiciones y posibilidades de producción de la vida. 

Tanto a nivel global como local, existe mucha presión sobre la agricultura y 
la tierra, y en nombre del hambre, la modernidad, la ciencia, la tecnología, y la 
pujanza del sector, se están poniendo en marcha diversas estrategias que legitiman 
el desmantelamiento campesino e indígena en favor del sector agroindustrial del 
país.

Así, y siendo la acumulación de tierras la condición básica para la producción 
de transgénicos, la frontera agrícola se ha expandido a un ritmo vertiginoso y 
demoledor, que de la mano de la élite más vieja del país, desconoce vitalidades y 
fragilidades, y que por tanto, representa un eje angular de destrucción que –cada 
vez más- está obligando a repensar los horizontes de la alimentación en un sistema 
de empobrecimiento y hambre como es el agroindustrial.

Simultáneamente, el mundo está experimentando múltiples crisis, y quizá una 
de las más importantes, es la del consumo. Los cuestionamientos, inconformidades 

Prólogo
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y exigencias crecientes de alimentos saludables no son un tema menor, pues están 
disputando –desde distintos flancos– el derecho a la vida. 

Las retoricas y estéticas que han sido capturadas de las luchas históricas, y 
utilizadas por los gobiernos de turno en los países de la región, han neutralizado 
y vaciado de significación los lenguajes y símbolos sociales populares, para dar 
lugar a una re-construcción del orden de dominación hegemónico y expansión 
del poder capitalista, garantizando las condiciones necesarias para la reproducción 
del mismo. 

En este sentido, la presencia de la soya transgénica en aproximadamente el 
37% de las tierras cultivables del país, es en sí misma la muestra de la entrega de la 
tierra al servicio del capital, que siendo nacional o transnacional, opera mediante 
la desposesión del sector popular, indígena y campesino. 

Sin embargo, considero que es en estas crisis en las que no debe perderse 
de vista la tenacidad de la fuerza y las pugnas sociales emancipatorias. Las posi-
bilidades de transformación son heterogéneas, y con recursos propios y mucha 
creatividad, se están re-creando constantemente. 

Por esto, considero que el reto actual pasa por recuperar la fortaleza y re-
habitar las luchas históricas, como una forma de organizar la esperanza del pre-
sente, para la germinación del futuro.

Nohely Guzmán N. 
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Dentro de la legislación boliviana, el tema de los organismos genéticamente mo-
dificados, se caracteriza por; una profunda complejidad, debido a la diversidad 
de sectores afectados; además de generar uno de los escenarios de debate más 
controvertidos, debido a la existencia de visiones abiertamente contrapuestas. 

El análisis del tema, debe partir del estudio no solo de las disposiciones 
específicas que regulan los transgénicos; también se debe abordar los derechos 
afectados y las figuras jurídicas conexas y emergentes de esta temática.

Desde una visión temporal aplicada al tema; el “proceso constituyente”, se 
constituye en el hecho de corte o acontecimiento transcendental que afecta la 
línea temporal de la legislación boliviana, generando modificaciones notables en 
la construcción de la línea normativa. Por lo que la legislación boliviana referente 
al tema de los organismos genéticamente modificados, se divide en dos etapas: 

La primera, “pre-existente del proceso constituyente”; donde las posiciones en pro 
y contra tratan de incidir en la generación de una política definida como Estado, 
debido a que como país, no existía una línea normativa clara y determinada sobre 
esta temática; y en alguna medida, las dos visiones contrapuestas logran influir 
en los gobiernos y legisladores de turno, quienes, en esta etapa, tenían en sus 
manos la decisión de abrir o cerrar el ingreso, liberación y comercialización de 
los transgénicos.

La segunda, “posterior al proceso constituyente”; donde las visiones encontradas, 
trasladan el debate y propuesta, a la Asamblea Constituyente, y a partir de la apro-
bación del texto constitucional, el 2009, se genera la construcción de una línea 
normativa desde la constitucionalización de la temática de transgénicos. En esta 
etapa la línea normativa está definida , pero no resuelve el conflicto, debido a la 
existencia de una “presunta” contradicción en el texto constitucional, aspecto que 

Introducción
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genera diversas interpretaciones de la Constitución tanto de la visión pro-trans-
génicos, como de la visión que se encuentra en contra de su ingreso y liberación. 

En este sentido la producción legislativa sucesiva, también arrastra esta 
discusión en función de la interpretación de la normativa de forma tendenciosa, 
llegando al punto de desconocer el artículo de la Constitución, que prohíbe los 
transgénicos, e intentando generar reglamentación en base a un solo artículo del 
texto constitucional, como si fuera una isla, desestimando el “principio de unidad” 
de la Constitución. 

En este escenario, el presente análisis del marco legal se desarrolla con un 
breve punteo de los hechos y la normativa establecida antes de la vigencia del 
nuevo texto constitucional, y durante el proceso constituyente; desarrollando un 
profundo análisis de las disposiciones específicas constitucionales en busca de 
entender la “presunta contradicción”; para luego desarrollar el marco legal pos-
terior y analizar los derechos y figuras legales conexas al tema de los organismos 
genéticamente modificados. 
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1. Marco legal antes del proceso constituyente

En la etapa “preexistente al proceso constituyente”; Bolivia no tenía un marco legal 
determinado sobre esta temática; es decir, nuestro país, no tenía una posición 
cerrada o abierta sobre los transgénicos. 

La forma de entrada de los transgénicos, se fue desarrollando gradualmente; 
a fines de la década de los 90 y adoptó el rostro de la investigación, por medio de 
fundaciones o instituciones de investigación civil, que promovían estos estudios. 
(proinpa, fundacruz, anapo).

El 25 de julio de 1994, Bolivia ratifica el “Convenio sobre Diversidad Biológica” 
mediante la Ley Nº 1580 y tres años después, el 21 de junio de 1997, se promulga 
el “Reglamento sobre bioseguridad”, por el Decreto Supremo No. 24721, promulgado 
por Gonzalo Sánchez de Lozada, en los últimos días de su primer mandato. En 
este periodo se extiende el interés de la sociedad en la temática; generando una 
participación de diversos sectores de la población: 

“Las organizaciones sociales, plataformas y redes temáticas se han involucrado activamente 
en el proceso de evaluación de riesgos de organismos genéticamente modificados, desde 
la implementación del Reglamento de Bioseguridad, aprobado en julio de 1997. Dicho 
involucramiento no se ha dado a través de mecanismos formales de participación, inexistentes 
en la normativa, sino a través de debates públicos, pronunciamientos, artículos y notas en los 
medios de prensa, la inclusión del tema en la agenda de asambleas y congresos, movilizaciones, 
en el ejercicio del derecho a la información establecido en la Ley de Medio Ambiente y en el 
Reglamento de Bioseguridad, enviando notas argumentadas y peticiones e inclusive recursos 
legales”.1

1	 Patricia Molina Carpio y Sorka Copa Romero, “ Errores fatales en la evaluación de riesgo 
de soya genéticamente modificada en Bolivia.” (fobomade-cioec-aopeb., 2007), 110.

capítulo primero

Análisis del proceso constituyente
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Durante esta etapa el escenario de confrontación fue el “Comité Nacional de 
Bioseguridad (cnb)”, las instituciones que promovían las investigaciones, solicitaban 
el permiso para realizar experimentos con papa, algodón y soya; y las organizacio-
nes campesinas y organizaciones de la sociedad civil lograban suspender y hasta 
declara moratoria temporal en los estudios.

El escenario de conflicto, se extiende, y la influencia normativa va evolucio-
nando, llegando a incluir el tema de los transgénicos en los pliegos petitorios de 
las organizaciones indígenas y campesinas. El año 2000, la Confederación Sindi-
cal de Trabajadores Campesinos de Bolivia (csutcb) a través de una medida de 
presión (cerco a la ciudad de La Paz) logró paralizar el proceso de evaluaciones de 
solicitudes pruebas para cultivos transgénicos (algodón Bt resistente a lepidópteros 
-mon 531) y además establecer una posición muy clara en referencia al tema de 
los ogm; instituyendo que el debate y competencia sobre este tema, es de interés 
general y de participación y decisión de toda la población en su conjunto y no de 
interés exclusivo de las instituciones investigadoras y organizaciones de produc-
tores. En base a esta hecho se desarrolla el contenido del Decreto Supremo Nº 
25929, de 6 de octubre de 2000, que establece la creación de una comisión com-
puesta por organizaciones nacionales de campesinos, colonizadores e indígenas, 
instituciones gubernamentales, sociedad civil y universidades para que participen 
en la elaboración, modificación y complementación de leyes y normas referidas 
a la biodiversidad, incluyendo acceso a recursos genéticos y bioseguridad.2 Este 
decreto además determinaba:

“Quedan suspendidas, durante el plazo de revisión establecido, todas las pruebas de campo 
con la producción de alimentos transgénicos, hasta la emisión del informe final en el que se 
establecerán las recomendaciones sobre las complementaciones a los reglamentos de acceso a 
recursos genéticos y bioseguridad”. (Artículo 4)

El 2002, con motivo de la realización del “Congreso Panamericano de Semillas” 
en la ciudad Santa Cruz, las organizaciones “pro-transgénicos”, se reunieron en 
el Hotel Los Tajibos, con funcionarios públicos, organizaciones políticas y con 
expertos internacionales que promocionan los organismos genéticamente mo-
dificados; buscando lograr la derogación del Decreto Supremo Nº 25929 o una 

2	 Artículo 3.- La Comisión estará compuesta por representantes de: Confederación Sindical 
Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia; Confederación de Pueblos Indígenas del Orien-
te Boliviano; Confederación Sindical de Colonizadores de Bolivia; Viceministerio de Medio 
Ambiente Recursos Naturales y Desarrollo Forestal; Viceministerio de Asuntos Indígenas y 
Originarios; Viceministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca; Viceministerio de Industria 
y Comercio Interno; Viceministerio de Salud; Viceministerio de Relaciones Económicas In-
ternacionales; Sistema Universitario Boliviano (umsa uagrm); Liga de Defensa del Medio 
Ambiente (lidema) Decreto Supremo Nº 25929
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interpretación del mismo que permita la aprobación de las solicitudes referentes 
a los ogm; a través de una recomendación de los expertos invitados y como parte 
de las conclusiones de este evento. Mientras tanto las organizaciones sociales,3 
campesinos, indígenas, productores ecológicos, organizaciones de mujeres cam-
pesinas, ecologistas, organizaciones de la sociedad civil; unían sus esfuerzo en 
una marcha pacíficamente contra los transgénicos, en la expresión más pura de 
pluralidad y diversidad, buscando evitar el objetivo de las organizaciones “pro-
transgénicos” e impedir que se levante la suspensión de las pruebas de campo en 
referencia a los alimentos transgénicos, establecida por el Decreto Supremo Nº 
25929. Este evento describió los dispositivos y recursos de ambas visiones en 
referencia a los transgénicos (pro y en contra) y el espacio o escenario donde 
desarrollan estos mecanismos.

Posteriormente también se evidenciaría un elemento constante en la temática 
de los transgénicos, la interpretación forzada y tendenciosa de la normativa, pese 
a no haberse derogado el decreto Nº 25929, que declaraba suspendidas, todas las 
pruebas de campo con la producción de alimentos transgénicos; 

“(…) la Dirección de Biodiversidad hicieron una reinterpretación legal autorizando la tercera 
prueba de campo con soya RR, eludiendo el procedimiento. (Reunión del Comité, Registro 
Público, periodo de consulta, informe del Comité)”.4

El 1 de julio de 2005, el Decreto Supremo Nº 28225, promulgado en el 
gobierno de Eduardo Rodriguez Veltze;5 en su artículo único, eleva a rango de 
Decreto Supremo la Resolución Multiministerial Nº 1 de fecha 7 de abril de 
2005, promulgada durante el gobierno de Carlos Mesa. Este decreto autoriza 
la producción agrícola y de semillas, procesamiento, comercialización interna y 
externa de soya genéticamente modificada resistente a glifosato.

Lo interesante de esta disposición es que en la fundamentación de la norma 
(considerandos) señala:

3	 Los participantes del “Primer encuentro Internacional por la Soberanía Alimentaria”, 
se unían en una marcha contra los transgénicos; ecologistas, productoras, campesinas, la 
Federación Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Santa Cruz, Coordinadora 
de Integración de Organizaciones Económicas Campesinas de Bolivia, Asociación de 
Productores Ecológicos de Bolivia, Confederación Sindical de Colonizadores de Bolivia y 
Federación Nacional de Mujeres Campesinas de Bolivia “Bartolina Sisa” (Molina & Copa, 
fobomade, 2007).

4	 Molina Carpio y Copa Romero, “Errores fatales en la evaluación de riesgo de soya genéti-
camente modificada en Bolivia”, 112.

5	 Enrique Eduardo Rodríguez Veltzé, fue designado como sucesor de Carlos D. Mesa Gisbert, 
después de su renuncia, asume la presidencia de Bolivia el 9 de junio de 2005 hasta el 22 de 
enero de 2006.
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“Que el glifosato es un herbicida post-emergente no selectivo de acción sistémica que no deja 
residuos en el suelo y es biodegradable, por tanto inactivo al entrar en contacto con el 
mismo; es un ingrediente activo registrado en Bolivia y clasificado en la categoría toxicológica 
iv, por su bajo nivel de toxicidad”.

En materia legislativa, no existe la redacción lírica o de adorno, si este es 
un argumento que la autoridad competente consideró para la promulgación del 
decreto y se comprueba que este no es real, este genera la “responsabilidad por el 
hecho legislador”, emergente por los efectos de la aplicación. En el entendido que 
dispuso una norma en base a hechos falsos.

“En fecha 14 de noviembre de 2005, el Viceministerio de Recursos Naturales y Medio 
Ambiente promulgó la Resolución Administrativa vrnma Nº 135/05 que en su artículo 
segundo resuelve: “Rechazar toda solicitud sobre introducción de maíz genéticamente 
modificado al territorio nacional, para la realización de pruebas de campo, siembra, producción 
o liberación deliberada en el medio ambiente”.6

En conclusión en esta etapa, la normativa sobre productos transgénicos, tiene 
la siguiente característica:

a)	 Se refiere y aboca a productos transgénicos específicos (maíz Bt), buscando 
la apertura progresiva del mercado a partir de casos particulares.

b)	 La normativa se concentra en el sector administrativo, (resoluciones, dictáme-
nes) y en decretos emitidos por el ejecutivo; en esta etapa no existe desarrollo 
del tema en leyes.

2. Antecedentes del proceso constituyente

El texto constitucional de 1967, fue reformado y complementado en seis 
ocasiones,7 en puntos concretos, aspecto que advertían la necesidad de establecer 
un nuevo “pacto social”. 

Durante el segundo mandato de Gonzalo Sánchez de Lozada, se establece 
un quiebre entre la población y el gobierno; debido a que los sectores políticos, 

6	 Molina Carpio y Copa Romero, “ Errores fatales en la evaluación de riesgo de soya genéti-
camente modificada en Bolivia.”, 113.

7	 Las leyes que reformaron la Constitución de 1967, fueron; la Ley 1473 de “Necesidad de la 
Reforma” del 1 de abril de 1993; la Ley Nº 1585 del 12 de agosto de 1994; la Ley Nº 1615, 
del 6 de febrero de 1995, “Ley de Adecuación y Concordancias de la Constitución Política 
del Estado”; la Ley Nº 2410, del 8 de agosto de 2002, “Ley de necesidad de Reformas de la 
Constitución Política del Estado”; la Ley Nº 2631, del 20 de febrero de 2004; la Ley Nº 3089, 
del 6 de julio de 2005.
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se concentraban en la conservación del poder y no en políticas públicas para la 
población, la ausencia de una política de Estado, había generado un “Estado 
botín” dominado por una democracia pactada, y que no se identificaba con la 
población.

Las asimetrías sociales; la impunidad en hechos de corrupción; la identi-
ficación clara de logias y grupos concentrados y cerrados en las cúpulas de los 
partidos políticos, que se turnaban el gobierno; generó un factor de acumulación 
del descontento en la población general.

Esta situación convulsionó, en febrero de 2003 debido a la intención de aplicar 
un “impuesto al salario” de la población para solucionar el “déficit fiscal”, replicando 
prácticas económicas comunes durante todo el periodo de la “democracia pactada”. 
La brecha entre gobernados y gobernantes, se amplía más hasta que colapsa en 
octubre del mismo año, producto de la intención del Gobierno de exportar gas a 
Chile, a pesar del rechazo del pueblo a esta medida.

Después de 60 muertos, el 17 de octubre de 2003, Gonzalo Sánchez de 
Lozada renuncia a la presidencia, el Vicepresidente Carlos Mesa, asume el car-
go hasta junio de 2005, y renuncia a su mandato; por sucesión constitucional 
Eduardo Rodríguez Veltzé, presidente de la Corte Suprema de Justicia; asume 
el cargo para convocar a elecciones anticipadas en diciembre de 2005, estas 
elecciones son ganadas por amplia mayoría por Evo Morales del partido Movi-
miento al Socialismo –mas (el mas gobierna desde el 22 de enero de 2006); esta 
elección tiene como hecho particular, que por primera vez, desde la existencia 
de sufragios universales; el presidente de los bolivianos, es elegido de forma 
directa por el pueblo. 

3. Debate de transgénicos en la Asamblea Constituyente

En base a estos antecedentes, el país necesitaba un nuevo pacto social y la 
Asamblea Constituyente se convierte en una necesidad para lograr estabilidad, 
el 6 de marzo de 2006 se aprobó la Ley No 3364 “Convocatoria a la Asamblea 
Constituyente”.

El 6 de agosto de 2006, se instala la Asamblea Constituyente, en la ciudad 
de Sucre, con 255 constituyentes; el trabajo de la asamblea adopto la modalidad 
de redacción por comisiones. La comisión de “Desarrollo Rural. Agropecuaria 
y Agroindustrial”, estaba ubicada en la Colegio Junín, y tenía entre los diversos 
puntos a tratar, el tema de los transgénicos.

“Jueves 21 de julio de 2017, la comisión retoma sus actividades a las 10 de la mañana para 
abordar el tema transgénicos, reunidos e le salón del Gran Hotel, con la participación de los 
constituyentes: Víctor H. Vásquez, J.C. Becerra, Katherine Mariaca, Marcelino Llave, 
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Olimpia Rosas, Juan Fajardo, Gloria Paz, Humberto Silvestre, se dio continuidad al cuarto 
intermedio”.8

Durante todo el proceso constituyente se prepararon diversas redacciones 
para el artículo referente a los transgénicos, unas específicas y otras que aborda-
ban la biotecnología en general. En base a las actas de la “Enciclopedia Histórica 
Documental del Proceso Constituyente Boliviano”, destacamos las siguientes 
propuestas al tema de los ogm:

“Prohibición a los transgénicos: El Estado prohibirá el ingreso de organismos transgénicos para 
investigación, producción o comercialización y penalizara el uso, producción y comercialización 
de productos y semillas transgénicas en todo el territorio de la república. (Constituyente 
Oscar Mamani)

Derecho de uso propio de las semillas: El Estado boliviano garantizara en todo momento 
el derecho del productor de regenerar sus propias semillas en base a su producción, 
indistintamente del origen de su producción”.9 (Constituyente Oscar Mamani) 
 
“Art. (Recursos genéticos) Se creara un centro de conservación del recurso genético a 
objeto de registrar y resguardar la diversidad genética andina amazónica. Además, 
de otorgar semillas certificadas al productor agropecuario”10 (Constituyente, Víctor 
Hugo Vásquez M)

“Art. El Estado regulara, en observación del derecho internacional, y en el marco de 
estrictas medidas de bioseguridad, la producción, uso, experimentación, importación y 
comercialización de organismos genéticamente modificados”.11 (Constituyente Julio 
Cesar Becerra)

Esta comisión aprobaría todos los temas referentes al Desarrollo Rural 
por unanimidad, menos el artículo el 408 (transgénicos) que sería aprobado en 
disenso.

En la etapa final de la Asamblea Constituyente, el país estaba sufriendo un 
proceso de polarización, y conflicto social; debido a estas circunstancias la Asam-
blea debe sesionar en instalaciones del Liceo Militar “Tte. Edmundo Andrade” de 
la ciudad de Sucre, y el 23 de noviembre de 2007; fue aprobado “en grande” el 
proyecto de Constitución. 

8	 Vicepresidencia del Estado Plurinacional, Enciclopedia Histórica Documental del Proceso Cons-
tituyente Boliviano, 2012, 45.

9	 Ibid., 46.
10	 Ibid., 48.
11	 Ibid., 52.
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Tomando en consideración la difícil situación social, que afectaba a la Asam-
blea Constituyente, se promulga la Ley Nº 3792, de 28 de noviembre de 2007, 
que en su artículo único, modifica el artículo 6 de la Ley 3364, y le otorga la 
posibilidad de sesionar, en la ciudad de Oruro; 

“Se faculta al Presidente de la Asamblea Constituyente convocar a Sesiones, en cualquier 
lugar del territorio nacional”. (artículo único)

El 10 de diciembre de 2007, la asamblea convoca a sesión en la ciudad de 
Oruro y con resguardo de organizaciones sociales, se aprueba el proyecto de 
Constitución en esta ciudad.

Pero la aprobación del texto constitucional, no representaba el fin del con-
flicto, la oposición rechazaba la “Ley de referéndum dirimidor”; en este escena-
rio se encontraba en peligro la legitimidad del texto constitucional, por lo que 
hubo la necesidad de un acuerdo, que viabilice el referéndum aprobatorio de la 
Constitución.

Los prefectos de Santa Cruz, Beni, Pando, Tarija, exigían un proceso adi-
cional de adecuación de la Constitución, a las autonomías departamentales y la 
distribución de regalías del Impuesto de Hidrocarburos (idh) y observaban el 
funcionamiento de las “Autonomías Indígena Originaria Campesina” 

“La gestión 2008 se inició alternando el escenario gobierno-prefectos (enero) con el 
parlamentario (febrero), en los que quedaron perfiladas, por decirlo de algún modo, materias 
propias de cada uno de ellos: al gobierno y a los prefectos les correspondía discutir con 
absoluta pertinencia las cuestiones relacionadas con el idh y las autonomías, mientras que la 
multiplicidad temática del debate constitucional resultaba propio del ámbito parlamentario. 
Lógica dual ésta con la que, asimismo, Cuarenta días que conmovieron a Bolivia y un pacto 
político forzado”.12

4. Proceso de compatibilización del texto constitucional

El proyecto de texto constitucional fue sometido a un proceso de compatibiliza-
ción, por el Congreso Nacional, pero esta al ser un “poder constituido” no tenía 
facultades para modificar el proyecto de Constitución.

El 21 de octubre de 2008, Ley No. 3941, de “Reformas a la Constitución Política 
del Estado”, intenta darle legalidad al proceso de compatibilización a través de un 
interpretación constitucional. El proceso de concertación, en su etapa final tuvo 
dos fases; la primera de negociación y generación de acuerdos, donde participaron 

12	 Carlos Romero, Carlos Böhrt Irahola, y Raúl Peñaranda, Del conflicto al diálogo: Memorias del 
acuerdo constitucional (Friedrich Ebert Stiftung, 2009).63
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también representantes de fuerzas políticas; la segunda en el Congreso Nacional, 
donde se consolidaron y formalizaron en el texto constitucional, los acuerdos:

“(…)la de Cochabamba, desplegada entre el 18 de septiembre y el 5 de octubre, donde 
gobierno, prefecturas y partidos discutieron y perfilaron los cambios en la “estructura y 
organización territorial del Estado” (léase autonomías), y la fase del Congreso Nacional, 
cuya duración se prolongó desde el 8 al 21 de octubre, en la que se diseñaron las innovaciones 
en las “bases fundamentales”, en la “estructura y organización funcional del Estado”, en 
el régimen de la tierra y en el procedimiento de reforma de la Constitución, así como otras 
menores”.13

Una vez compatibilizado el texto constitucional, se procede a un periodo de 
socialización de la nueva constitución y en enero de 2009, se realiza el “Referéndum 
constituyente y dirimidor”; quedando aprobado el texto constitucional y entrando 
en vigencia, en febrero 2009, con la promulgación de la Constitución Política del 
Estado Plurinacional de Bolivia.

5. El artículo convencionalmente modificado

El artículo 408 (prohibición de transgénicos), del texto constitucional aprobado 
por la Asamblea Constituyente, se construye de la forma natural, como establece 
el “proceso constituyente” a través del debate en la comisión correspondiente, 
aprobado en detalle en Oruro. Pero el “proceso de compatibilización”, que era 
un proceso artificial, generado por la coyuntura social y política, y apartado de la 
legalidad del “proceso constituyente”, modifica artificialmente en su estructura el 
artículo referido. Por ello creo que la analogía del “articulo transgénico” es muy 
acertada considerando la temática que regula. 

Uno de los temas que no queda claro en el “proceso de compatibilización”; es 
como se introduce la modificación en el artículo 408 del proyecto (prohibición 
de transgénicos), debido a que entre los temas centrales y mesas de trabajo no 
se destacaba este tema y ante la ausencia de actas o registros de la negociación, 
la construcción de la modificación de este artículo, es un tema incierto y solo 
tenemos indicios de su modificación. Salvador Schavelzon, nos ofrece un dato 
importante sobre esta cuestión:

“Para muchos, eran justamente esas preocupaciones las que habían dado lugar al reclamo 
autonómico. Santa Cruz era orgullosa de su sector productivo, y así como había sido con 
los constituyentes cruceños de Podemos, los legisladores de Oriente expresaban la voz de las 
cámaras empresariales del agro, de la explotación forestal de otros recursos naturales. Así 

13	 Ibid. 63.
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se impusieron cambios importantes en la última versión del texto constitucional que, según 
Romero, fueron negociados directamente con los sectores empresariales, garantizando así un 
apoyo a la aprobación del referendo que no era posible alcanzar tratando directamente con 
los representantes políticos”.14

Recordemos que esta declaración es muy relevante en el sentido que el en-
tonces Ministro Carlos Gustavo Romero, junto al ex senador Carlos Böhrt,15 fueron 
actores determinantes en el proceso de compatibilización.

“Entre las modificaciones exigidas por los sectores del poder económico en la última versión 
del proyecto, se incluía la autorización a “la producción, importación y comercialización de 
transgénicos” cuya prohibición definida en el proyecto aprobado en Oruro, fue modificada por 
“la futura regulación por Ley” (art. 409)”.16

Conclusión

La Asamblea Constituyente se convierte en el escenario inevitable y oportuno para 
el análisis y debate de temas complejos y diversos, pero sumamente importantes 
para la refundación y transformación de las estructuras como país. 

Entre estos temas era necesario examinar y determinar cuál serían los caminos 
que buscábamos como país, a partir de nuestras potencialidades y en reconoci-
miento a nuestra diversidad, pero sobre todo conocedores de los antecedentes de 
hecho, que nos llevaron a este momento histórico. 

Una de las lecciones aprendidas del conflicto social, fue que las políticas de 
desarrollo no deberían volver a estar determinadas solo por factores económicos 
y de producción; y privilegiando solo a un determinado sector. El factor social, 
a partir del reconocimiento de la enorme deuda histórica que se tenía con los 
sectores más vulnerables de nuestra población, además del respeto de las diversas 

14	 “Para tal efecto, el Congreso Nacional conformó una Comisión Especial presidida por los 
Presidentes de ambas Cámaras e integrada por cuatro delegados de los partidos con mayor 
representación parlamentaria, es decir el mas y podemos, y dos delegados de las bancadas 
del mnr y un. Los delegados del mas fueron los senadores Antonio Peredo y Félix Rojas, 
además de los diputados Cesar Navarro y Gabriel Herbas. De parte de podemos fueron 
acreditados los senadores Carlos Böhrt y Luis Vásquez, además de los diputados Antonio 
Franco y Bernardo Montenegro. El mnr delegó al senador Fernando Romero y al diputado 
Mario Justiniano. un inscribió al Senador José Villavicencio y al diputado Alejandro Colanzzi. 
Adicionalmente el Poder Ejecutivo acreditó en su representación al ministro Carlos Gustavo 
Romero.”Schavelzon Salvador, “El nacimiento del estado plurinacional de Bolivia”, Fondo de las 
Naciones Unidas para la Democracia und, Bolivia -2012, 449.

15	 Romero, Irahola, y Peñaranda, Del conflicto al diálogo: Memorias del acuerdo constitucional, 27.
16	 Salvador Schavelzon, “ El nacimiento del Estado Plurinacional de Bolivia”, La Paz, Bolivia: 

Plural Editores, 2012, 490.
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visiones de desarrollo, a partir del reconocimiento de la pluralidad; eran factores 
ineludibles al momento de establecer un nuevo marco constitucional.

Bajo estas consideraciones la Comisión de Desarrollo Rural, Agropecuaria y 
Agroindustrial, integra importantes conceptos al texto constitucional como; los 
emprendimientos comunitarios, como un importante actor económico; el desarrollo 
rural integral sustentable, estableciéndolo como parte fundamental de las políticas 
económicas del Estado; la seguridad y la soberanía alimentaria, como eje del con-
junto de actores rurales. En esta comisión constituyente, el debate del tema de 
los transgénicos, se aborda con diversas expectativas que pueden resumirse en dos 
alternativas conclusivas al debate: 

a)	 Una opción, que derivaba el debate de los transgénicos a un escenario 
fuera del constituyente y lo postergaba a la voluntad de los legisladores y 
gobiernos sucesivos a la aprobación de la constitución; esta alternativa signi-
ficaba un tránsito pausado pero progresivo para la apertura a los transgénicos 
o su prohibición; también significaba mantener el statu quo de la situación del 
debate, hasta como se había tratado antes del proceso constituyente. 

b)	 La otra opción, se centra en un proceso de constitucionalización de la 
temática estableciendo la apertura o prohibición de los transgénicos o una 
posición intermedia; que proteja las especies originarias o especies de las 
cuales seamos centro de variedad; y se mantenga el debate para las especies 
que no cumplan estas características. De una u otra forma esta alternativa 
iniciaría con la construcción de una línea normativa mucho más clara y 
concreta.

En los hechos el proceso constituyente optaría por la segunda opción cons-
titucionalizado la temática de los transgénicos con todos los efectos emergentes 
de esta decisión. Pero la coyuntura política y social, forzaría a un proceso de 
compatibilización no previsto e irregular, ejecutado por el Congreso de ese enton-
ces (un poder constituido) que intentaría retroceder y adoptar la primera opción 
antes referida.

El proceso de compatibilización fue improvisado, producto de ello lejos de 
establecer certezas en este tema, genera la percepción de un texto constitucional 
contradictorio, aspecto que se refleja en el debate sobre transgénicos. Pero esta 
“supuesta contradicción” no tendría el mismo impacto en la legislación que emerge 
en razón del texto constitucional.

La constitucionalización del tema, y las disposiciones constitucionales co-
nexas influyen en la producción legislativa posterior, promulgándose la “Ley de 
derechos de la Madre Tierra”(2010); la “Ley de la Revolución Productiva Comunitaria 
Agropecuaria”(2011) y la “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para 
Vivir Bien” (2012) que pese a no ser normativas especificas a la regulación de 
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transgénicos, contempla disposiciones que regulan diversas facetas en referencia 
a los organismos genéticamente modificados. 

Después del segundo mandato del actual gobierno, el escenario político 
atraviesa por un fenómeno interesante; pese a la reelección ininterrumpida del 
gobierno boliviano y que el partido gobernante (mas) es el impulsor de la consti-
tucionalización de la prohibición de liberación, comercialización e importación de 
transgénicos, en el proceso constituyente, además de ser gestor de las normativas 
citadas en el párrafo anterior; se produce un acercamiento a los sectores agroin-
dustriales, en referencia a esta temática, cuestionando las propias normas que ha 
promulgado y contradiciendo su importante papel en el proceso constituyente.





[29]

Las disposiciones específicas, son artículos en el texto constitucional, que se refieren 
en concreto y de forma precisa a los transgénicos; estos artículos gozan del “estatus 
constitucional”, aspecto que genera efectos inmediatos tanto en su aplicación, 
reforma e interpretación y desarrollo normativo. En este entendido, el análisis 
de estas disposiciones debe ser profundo y extenso; iniciando en la identificación 
de su naturaleza legal, su interpretación y los efectos legales resultantes. 

1. Análisis del artículo 255, párrafo ii, numeral 8

El título viii, de la Constitución, se refiere a las “Relaciones Internacionales, Fronteras, 
Integración Y Reivindicación”; en su capítulo primero, que regula las “Relaciones Inter-
nacionales”; el artículo 255, en su párrafo segundo, hace referencia a los principios 
constitucionales, aplicables a la negociación, suscripción y ratificación de tratados 
internacionales, y en el numeral 8, establece la prohibición de importación, produc-
ción y comercialización de transgénicos, como parte del principio de la “Seguridad y 
soberanía alimentaria para toda la población.” Señalando que la negociación, suscripción 
y ratificación de tratados internacionales se regirá por el principio de:

“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; prohibición de importación, 
producción y comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos 
que dañen la salud y el medio ambiente.”(Artículo 255, párrafo ii, numeral 8)

En este entendido para desarrollar el análisis de esta disposición constitucio-
nal, desarrollaremos su perspectiva desde su naturaleza jurídica. 

capítulo segundo

Análisis e interpretación de las disposiciones
constitucionales específicas
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1.1. Naturaleza Jurídica; “Principio Constitucional” 

Inicialmente es necesario entender la naturaleza jurídica del artículo en cuestión, 
para ello es determinante entender el concepto de “Naturaleza Jurídica”, Osorio, 
define a la naturaleza jurídica como la: 

“Calificación que corresponde a las relaciones o instituciones jurídicas conforme a los 
conceptos utilizados por determinado sistema normativo. Así, por ejemplo, la naturaleza 
jurídica de la sociedad será la de un contrato plurilateral, desde la perspectiva de su 
constitución, y la de una persona jurídica, desde el ángulo de su existencia como orga
nización”.17

La naturaleza jurídica se relaciona a la individualización de los elementos 
esenciales que permiten identificar a las instituciones jurídicas, para entender de 
forma clara su alcance, definición y sus funciones. 

Por lo tanto, la naturaleza jurídica, del artículo referido; de forma manifiesta 
es identificada en el texto de la Constitución; como un “principio constitucional”; lo 
que resta es desarrollar el concepto o definición y sus efectos legales.

Por consiguiente, Quisbert define como un principio constitucional a la; 
“Regla básica que guía el funcionamiento coherente y equilibrado de la estructura de una 
Constitución formal de un Estado determinado”.18 

Los principios son enunciados generales que representan una determinada 
valoración básica y regidora de una sociedad, que cumple la función rectora dentro 
del sistema jurídico. Los principios constitucionales19 se encuentran en la más alta 
jerarquía del ordenamiento jurídico y son de observancia obligatoria.

Una definición funcional, entiende que los principios constitucionales re-
sultan de la determinación de los valores asumidos en la Constitución; en este 
entendido se podría decir que los principios se constituyen en un reflejo práctico 
de los valores que un Estado asume en su Constitución.

“En este sentido, forman como una super legalidad o super juridicidad, puesto que inspiran, 
no sólo todas las leyes incluyendo todos los demás preceptos constitucionales, sino también la 
actuación de todos los organismos y personas, públicos y privados.20

17	 Manuel Ossorio, Diccionario de ciencias jurídicas políticas y sociales (Ed. Heliasta, 2004), 615.
18	 Ermo Quisbert, Principios Constitucionales (Impreso en Bolivia), 5, accedido 9 de octubre de 

2016, http://ermoquisbert.tripod.com/dc/05.pdf.
19	 Los principios constitucionales pueden ser explícitos cuando se encuentran formulados de 

forma textual y expresa en el texto constitucional; y son implícitos cuando a pesar de no estar 
formulados de forma textual en la Constitución, estos principios se extraen o derivan del 
ordenamiento jurídico y de la relación de las disposiciones constitucionales. 

20	 Enciclopedia Jurídica, “Enciclopedia jurídica”, Obtenido de Enciclopedia Jurídica: http://www. 
enciclopedia-jurídica. biz14. com/d/principios-constitucionales/principios-constitucionales.htm, 2014.
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Las funciones de los principios constitucionales son las siguientes: 

–	 Función interpretativa; se acude a los principios constitucionales en caso de 
duda respecto a una norma o disposición jurídica sobre la aplicación, sentido 
y alcance de la misma.

–	 Directriz reguladora de los órganos e instituciones del Estado; los principios 
constitucionales direccionan el cumplimiento de funciones y competencias 
de los servidores públicos, y sirven de guía obligatoria en el desarrollo del 
proceso legislativo y regulador tanto general como particular.

–	 Función integradora, implica que los principios constitucionales, van a llenar 
vacíos legales, no contemplados en casos concretos; para cubrir las insuficien-
cia del marco normativo.

También conocidos como principios cualificadores del orden constitucional, 
existen principios constitucionales universales de aplicación común en todas las 
constituciones modernas como los principios de igualdad y legalidad (Artículo 
180); y principios constitucionales particulares o sectoriales que responden a te-
máticas concretas, como principios de capacidad y proporcionalidad, en referencia 
a la política fiscal (Artículo 323, párrafo i). 

En suma, el principio de “Seguridad y soberanía alimentaria para toda la pobla-
ción”, contenido en el artículo 255, párrafo ii, numeral 8; que rige la negociación, 
suscripción y ratificación de tratados internacionales, es un “principio constitucional 
particular o sectorial”. 

1.2. Estructura del artículo

El artículo 255, párrafo II, numeral 8, tiene una estructura compleja, en el enten-
dido que está compuesto por dos partes:

a) Primera parte

“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; prohibición de im
portación, producción y comercialización de organismos genéticamente modificados y 
elementos tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente”. (Artículo 255, párrafo ii, 
numeral 8)

La primera parte, establece el contenido esencial de la disposición y determi-
na que la; “Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población”; es el principio 
rector para la negociación, suscripción y ratificación de tratados internacionales. 
Esta disposición se enmarca dentro de la tipología de las “normas declarativas o 
explicativas”, que definen o explican figuras legales, refuerzan principios y ex-
presan visiones de Estado. 
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Castro, define a las normas declarativas o de principios, como a aquellas que; 
“Constituyen una proclamación de propósitos y afirmación de principios. Para algunos cons-
titucionalistas estas normas carecen de contenido jurídico. Sin embargo, es indudable que 
sirven de pauta de interpretación e invalidan las normas ordinarias que se les opongan”.21

b) Segunda parte

“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; prohibición de importación, 
producción y comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos 
tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente”. (Artículo 255, párrafo ii, numeral 8)

En cambio la segunda parte, presenta una disposición normativa prohibiti-
va o un imperativo prohibitivo, bajo el enfoque del análisis de la conducta o su 
cualidad. Como norma prohibitiva impiden o prohíben determinada acción o 
comportamiento. Y esta prohíbe la importación, producción y comercialización 
de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos que dañen la salud 
y el medio ambiente.

	 principio constitucional	 disposición normativa
		  prohibitiva
	 (Primera parte)	 (Segunda parte)

“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; prohibición de importación, producción 
y comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos que dañen la salud 
y el medio ambiente”. (Artículo 255, párrafo ii, numeral 8)

1.3. Interpretación del artículo 

Estableciendo que la primera parte es una disposición declarativa y la segunda 
parte es una disposición prohibitiva; y ambas no son análogas; se concluye que 
la segunda parte, tiene la función de complementar o establecer una faceta de la 
primera. Ambas partes se encuentran separadas por “punto y coma” y dentro del 
análisis gramaticalmente el “punto y coma”, se usa para separar dos proposicio-
nes que complementan el sentido general, o bien enlazar una proposición que 
se encuentra subordinada por su sentido a otra proposición; lo que equivaldría a 
oraciones compuestas subordinadas.

Para mejor comprensión de esta interpretación, analicemos un artículo de 
similar complejidad y características. 

21	 ab. Iván Castro Patiño, “ La Inconstitucionalidad por Omisión; una Reforma Necesaria en 
la Constitución Ecuatoriana” (Universidad Católica de Santiago de Guayaquil, 2003), 58.
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Ejemplo: 

	 proposición principal	 proposición
		  complementaria
	 (Primera parte)	 (Segunda parte)

“Toda persona sometida a proceso debe ser juzgada en su idioma; excepcionalmente, de manera obli-
gatoria, deberá ser asistida por traductora, traductor o intérprete”. (Artículo 120. ii) 

Este artículo también tiene una estructura compleja, debido a que está com-
puesto por dos partes;

a)	 La primera parte del artículo; es una disposición normativa preceptiva22 de-
bido a que imponen un deber de acción; “Toda persona sometida a proceso debe 
ser juzgada en su idioma”.

b)	 La segunda parte; es una disposición que contiene una excepción que restringe 
la eficacia, de la disposición principal; “excepcionalmente, de manera obligatoria, 
deberá ser asistida por traductora, traductor o intérprete”.

Por lo tanto, la segunda parte se encuentra subordinada por su sentido a la 
primera parte además de ser inseparables por un sentido lógico, debido a que la 
segunda parte del artículo no tiene sentido sin la primera. La función de la se-
gunda parte es establecer una complementación o expresar una faceta o elemento 
de la primera. 

Otro ejemplo:

	 proposición principal	 proposición
		  complementaria
	 (Primera parte)	 (Segunda parte)

“Dirigir la política exterior; suscribir tratados internacionales; nombrar servidores públicos di-
plomáticos y consulares de acuerdo a la ley; y admitir a los funcionarios extranjeros en general”. 
(Artículo 172, numeral 5) 

El artículo 172, numeral 5, que se refiere a las atribuciones de la presidenta o 
del presidente del Estado; en su estructura es una disposición compleja; la primera 
parte, establece como una de sus facultades; “Dirigir la política exterior; suscribir 

22	 Entre las características de las normas preceptivas, están; la aplicación inmediata, debido a 
que no necesitan intermediación o desarrollo normativo de otra norma para tener eficacia.
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tratados internacionales”; y la segunda parte, es una disposición complementaria a 
esta atribución; “nombrar servidores públicos diplomáticos y consulares de acuerdo a la 
ley; y admitir a los funcionarios extranjeros en general.” En este ejemplo, la segunda 
es una disposición subordinada a la primera.

Entonces cuando analizamos el artículo 255, párrafo ii, numeral 8, bajo estos 
mismos criterios tenemos:

	 principio constitucional	 disposición normativa
		  prohibitiva
	 Proposición Principal	 Proposición Complementaria
	 (Primera parte)	 (Segunda parte)

“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; prohibición de importación, producción 
y comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos que dañen la salud 
y el medio ambiente”. (Artículo 255, párrafo ii, numeral 8)

En este sentido, la segunda parte, que es una disposición prohibitiva; es 
complementaria, a la primera parte que es un principio constitucional. Es decir 
que la “prohibición de importación, producción y comercialización de organismos genéti-
camente modificados y elementos tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente”; es un 
aspecto determinante, esencial e inseparable de la; “Seguridad y soberanía alimentaria 
para toda la población” 

En conclusión; la primera parte; “Seguridad y soberanía alimentaria para toda 
la población”, tiene relación directa con la negociación, suscripción y ratificación 
de tratados internacionales debido a que es uno de los principios constitucionales 
aplicables.

relación directa

Y la segunda parte del artículo; “prohibición de importación, producción y comer-
cialización de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos que dañen la 
salud y el medio ambiente”; tiene una relación directa, con el principio; “Seguridad y 
soberanía alimentaria para toda la población”; pero tiene una relación indirecta o derivada, 
con la “negociación suscripción y ratificación de tratados internacionales”.

Seguridad y soberanía
alimentaria para
toda la población

Principios
constitucionales

Negociación suscripción
y ratificación de tratados

internacionales
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	 relación indirecta

		  relación directa

La identificación de la relación funcional nos ayuda a entender que la disposi-
ción prohibitiva de los transgénicos se relaciona de forma directa con el principio 
“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población”; aspecto que determina su 
alcance más allá de la temática de las relaciones internacionales.

1.3.1. Alcance y aplicación del artículo 

Previo a determinar el alcance del artículo 255, párrafo II, numeral 8; como 
parte de los principios constitucionales aplicables a la negociación, suscripción y 
ratificación de tratados internacionales, es necesario conocer la estructura de la 
Constitución y la tipología de los principios constitucionales.

De acuerdo a como está estructurada la Constitución, cada temática posee 
sus propios principios constitucionales particulares; estos principios tiene relación 
directa con el tema y en la mayor parte de los casos, su contenido y esencia jurídica 
emerge también de dicha temática, como por ejempló: 

En materia laboral las normas se interpretarán y aplican bajo los principios de; 

–	 Protección de las trabajadoras y de los trabajadores como principal fuerza 
productiva de la sociedad 

–	 Primacía de la relación laboral 
–	 Principio de continuidad y estabilidad laboral 
–	 Inversión de la prueba a favor de la trabajadora y del trabajador. (Artículo 48, 

párrafo ii)

Seguridad 
y soberanía 
alimentaria 
para toda la 
población

Negociación 
suscripción

y ratificación
de tratados 

internacionales

Principios
constitucionales

Aspecto 
determinante, 

esencial
e inseparable

Prohibición de 
importación, 
producción y 

comercialización 
de organismos 
genéticamente 

modificados y ele-
mentos tóxicos
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En este caso estos principios particulares se fundamentan y nacen en el Derecho 
laboral y su aplicación se circunscribe en forma exclusiva a esta temática.

Pero también las temáticas pueden adoptar principios universales, de apli-
cación general a diversas temáticas, como el principio; “De no discriminación”, 
que también es un principio de la temática laboral (Artículo 48, párrafo ii). Un 
ejemplo claro de principios universales de aplicación general a diversas temáticas 
es el “Principio de Igualdad”, a pesar de su estrecha relación con el derecho de 
“No discriminación”;23 ambos han sido desarrollados de forma amplia y autónoma.

–	 El sistema cooperativo se sustenta en el principio de igualdad (Artículo 55)
–	 La Administración Pública se rige por el principio igualdad (Artículo 232)
–	 La igualdad es uno de los principios que rigen la organización territorial y 

las entidades territoriales descentralizadas y autónomas (Artículo 270)
–	 La economía plural articula las diferentes formas de organización económica 

sobre el principio de igualdad (Artículo 306, párrafo iii)

Por consiguiente, el complejo de principios contenido en Artículo 255, párrafo 
ii, contempla 11 principios aplicables a la negociación, suscripción y ratificación 
de tratados internacionales; de estos 3 son principios constitucionales particulares 
propios de la temática del derecho internacional; 

1. 	 Independencia e igualdad entre los estados, no intervención en asuntos internos y solución 
pacífica de los conflictos. (Carta de las Naciones Unidas, artículo 2, numeral 5) 

2. 	 Rechazo y condena a toda forma de dictadura, colonialismo, neocolonialismo e impe-
rialismo. (Declaración de Naciones Unidas sobre la concesión de la independencia a 
los países y pueblos coloniales)

5. 	 Cooperación y solidaridad entre los estados y los pueblos. (Carta de las Naciones 
Unidas, artículo 2, numeral 1 y 7)

Y los restantes ocho son principios constitucionales aplicables también en 
otras temáticas, para ser más concreto; estos principios son directrices que resu-
men la posición del Estado en el nuevo diseño constitucional en referencia a estas 
temáticas, para garantizar que estas posiciones se encuentren contempladas al 
momento de la negociación, suscripción y ratificación de tratados internacionales:

3. 	 Defensa y promoción de los derechos humanos, económicos, sociales, culturales y am-
bientales, con repudio a toda forma de racismo y discriminación. (Artículo 13y 14)

4. 	 Respeto a los derechos de los pueblos indígenas originarios campesinos. (Artículo 30 al 32)

23	 Varios autores, señalaban que la relación entre el principio de no discriminación y de igual-
dad eran tan estrecha, que el primero era una expresión negativa del segundo, debido a que 
cualquier atentado al principio de igualdad se perfeccionaba en un acto de discriminación.
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6. 	 Preservación del patrimonio, capacidad de gestión y regulación del Estado.24 (Artículo 
108, numeral 14)

7. 	 Armonía con la naturaleza, defensa de la biodiversidad, y prohibición de formas 
de apropiación privada para el uso y explotación exclusiva de plantas, animales, 
microorganismos y cualquier materia viva. (Artículo 380 al 383)

8. 	 Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; prohibición de importación, 
producción y comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos 
tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente. (Artículo 16, párrafo ii; artículo 
300, numeral 16; artículo 302, numeral 12; artículo 309, numeral 4; artículo 300, 
numeral 16; artículo 375, párrafo ii; artículo 405; artículo 407, numeral 1)

9. 	 Acceso de toda la población a los servicios básicos para su bienestar y desarrollo. 
25(Artículo 20) 

10.	 Preservación del derecho de la población al acceso a todos los medicamentos, princi-
palmente los genéricos.26 (Artículo 41) 

11.	 Protección y preferencias para la producción boliviana27, y fomento a las exportaciones 
con valor agregado.28 (Artículo 318, párrafo V y 320, párrafo V)

Entonces una vez identificados los tipos de principios contenidos en el artí-
culo 255, párrafo ii, concluimos que el alcance en primera instancia y de forma 
inmediata, se circunscribe dentro de la negociación, suscripción y ratificación de 
tratados internacionales.

Pero no de forma limitativa, debido a que como se evidencia existen ocho 
principios de aplicación en otras temáticas y que determinan derechos, obliga-
ciones y fines del Estado.

Por ejemplo, sería erróneo pensar, que el principio de “Acceso de toda la población 
a los servicios básicos para su bienestar y desarrollo” (Artículo 255, párrafo ii, numeral 
9), se limita exclusivamente a la temática de las “Relaciones Internacionales”.

24	 Artículo 108, numeral 14. Resguardar, defender y proteger el patrimonio natural, económico 
y cultural de Bolivia.

25	 Artículo 20, párrafo i. Toda persona tiene derecho al acceso universal y equitativo a los servicios 
básicos de agua potable, alcantarillado, electricidad, gas domiciliario, postal y telecomunica-
ciones.

26	 Artículo 41.parrafo i. El Estado garantizará el acceso de la población a los medicamentos. 
	 ii. El Estado priorizará los medicamentos genéricos a través del fomento de su producción 

interna y, en su caso, determinará su importación. 
	 iii. El derecho a acceder a los medicamentos no podrá ser restringido por los derechos de 

propiedad intelectual y comercialización, y contemplará estándares de calidad y primera 
generación.

27	 Artículo 320, párrafo v. Las políticas públicas promocionarán el consumo interno de productos 
hechos en Bolivia.

28	 Artículo 318, párrafo v. El Estado promoverá y apoyará la exportación de bienes con valor 
agregado y los servicios.
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Por ello, la prohibición a los ogm, que es parte del principio de “Seguridad y 
soberanía alimentaria para toda la población”; es un principio rector de aplicación 
general, que tiene alcance más allá de la temática de los tratados internacionales; en 
el entendido que la temática del principio la “Seguridad y soberanía alimentaria”, 
es una figura polifacética y transversal en el texto constitucional.

Además, partiendo del análisis de las acciones que prohíbe esta disposición; la 
importación, producción y comercialización son actividades de regulación y efecto 
interno de un país. Es decir que la prohibición de importación, producción y comer-
cialización de ogm y elementos tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente; no 
tendría efecto legal directo en el campo de aplicación dentro del que se desarrolla las 
relaciones internacionales entre países; debido a que nuestra constitución no tiene 
el alcance de regular estas acciones en los otros Estados, por lo que no podríamos 
prohibir a Argentina que no importe, produzca y comercialice ogm. 

Pero el sentido de este principio es determinar una posición interna y rec-
tora como Estado frente a esta temática, y esta posición se proyecta a nuestras 
relaciones internacionales; lo que representaría que en Bolivia no se importa, 
produce y comercializa ogm, por lo tanto, es bajo este principio que negociamos, 
suscribimos y ratificamos tratados internacionales

 
1.3.2. Principio de unidad

El principio de unidad, básicamente establece que la constitución es un sistema 
normativo con unidad de significado; por ello cada norma se relaciona con todo el 
sistema normativo, y su interpretación se base en esta relación, de tal manera que 
se eviten antinomias y contradicciones con otras disposiciones constitucionales. 

Rivera define “Significa que el intérprete debe tener en cuenta que la Constitución contiene un 
conjunto de normas correlacionadas y coordinadas entre sí que forman una totalidad, de manera 
que la interpretación de una norma constitucional deberá efectuarse tomando en consideración 
las demás normas contenidas en la Constitución”.29

Este principio nos señala que para conocer la aplicación y alcance de una 
determinada disposición constitucional, no es suficiente su estudio de forma 
individual, debemos entender que este artículo es parte de un todo y buscar la 
concordancia con todas aquellas normas que tengan relación.

En este sentido, si para un tratado se necesita aplicar el principio de “Acceso 
de toda la población a los servicios básicos” e identificar cuáles son los servicios que 
tiene esta categoría; deberemos acudir a todos los artículos que tengan relación 

29	 José Antonio Rivera Santivañez, “ La Interpretación Constitucional en Bolivia”, Tren Fugitivo 
Boliviano, s. f., http://alanvargas4784.blogspot.com/2011/07/la-interpretacion-constitucional-
en.html.
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con este principio ; propiamente al artículo 20, párrafo i, dentro de la temática 
referente a los “Derechos Fundamentales”; que identifica a los servicios de agua 
potable, alcantarillado, electricidad, gas domiciliario, postal y telecomunicaciones 
como servicios básicos.

Y de forma inversa si necesitara determinar el fin que deben perseguir los 
servicios básicos en la creación de una empresa pública, para hacer efectivo el 
“acceso universal” como derecho, inevitablemente debemos acudir al artículo 255, 
párrafo ii, numeral 9; dentro de la temática “Relaciones Internacionales” que deter-
mina que el fin de los servicios básicos es el bienestar y desarrollo de la población.

Por lo mismo en base a este “principio de unidad de la constitución”; que determina 
que cada disposición debe ser interpretada en forma complementaria y coordinada 
con todo el texto constitucional, se evidencia que el principio de “Seguridad y sobe-
ranía alimentaria para toda la población” (artículo 255, párrafo ii, numeral 8) adquiere 
mayor importancia y alcance, superando su barrera temática, por dos razones;

La primera, es la polifacética institución de la Seguridad y soberanía alimentaria; en el 
entendido que la; “Seguridad alimentaria” es un derecho y obligación del Estado y la 
“soberanía alimentaria” es un objetivo y fin del Estado, y en su conjunto la figura legal 
de la “Seguridad y soberanía alimentaria”, se constituye en una directriz del Estado 
Plurinacional de Bolivia y además es un principio constitucional. 

La segunda, que a pesar de la múltiple importancia de la “Seguridad y soberanía 
alimentaria” en el texto constitucional, entre las disposiciones que la contemplan; 
no se cuenta un desarrollo o definición conceptual, que permitan determinar su 
transcendencia, salvo en el Artículo 255, párrafo ii, numeral 8

Es por ello que la “disposición prohibitiva” del artículo 255, párrafo ii, nu-
meral 8, que determina de forma textual; “prohibición de importación, producción y 
comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos que dañen 
la salud y el medio ambiente”, adquiere una relevante importancia para definir e 
interpretar la “Seguridad y soberanía alimentaria” dentro del texto constitucional y 
en el marco jurídico nacional. Debido, en primera instancia a que la prohibición 
tiene aplicación preferente al ser una disposición constitucional y por ello adopta 
un papel vinculante y rector dentro de la función integradora e interpretativa y 
reguladora de la constitución frente a políticas públicas y el desarrollo normativo 
interno sobre este tema.

Sobre este punto Zapata señala; “Cuando la propia Constitución define, conceptualiza o 
describe expresamente el sentido especial de un concepto, el intérprete deberá hacer primar 
dicha definición sobre cualquier otra acepción posible”.30

30	 Patricio Zapata Larraín, “ La interpretación de la Constitución”, Revista chilena de Derecho, 
1990, 162.
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En otras palabras, la “prohibición de importación, producción y comercialización 
de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos que dañen la salud y el 
medio ambiente.” Es inseparable del concepto de la figura de “soberanía y seguridad 
alimentaria”, como derecho, obligación, fin y objetivo del Estado; basándonos en 
la función integradora y la función interpretativa de los principios constitucio-
nales, esta disposición prohibitiva está vigente y es de aplicación ineludible para 
determinar las políticas y el desarrollo normativo en la temática de los organismos 
genéticamente modificados. 

2. Análisis del artículo 409

El artículo 409, pese a tener un contenido restringido, es uno de los artículos que 
más atención ha recibido; y en igual medida ha despertado confusión en referencia 
al tema legal de los transgénicos.

2.1. Estructura del artículo

El artículo 409, se encuentra dentro del título iii; “Desarrollo Rural Integral Sus-
tentable” de la cuarta parte denominada “Estructura y Organización Económica del 
Estado” de la constitución: 

“La producción, importación y comercialización de transgénicos será regulada por Ley”. 
(Artículo 409)

Inicialmente identificamos que las actividades afectadas o reguladas por la 
disposición constitucional son la “producción, importación y comercialización”, de un 
producto específico (transgénicos); y se establece la “regulación por Ley”, como 
disposición o acción que afecta a estas actividades; pero además determina que 
entre la acción y las actividades, existe un nexo temporal que determina cuando 
se realiza esta acción (será).
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De la identificación de las actividades afectadas, y considerando que se refiere 
a un producto específico (transgénicos) se entiende que a partir del “principio 
de unidad”, se debe recurrir para su interpretación, a las disposiciones legales 
que tengan igual o similar contenido y competencia temática en referencia al 
producto.

De la acción que afecta a las “actividades”, concluimos, que cuando las dispo-
siciones constitucionales derivan la regulación de un determinado tema a ley, el 
constituyente, en este caso específico; los miembros del Congreso Boliviano que 
compatibilizaron el texto constitucional;31 autolimitan su capacidad de normar 
sobre este tema y lo deriva a la Asamblea Legislativa, para que sea ella quien lo 
regule y cumpla este mandato constitucional. Guastini, señala sobre este punto 
al momento de definir a las normas de “normación futura”:32

“Son normas que ordenan o prohíben al legislador (a veces de modo indirecto) emanar leyes 
provistas de un cierto contenido”.33

Sobre el nexo temporal (será), este posterga la ejecución de la acción sobre las 
actividades, a un futuro no determinado (no se establecen plazos); lo que respalda 
la autolimitación de los redactores de este artículo sobre el tema.

2.2. Naturaleza jurídica

La naturaleza jurídica de la disposición, de forma evidente, es identificada como 
una disposición “Programática”.

Korzeniak, define a las normas programáticas, como aquellas que; “mencionan un 
determinado tema pero no lo regulan, sino que encomiendan u ordenan su regulación al 
legislador o a otra autoridad de la República, por lo que no son susceptibles de aplicación hasta 
tanto dicha regulación no se haya producido”.34 

De forma clara y evidente; y por su contenido y estructura; el artículo 409, 
entra en esta categoría, al limitarse a derivar el tema de la producción, importa-
ción y comercialización de transgénicos a una futura reglamentación del órgano 
legislativo.

31	 Este artículo fue modifica por el Congreso Boliviano, de ese entonces, dentro de un proceso 
irregular de compatibilización de la Constitución, aprobada por la Asamblea Constituyente 
en Oruro. 

32	 La “normación futura”, es una categoría propia del autor (Riccardo Guastini) dentro de la 
clasificación de normas.

33	 Riccardo Guastini, “ La interpretación de la constitución”, Perú, ara Editores, 2010.
34	 José Korzeniak, “ Curso de Derecho Constitucional 2o”, fcu, Montevideo 2 (1971): 1034.
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De acuerdo al sistema jurídico y a quien este destinado el mandato de desa-
rrollar la disposición constitucional, es que podemos concluir que es una norma 
programática dirigida de forma expresa, al Órgano Legislador, este tipo de normas 
programáticas son las de mayor frecuencia y uso en los textos constitucionales; 
porque permiten ampliar el debate sobre determinada temática o desarrollar 
una amplia y profunda regulación, según lo complejo del tema; pero uno de los 
efectos de este tipo de disposiciones es que al derivar la temática para ser tratada 
en una ley de inferior jerarquía normativa a la constitución, la regulación sobre 
esta temática pierde la primacía y estabilidad que le otorga la constitución.

Por lo tanto además de ser programática, esta disposición, por sus efectos es 
una norma que necesita ser complementada, debido a que necesita ser reglamen-
tada por ley; para entrar en funcionamiento y en este caso específico para deter-
minar la esencia de sistema cerrado o abierto frente al tema de los transgénicos. 

2.3. Alcance e interpretación en base a las directrices constitucionales

Uno de los elementos de debate sobre esta disposición, era la interpretación 
forzada que se pretende hacer de este artículo; señalando que de forma implícita, 
al mencionarse en el texto constitucional que; “la producción, importación y comer-
cialización, de transgénicos será regulada por ley”; se entendía que estas actividades 
estaban permitidas pero que debían ser normadas las formas en las que debía 
desarrollarse dichas actividades. Interpretación forzada y errónea, como eviden-
ciamos al analizar su contenido, naturaleza jurídica y estructura. 

Pero para mayor certeza acudamos a los métodos, principios y directrices 
constitucionales, para su interpretación.

2.3.1. Interpretación en base a los criterios constitucionales

Existen diferentes métodos de interpretación constitucional, que los operadores y 
administradores de justicia emplean como la interpretación al tenor de la norma 
(interpretación gramatical), interpretación con apoyo en el contexto (interpreta-
ción sistemática), y los estudios preparatorios de la norma y la historia de cons-
trucción de la ley (interpretación histórica). El marco legal boliviano establece 
criterios determinados para la interpretación de las disposiciones constitucionales, 
en este sentido:

La Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia en su artículo 
196, párrafo ii, define como criterios de interpretación; 

“En su función interpretativa, el Tribunal Constitucional Plurinacional aplicará como 
criterio de interpretación, con preferencia, la voluntad del constituyente, de acuerdo con sus 
documentos, actas y resoluciones, así como el tenor literal del texto”.
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El Código Procesal Constitucional, Artículo 2°.referente “Interpretación 
constitucional”, en su parágrafo i; señala:

“El Tribunal Constitucional Plurinacional en su labor interpretativa aplicará, con preferencia, 
la voluntad del constituyente, de acuerdo con sus actas y resoluciones, así como el tenor literal 
del texto de la Constitución Política del Estado”.35 

Este código también señala en su párrafo II, que también se podrá aplicar:

“La interpretación sistemática de la Constitución Política del Estado, y la interpretación según 
los fines establecidos en los principios constitucionales”.36

En resumen, nuestra Constitución y el Código Procesal Constitucional, 
señalan los siguientes criterios: 

–	 Tenor literal del texto de la Constitución Política del Estado 
–	 La interpretación sistemática de la Constitución.
–	 La voluntad del constituyente

Como el primero lo desarrollamos anteriormente, nos avocamos al análisis 
del artículo 409 a partir del criterio sistemático e histórico.

2.3.2. La interpretación sistemática de la constitución

La interpretación sistemática, parte de la base de comprender todo el texto cons-
titucional como un solo sistema unido e indivisible dentro de su análisis y a este 
sistema constitucional con el marco normativo externo, como un todo, dentro 
del ordenamiento jurídico. Este sistema no admite la interpretación aislada de 
una disposición jurídica, debiendo necesariamente identificarse los nexos y co-
rrelaciones, armonizando y coordinando de forma recíproca con el sistema, para 
evitar las antinomias.

La Sentencia Constitucional 0282/2005-R, establece un parámetro de cómo 
se aplicara este criterio de interpretación; “En este orden, conviene precisar que la 
interpretación sistemática o contextualizada, puede extenderse, según los casos, al artículo 

35	 Código Procesal Constitucional, 2012.
36	 Además, señala en su artículo 3, numeral 1; que los administradores de justicia 

a tiempo de impartir justicia constitucional, deben cumplir con el principio de: 
“Conservación de la Norma. En los casos en que una ley admita diferentes interpretaciones, 
el Tribunal Constitucional Plurinacional en todo momento optará por la interpretación que 
sea compatible con el texto constitucional.” Ibid.
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del cual forma parte el párrafo o inciso analizado; al capítulo o título al que pertenece; al 
sector del ordenamiento con el que se vincula o pertenece; o al ordenamiento en su conjunto; 
y finalmente, de manera inexcusable, con las normas, principios y valores de la Constitución, 
dado que de todas las interpretaciones posibles que admita una norma, debe prevalecer siempre 
aquella que mejor concuerde con la Constitución”.37

La Corte Constitucional Colombia, en la Sentencia C-569/00, coincide sobre este 
punto; “El asunto que en esta oportunidad se presenta a consideración de la Corte es un 
buen ejemplo de aquellos casos en los que el proceso mediante el cual se pretende aplicar una 
norma de derecho, ha de hacerse mediante la integración sistemática de diversos preceptos 
que regulan un mismo evento. De nada sirve el ejercicio de interpretación que se reduce a los 
límites de una sola disposición”.38

Por la esencia neutra y programática, del artículo 409, este deriva la regulación 
a la ley; por lo tanto la interpretación debe de armonizar la aplicación de este 
articulo y su desarrollo legal futuro, con las normas constitucionales que regulan 
el sector o la temática, y con la estructura sistémica a la que esta disposición per-
tenece (artículos que forman parte del título al que corresponde el artículo 409), 
para garantizar que la reglamentación futura sea compatible con las disposiciones 
constitucionales 

En el caso concreto, habiendo descrito que la temática especifica que regula 
el articulo 409 son los “transgénicos u organismos genéticamente modificados”; y que 
dentro de todo el ordenamiento constitucional en su conjunto, solo hay otro ar-
tículo que regula esta temática (artículo 255, párrafo ii, numeral 8) y además que 
este artículo es un principio constitucional, es inevitable que prime la correlación 
y comparación entre ambos artículos para su armonización.

37	 Tribunal Constitucional Plurinacional, Sentencia Constitucional 0282/2005-R (Tribunal 
Constitucional Plurinacional 2005).

38	 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-569/00 (2000).
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Concluimos que el artículo 255, párrafo ii, numeral 8, regula las actividades 
de importación, producción, comercialización de “organismos genéticamente 
modificados” y el artículo 409 se refiere a las actividades de producción, importación, 
comercialización de “transgénicos”; por lo que se evidencia que ambos artículos 
coinciden de forma expresa en las actividades que afectan las dos disposiciones, 
pero lo más importante es que ambas disposiciones regulan la misma temática39 
(sector o producto). 

En este sentido, aplicando el proceso de interpretación del artículo 409, 
identificamos que el único artículo constitucional, que regula el mismo sector o 
temática, coincide y regula las mismas actividades afectadas, en consecuencia el 
siguiente paso es determinar si existe antinomias, coincidencias o correlaciones 
en lo dispuesto.

Existirá contradicción entre ambas disposiciones si su naturaleza jurídica fuera 
abiertamente opuesta es decir si la “disposición prohibitiva o negativa” del artícu-
lo 255, párrafo ii, numeral 8, se encontrara en contradicción a una “disposición 

39	 Transgénicos, es la denominación usual de los “Organismos Genéticamente Modificados”, 
señalándose que ambas denominaciones son sinónimas y no existe diferencia de género y 
especie en cuanto a su delimitación conceptual.

Artículo 255, párrafo II, 
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y  Disposición Prohibitiva 
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permisiva o positiva” que regule la misma temática. Es decir que permita de forma 
expresa las actividades relacionadas a los transgénicos. 

La naturaleza jurídica del artículo 409, es neutra; bajo la premisa que no 
regula las actividades, simplemente las menciona y deriva su reglamentación al 
legislador, por lo que es una “disposición programática”; en cambio el artículo 255, 
párrafo II, numeral 8; regula las actividades y establece un “imperativo prohibitivo 
expreso”, por lo que su naturaleza jurídica es una “disposición prohibitiva”. Por 
lo que no existe contradicción o antinomias entre ambos artículos. 

Continuando con la interpretación sistemática, analizamos el capítulo o título 
al que pertenece el artículo en cuestión; el Título iii, denominado “Desarrollo 
Rural Integral Sustentable”. Este título cuenta con cinco artículos, entre ellos el 
409. Dentro de estas disposiciones encontramos las siguientes relaciones: 

El artículo 405, señala; “El desarrollo rural integral sustentable es parte fundamental de 
las políticas económicas del Estado, que priorizará sus acciones para el fomento de todos los 
emprendimientos económicos comunitarios y del conjunto de los actores rurales, con énfasis en 
la seguridad y en la soberanía alimentaria., a través de: 

En el mismo título, el artículo 407, numeral 1, señala como objetivos de la 
política de desarrollo rural integral del Estado, en coordinación con las entidades 
territoriales autónomas y descentralizadas: 

“Garantizar la soberanía y seguridad alimentaria, priorizando la producción y el consumo 
de alimentos de origen agropecuario producidos en el territorio boliviano” 

En estos dos artículos se evidencia la presencia polifacética de la “soberanía y 
seguridad alimentaria”, como una “directriz”40 del “Desarrollo Rural Integral Susten-
table” como parte fundamental de las Políticas Económicas del Estado (Artículo 
405) y como objetivo de “La política de desarrollo rural integral del Estado.”(407, 
Numeral 1)

El artículo 409, es una disposición que forma parte de la temática de “Desarrollo 
Rural Integral Sustentable” (Título iii, “Desarrollo Rural Integral Sustentable”, de 
la cuarta parte de la constitución; “Estructura y Organización Económica del Esta-
do”) y esta disposición como se evidencia anteriormente, tiene como directriz y 
objetivo a “la soberanía y seguridad alimentaria”. Y como ya se examinó; el único 
desarrollo conceptual o normativo, en la constitución, de “la soberanía y seguridad 
alimentaria”, se encuentra en el artículo 255, párrafo II, numeral 8, a través de 
una disposición prohibitiva.

40	 Se entiende como “directriz” a un concepto, institución jurídica o norma que debe seguirse 
o que dirige el desarrollo normativo o la ejecución de una política de Estado.
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Reiterando el mandato de la Sentencia Constitucional 0282/2005-R, que determina 
que la interpretación sistemática debe realizarse; “…de manera inexcusable, con las 
normas, principios y valores de la Constitución, dado que de todas las interpretaciones 
posibles que admita una norma, debe prevalecer siempre aquella que mejor concuerde con la 
Constitución”.41

El Código Procesal Constitucional, asimismo señala en su párrafo II; “La interpretación 
sistemática de la Constitución Política del Estado, y la interpretación según los fines establecidos 
en los principios constitucionales”.

Por lo tanto, el artículo 409 tiene una doble relación de dependencia en 
relación a su interpretación, con el artículo 255, párrafo II, numeral 8; primero 
porque el artículo 409, tiene un enlace temático, debido a que los dos artículos 
son los únicos que tratan el tema de los transgénicos de forma expresa; y un en-
lace sistémico, en razón, a que la directriz y objetivo que regula el título al que 
pertenece el artículo 409, la “soberanía y seguridad alimentaria”, encuentra su único 
desarrollo legal ( disposición prohibitiva) en el artículo 255, párrafo ii, numeral 8 
,que además contempla a la “soberanía y seguridad alimentaria”, como principio. 

En el entendido que la prohibición contenida en el artículo 255, párrafo II, 
numeral 8, establece una disposición expresa, que cumple la función integradora 
y complementaria del artículo 409, que no contempla regulación expresa y a 
partir de la relación de dependencia temática, se entiende que la prohibición 
de importación, producción y comercialización de organismos genéticamente 
modificados, se extiende a la regulación futura que está contemplada para estas 
mismas actividades en el artículo 409. 

41	 Tribunal Constitucional Plurinacional, Sentencia Constitucional 0282/2005-R (Tribunal 
Constitucional Plurinacional 2005).
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Este aspecto es confirmado por el enlace sistemático que tienen ambos ar-
tículos, en razón a que el artículo 255, párrafo ii, numeral 8; establece el único 
desarrollo legal de la “Seguridad y soberanía alimentaria”42 en la constitución. Este 
desarrollo legal se traduce en la; “prohibición de importación, producción y comer-
cialización de organismos genéticamente modificados….”, por lo que se interpreta 
que esta es una faceta determinante e inseparable de la “Seguridad y soberanía 
alimentaria” y ambos deben ser considerados al momento de establecer su in-
terpretación.

En este sentido, la interpretación, aplicación y desarrollo del artículo ana-
lizado, debe desarrollarse inicialmente en base a los valores, fines, directrices y 
principios contenidos en el título al que pertenece el artículo 409, designado “De-
sarrollo Rural Integral Sustentable”, donde se evidencia la importancia polifacética 
de la “soberanía y seguridad alimentaria”, al ser un objetivo y una directriz, que 
influyen en el “Desarrollo Rural Integral Sustentable”, y por lo tanto se instituye en 
referente obligatorio para interpretar el alcance del artículo 409.

Por lo tanto, la reglamentación futura del artículo 409 debe obedecer y com-
patibilizar su contenido a la “Soberanía y Seguridad alimentaria” como principio, 
directriz y objetivo, que determina y regula la temática general del artículo 409, 
(Desarrollo Rural Integral Sustentable); en este sentido la prohibición constitucional, 
determinante y expresa de la “Seguridad y soberanía alimentaria”, contenida en el 
artículo 255, párrafo II, numeral 8, se constituye en un elemento definitivo para 
la reglamentación legal futura del artículo 409.

Por lo que pretender una reglamentación legal que aperture, promueva y 
permita la producción, importación y comercialización de transgénicos; se encon-
traría en franca y abierta contradicción con el texto constitucional, en el entendido 
que existe un, principio, objetivo, fin y criterio rector del Estado (“Seguridad y 
soberanía alimentaria”) que en una de sus facetas dispone de forma expresa la 
prohibición de estas actividades; por lo que el legislador no puede contradecir esta 
disposición constitucional o intentar separar y obviar la existencia de la disposición 
prohibitiva de la “Seguridad y soberanía alimentaria”, debido a que se encuentra de 
forma expresa determinada en el texto constitucional.

2.3.3. La voluntad del constituyente

Una visión limitada pero muy usual es la que define a este criterio, como; “la explo-
ración de lo que buscaban los constituyentes originarios, en cada disposición constitucional”.

42	 Artículo 255, párrafo ii, numeral 8.- “Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; 
prohibición de importación, producción y comercialización de organismos genéticamente modificados 
y elementos tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente”. Constitución Política del Estado 
Plurinacional.
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La interpretación de la Constitución, a partir del estudio de la “voluntad del 
constituyente” se entiende también como una interpretación histórica, debido 
a que busca conocer la esencia y sentido de las disposiciones constitucionales, 
a partir de analizar el origen de una disposición, recurriendo al constituyen-
te como actor redactor del texto. Esta investigación se desarrolla a partir de 
analizar las actas, documentos, informes de comisión y resoluciones del poder 
constituyente.

Muchas son las observaciones a este criterio de interpretación, sobre todo 
debido a la subjetividad en razón a la pertinencia de los documentos y en el caso 
específico del proceso constituyente boliviano, a la ausencia de registros y com-
pilaciones, debido a la difícil coyuntura social que atravesó el proceso con los 
hechos en la Glorieta, en Sucre y la forma de aprobación del texto constitucional 
en Oruro, sumado al irregular y posterior proceso de compatibilización por el 
poder constituido (Congreso).

Para interpretar el artículo 409 y examinar si esta disposición permite de forma 
tácita la producción, importación y comercialización de transgénicos; debemos 
acudir a la identificación de la voluntad del constituyente, como lo establece la 
Constitución y el Código Procesal Constitucional. 

Pese a la existencia de la “Enciclopedia Histórica Documental del Proceso Consti-
tuyente Boliviano”, de la Vicepresidencia del Estado Plurinacional, que contempla 
entre uno de los documentos más sobresalientes las Actas de las Comisiones, estos 
documentos no determinan de forma concluyente la voluntad del constituyente 
y nos somete un elemento interpretación subjetiva.

El peculiar Proceso Constituyente Boliviano nos permite una herramienta 
que otros procesos constituyentes no cuentan y que representa la posibilidad de 
una interpretación definitiva, que de forma concluyente refleja la voluntad del 
constituyente; el texto aprobado por el Órgano Constituyente, en la mayor parte 
de los casos es el texto constitucional final, en nuestro proceso, este se constituye 
en la voluntad del constituyente frente a un proceso de compatibilización por el 
Congreso como Órgano Constituido.

El 9 de diciembre de 2007, por Resolución ac/plen/res/0022/2007, de 
la Asamblea Constituyente se aprueba el texto constitucional43 en Oruro por 
votación de más de dos tercios de los miembros presentes de la Plenaria de la 
Asamblea Constituyente, en este texto constitucional los constituyentes establecen 
la redacción del artículo 408 (equivalente al 409 en la constitución actual) de la 
siguiente forma: 

43	 El texto constitucional aprobado en Oruro en diciembre de 2007, por votación de más de 
dos tercios de los miembros presentes de la Plenaria de la Asamblea Constituyente, en su 
estación de detalle, contiene 410 Artículos, nueve Disposiciones Transitorias, una Disposición 
Derogatoria, una Disposición Abrogatoria y una Disposición Final.
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“Se prohíbe la producción, importación y comercialización de transgénicos”.
(Artículo 408)

Este artículo es concordante con el artículo 255, párrafo II, numeral 8; del 
actual texto constitucional, y a diferencia de la actual redacción, este artículo 
establece una “disposición prohibitiva expresa.” 

Podríamos concluir basados en este artículo, que la “voluntad del consti-
tuyente”, de forma clara, era la prohibición de la producción, importación y 
comercialización de transgénicos. Pero debemos entender que la esencia de este 
criterio de interpretación es conocer el origen de la disposición a través de sus 
fuentes de formación y construcción; y si bien el constituyente es el constructor 
de gran parte del texto constitucional, existió un proceso de “compatibilización” 
por el Poder Constituido (Congreso) que modificó la redacción de varios artículos 
del texto constitucional, entre ellos el artículo 408. En consecuencia además de 
conocer la voluntad del constituyente también debemos analizar el proceso de 
compatibilización que ha modificado este artículo. 

En junio de 2008 se presenta la “Propuesta de texto constitucional para facilitar 
el proceso de concertación”, elaborada en base a los trabajos; “Puentes para un diálogo 
democrático” y “Hacia una Constitución democrática, viable y plural, Tres miradas”; 
auspiciados por la Fundación Boliviana para la Democracia Multipartidaria y la 
Fundación Friedrich Ebert. 

La relevancia de esta propuesta, que analiza la Constitución aprobada por la 
Asamblea Constituyente, en diciembre del 2007; es que dentro del documento, 
se encuentran modificaciones a la regulación de transgénicos.

Este documento proponía modificar el artículo 256, párrafo ii, numeral 8; 
(255 en el actual texto constitucional) referente a los principios que regulan la 
negociación, suscripción y ratificación de tratados internacionales, con el siguiente 
texto y nota descriptiva del cambio: 

“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población; y prohibición de internamiento de 
elementos tóxicos que dañen la salud y el medio ambiente.” (Se suprimió la frase: “importación, 
producción y comercialización de organismos genéticamente modificados” por no estar 
agotado el debate y corresponder al nivel de ley).44 

Esta propuesta pretendía quitar la disposición prohibitiva y sacar el tema 
organismos genéticamente modificados de la constitución. La propuesta sobre el 
artículo 408 (409 en el actual texto constitucional) consistía en eliminar la prohi-
bición, con todo el artículo completo, bajo la siguiente justificación:

44	 Romero, Irahola, y Peñaranda, Del conflicto al diálogo: Memorias del acuerdo constitucional, 298.
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“Se sugiere eliminar este artículo porque el debate internacional sobre los transgénicos no 
está cerrado y su utilización puede estar asociada a las soluciones para la baja productividad 
agrícola boliviana”.45

Pero la importancia trascendental de estas observaciones y sugerencias, dentro 
del proceso de compatibilización del Congreso, radica en que los autores de los 
trabajos base de la propuesta referida, fueron actores claves, tanto de oposición 
como de oficialismo, en este “Proceso de Compatibilización” como lo explica la 
presentación de uno de estos documentos; 

Esta es una labor que no puede ser efectuada por una sola persona; requiere una suma de 
miradas, de observaciones analíticas desde distintos puntos de vista. Intentando una primera 
aproximación a este análisis, ambas instituciones encomendaron el trabajo a Carlos Böhrt, 
Carlos Alarcón y Carlos Romero, cada uno en sus áreas temáticas de preferencia”.46

Recordemos que entre los 18 delegados de la mesa oficial de las negocia-
ciones en el Congreso, se encontraba por el mas: el ministro Carlos Romero 
quien además dirigió las negociaciones del lado del gobierno, y por podemos, 
el parlamentario Carlos Börth. Y si bien, esto solo se constituye en un indicio de 
la voluntad de los actores dentro del proceso de compatibilización, es uno de los 
pocos documentos que hacen referencia a este proceso y el único que se refiere a 
la modificación o ajuste de los artículos referentes a transgénicos.

En conclusión, de este análisis podemos concluir inicialmente, y de manera 
irrefutable, que la voluntad del constituyente fue la prohibición de importación, 
producción y comercialización de organismos genéticamente modificados. Res-
pecto al proceso de compatibilización por el Congreso, en base a los indicios, 
concluimos que la intención fue eliminar la prohibición, pero no para permitir 
la importación, producción y comercialización de organismos genéticamente 
modificados; sino para continuar con el debate sobre los transgénicos, en otros 
escenarios fuera de la constitución. Esta apreciación es respaldada por la actual 
redacción del artículo 409 que deriva la regulación sobre el tema al ámbito 
legislativo. 

Una de las preguntas que no pudimos responder, es porque se modifica solo 
el articulo 408 y no se afecta la prohibición del artículo 256, párrafo II, numeral 
8, del proyecto constitucional, que es mucho más contundente en su efecto pro-
hibitivo, por su nexo directo con la “Soberanía y seguridad alimentaria”. 

45	 Ibid., 351.
46	 Carlos Böhrt, Carlos Alarcón, y Carlos Romero, “Hacia una Constitución democrática, viable 

y plural-Tres miradas”, La Paz: fBDM/FES-ILDIS, 2008.
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2.3.4. Limitación del proceso de compatibilización por el congreso

La voluntad del constituyente es uno de los criterios dentro de la interpretación 
histórica, pero la revisión de las normas y leyes que origina el proceso constitu-
yente también permiten interpretar el alcance de un artículo. El estudio de estas 
normas debe estar enfocado en encontrar elementos que nos permitan conocer 
el sentido y limitaciones del proceso de compatibilización, bajo el criterio que es 
en este proceso donde se modifica el artículo 409.

En este sentido el proceso constituyente, inicia con la “Ley Especial de Convo-
catoria a la Asamblea Constituyente”, Ley Nº 3364, de 6 de marzo de 2006. En este 
cuerpo legal se establecía la definición de la Asamblea Constituyente, además de 
la independencia como una cualidad importante de la asamblea: 

“Se denomina Asamblea Constituyente, a la reunión de representantes constituyentes elegidos 
mediante voto universal, directo y secreto. Es independiente y ejerce la soberanía del pueblo. 
No depende ni está sometida a los poderes constituidos y tiene como única finalidad 
la reforma total de la Constitución Política del Estado”. (artículo 3) 

La no dependencia a los poderes constituidos, aparentemente imposibilitaría 
que el producto final de la asamblea esté sometido a un proceso de revisión por 
el Congreso como poder constituido. 

La ley también determina que la misión de la Asamblea concluía, una vez apro-
bado el texto de la nueva Constitución, con dos tercios de votos de los miembros 
presentes de la Asamblea; para que posteriormente el Poder Ejecutivo convocar 
a Referéndum Constituyente, para que el pueblo boliviano refrende, por mayoría 
absoluta de votos, el proyecto de la nueva Constitución. 

Como se evidencia, la normativa de convocatoria no establecía un proceso 
de “compatibilización por el Congreso”; por lo que se modificó la constitución 
vigente en ese entonces, con la Ley No. 3941, de 21 de octubre de 2008, para 
establecer el marco legal del proceso de compatibilización. 

Si bien la Ley No. 3941, habla de la interpretación del artículo 232, en rea-
lidad se trata de una modificación al texto del artículo. El 20 de febrero de 2004, 
la Ley de “Reformas a la Constitución Política del Estado”, ley N° 2631, modificó el 
artículo de la siguiente manera: 

“La Reforma total de la Constitución Política del Estado es potestad privativa de la 
Asamblea Constituyente, que será convocada por Ley Especial de convocatoria, la misma 
que señalará las formas y modalidades de elección de los constituyentes, será sancionada 
por dos tercios de voto de los miembros presentes del H. Congreso Nacional y no podrá 
ser vetada por el Presidente de la República. Constitución Política del Estado de 1967.” 
(Artículo 232)
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Y la Ley No. 3941, de 21 de octubre de 2008, en su artículo 2, referente a la 
interpretación de la Constitución, justifica la modificación o interpretación de 
la siguiente forma:

“En aplicación de la Institucionalidad Republicana, el principio de Soberanía Popular, el Estado 
Social y Democrático de Derecho, determinados en los Artículos 1, 2 y 4 de la Constitución 
Política del Estado, estableciéndose que es Facultad del Honorable Congreso Nacional 
contribuir al proceso constituyente y realizar los ajustes necesarios al texto constitucional 
aprobado por la Asamblea Constituyente, sobre la base de la voluntad popular y el interés 
nacional, por ley especial de Congreso, aprobada por dos tercios de votos de sus miembros 
presentes…”(artículo 2) 

Y concluye señalando que se interpreta los alcances del Artículo 232 consti-
tucional, en los términos siguientes:

“Artículo 232, Párrafo I. La reforma total de la Constitución Política del Estado es potestad 
privativa de la Asamblea Constituyente, que será convocada por Ley Especial de Convocatoria, 
la misma que señalará las formas y modalidades de elección de los constituyentes, será 
sancionada por dos tercios de votos de los miembros presentes del H. Congreso Nacional y no 
podrá ser vetada por el Presidente de la República.” (Artículo 2)

El párrafo primero es una transcripción textual del artículo 232, vigente, pero 
en el párrafo segundo se incluye el proceso de compatibilización:

“Artículo 232, Párrafo ii. Concluido el proceso constituyente y recibida la propuesta 
constitucional, para ser sometida a consideración del pueblo soberano, el H. Congreso Nacional 
podrá realizar los ajustes necesarios sobre la base de la voluntad popular y del interés nacional, 
por ley especial de Congreso, aprobada por dos tercios de votos de sus miembros presentes.” 
(Artículo 2)

Y el párrafo iii, establece los límites al proceso de compatibilización, por 
lo que los ajustes al texto constitucional desarrollados por el poder constituido 
(Congreso), no pueden pasar esta restricción de contenido.47

Artículo 232, iii. Los ajustes no podrán afectar la esencia de la voluntad del constituyente. 
(Artículo 2)

Del análisis de esta disposición identificamos que es un imperativo prohibi-
tivo; que dentro la estructura del artículo se observa que las acciones sujeto de la 

47	 Y esta restricción a la función compatibilizadora del congreso se funda en la imposibilidad 
de aperturar la modificación total del texto aprobado por la Asamblea Constituyente porque 
implicaría la creación de otro proceso constituyente paralelo.
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regulación, son los “ajustes o modificaciones al texto de la constitución”; es decir que 
la presente disposición si bien establece la posibilidad de efectuar varios “ajustes; 
la prohibición se debe aplicar a cada una de las modificaciones o ajustes de forma 
particular.

La disposición impone como acción la “prohibición de afectar”, lo que implica 
que no se puede menoscabar, influir o producir alteración. Pero además, se en-
tiende que no es aceptable ningún nivel de perturbación de la integridad del bien 
u objeto de protección.

El bien u objeto de protección, es la “esencia de la voluntad del constituyente”; 
como señalamos anteriormente; el texto constitucional aprobado por la Asamblea 
Constituyente, es la expresión concreta e irrefutable de la “voluntad del consti-
tuyente” y esta premisa es ratificada, por el proceso de compatibilización que se 
concentra en el texto constitucional aprobado en Oruro. Ahora, para determinar 
la “esencia de la voluntad del constituyente”; debemos acudir al concepto de “esencia” 
y “naturaleza jurídica” 

La “esencia” se refiere a las características que establecen que una cosa, su-
jeto o concepto se incluye a una determinada categoría y además lo identifican 
como único. Estas características son permanentes e invariables. Inicialmente los 
conceptos señalaban que la “esencia” constituye la naturaleza de las cosas. Este 
concepto ha generado mucho debate sobre la autonomía de estos conceptos y su 
relación casi simbiótica. Cornejo, define un concepto que operativiza la asociación 
de estos conceptos:

“Podría afirmarse que la palabra “naturaleza” se utiliza por lo general para referirse a la 
esencia de las cosas (esencia de un acto, por ejemplo) pero esta palabra puede tener también varios 
sentidos. En efecto, podríamos entender que la naturaleza del acto podría estar conformada 
por una determinada clase de acto que se ubica en una categoría más general, pero también 
podríamos pensar al margen de la clase específica del acto que se trate, la naturaleza o esencia 
se refiere a la conformación o carácter de este acto en particular”.48

En este sentido la “esencia de la voluntad del constituyente” en referencia al 
artículo 408 del texto constitucional aprobado en Oruro, pasa por su naturaleza 
jurídica, y como ya habíamos mencionado es una “disposición prohibitiva o negati-
va expresa” y se evidencia que su carácter particular es que la disposición trata la 
temática de los “transgénicos”.

En conclusión, cuando se aplica la disposición limitante y rectora del proceso 
de compatibilización que determina; “Los ajustes no podrán afectar la esencia de la 
voluntad del constituyente”, específicamente la voluntad expresada en el artículo 

48	 Carlos Alejandro Cornejo Guerrero, “ La noción de naturaleza jurídica en el derecho moderno 
y su influencia en el código civil de 1984”, 1997, 123.
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408 del texto constitucional aprobado por la Asamblea Constituyente. (artículo 
409 en la Constitución vigente)

El proceso de compatibilización debe respetar el carácter particular del artí-
culo 408 del proyecto del texto constitucional, no pudiendo suprimir o acudir a 
una temática general diferente a la temática de los “transgénicos”.

Pero sobre todo se concluye, que el artículo compatibilizado (artículo 409 
del texto constitucional compatibilizado por el Congreso) de ninguna manera, ni 
expresa ni tácita, puede representar una “disposición permisiva o positiva”49; es decir, 
la actual redacción del artículo 409, no podría interpretarse como la aprobación, 
permiso o apertura de las actividades de producción, importación y comercia-
lización de transgénicos; porque eso implicaría no solo afectar la voluntad del 
constituyente, sino contradecirla totalmente, lo que implica un grado superior 
de afectación.50 

En conclusión, la interpretación histórica, a partir de la “voluntad del cons-
tituyente” como de la revisión de la documentación legal del proceso establece 
que el artículo 409 del actual texto constitucional, no representa de forma tácita o 
expresa la apertura o aprobación de las actividades contempladas en referencia a los 
transgénicos. Por el contrario determina a partir de la interpretación sistemática 
y de contenido, en base al “principio de unidad”, que la disposición prohibitiva 
del artículo 255, párrafo ii numeral 8 se debe extender a la regulación por ley, 
determinada en el artículo 409.

2.4. Mitos e imprecisiones

En referencia al principio constitucional contenido en el artículo 255, párrafo ii, 
numeral 8; se crearon diferentes imprecisiones sobre su aplicación y alcance; y 
sobre su relación aparentemente contradictoria con el artículo 409.

2.4.1.	 ¿Existe la invalidez de un principio por su ubicación en el texto
	 constitucional? 

La mayor parte, de los postulados sobre el artículo 255, párrafo ii, numeral 8, 
hacían referencia al alcance de este principio, señalando que este se limitaba a la 

49	 Las normas permisivas o positivas permiten o aprueban una acción u omisión concreta, en cambio las 
normas prohibitivas o negativas, establecen limitaciones o inhiben una acción u omisión concreta.

50	 El Honorable Congreso Nacional, de ese entonces, como poder constituido y ejecutor del 
“proceso de compatibilización”, no estaba facultado por modificar y afectar la voluntad del 
constituyente, debido a la única prohibición expresa que tenía este proceso; como lo determina 
el artículo 2, que dispone la interpretación del artículo 232 párrafo iii (anterior Constitución) 
, de la Ley No. 3941, de 21 de Octubre de 2008, que incluía, legalizaba y regulaba el “proceso 
de compatibilización” dentro del Proceso Constituyente. 
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negociación, suscripción y ratificación de tratados internacionales, aspecto que 
analizamos anteriormente.

Pero además de imprecisiones también se forjaron reflexiones que denomi-
namos “mitos”,51 por estar separados de la realidad; entre estas observaciones, 
designamos a una de estas ideas erróneas como la “Invalidez de un principio por 
su ubicación en el texto constitucional”; esta premisa se fundan en un improvisado 
análisis, con la intención de disminuir e invalidar la aplicación del principio de 
“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población”, por su ubicación en el 
texto constitucional, señalando que, “al no encontrarse en el capítulo que se refiere a 
“Principios, Valores y Fines del Estado” (parte dogmática) este principio no tendría efecto 
legal en su aplicación”. Esta idea errónea proyecta las siguientes conjeturas:

–	 Se presume la idea equivocada de una jerarquía o diferencia en los tipos de 
normas constitucionales, en razón de la ubicación en el texto constitucional 
y que afectaría su validez jurídica.

–	 Lo que implicaría que los principios “no ubicados”, en el capítulo “Principios, 
Valores y Fines del Estado” del texto constitucional, no tendrían validez y eficacia 
jurídica y habrían perdido su naturaleza legal como principios constituciona-
les, permaneciendo simplemente como una disposición de efecto meramente 
retórico.

Si este extremo fuera posible estaríamos hablando de una abrogación tácita 
de la constitución, sin cumplir los procedimientos y disposiciones para la re-
forma constitucional; pero además, esta abrogación seria irregular, porque los 
principios que no se encuentran ubicados en la parte dogmática, continuarían 
en el texto constitucional pero no tendrían efectos jurídicos; aspecto no cono-
cido hasta ahora.

Si bien la estructura de la constitución cuenta con una parte orgánica y otra 
dogmática. la constitución se encuentra dividida por temáticas, y cada temática 
generalmente se encuentra determinada en un capítulo; en función a la esencia y 
contenido, existen principios constitucionales universales que se aplican en varias 
temáticas y principios constitucionales particulares, que se aplican de acuerdo a 
la temática. 

El texto constitucional en el capítulo “Principios, Valores y Fines del Estado”, 
adopta principios ético morales;52 pero los principios constitucionales que de 

51	 Me permito el empleo del término “Mito”, apelando al contexto negativo, como sinónimo 
de una creencia difundida pero falsa o alejada de la realidad.

52	 Artículo 8. I. El Estado asume y promueve como principios ético-morales de la sociedad 
plural: ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma 
qamaña (vivir bien), ñandereko (vida armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra sin 
mal) y qhapaj ñan (camino o vida noble). 
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forma concreta se aplican a cada una de las diferentes temáticas se ubican fuera 
de la parte dogmática y del capítulo citado.

Por ejemplo; los principios de capacidad económica, igualdad, progresividad, 
proporcionalidad, transparencia, universalidad, control, sencillez administrativa 
y capacidad recaudatoria, que son aplicables a la política fiscal, se encuentran en 
el capítulo referente a las “Políticas Económicas” en la sección I, “Política Fiscal” 
(artículo 323, párrafo i)

Bajo la idea errónea de la “Invalidez de un principio por su ubicación en el texto 
constitucional”; el principio de “capacidad económica”, no tendría ningún efecto ju-
rídico; por no estar dentro del capítulo “Principios, Valores y Fines del Estado”, 
idea que es fácilmente rebatible.

Para ello nos remitimos a la Sentencia Constitucional 0029/2013, y la respues-
ta de la Gerencia de Grandes Contribuyentes (graco), La Paz, del Servicio de 
Impuestos Nacional (sin). Dentro de este proceso el SIN, por medio del memorial 
de 11 del mismo mes y año (fs. 156 a 160 vta.), señala que las resoluciones de esta 
Institución cumplen con el principio constitucional de “capacidad económica y 
proporcionalidad”:

“g) La sanción establecida en el sub numeral 4.9 de la RND 10-0030-11 no es contradictoria 
a los arts. 8, 9, 13, 14, 232 y 311 de la CPE, porque la administración tributaria en cum
plimiento al art. 323 cumple con los principios constitucionales tributarios de capacidad 
económica y proporcionalidad.” evidenciándose su valor vinculante”.53

En la misma sentencia la Resolución del Juez consultante, hace una descrip-
ción de la función del Principio de Capacidad: 

“5) La capacidad contributiva parte de una apreciación político-social de la riqueza del 
contribuyente, de tal manera, dicha consideración resulta un límite material para la norma 
tributaria garantizando la justicia y razonabilidad, de tal manera cada persona contribuye 
en equitativa proporción a su aptitud económica…”.54

En los Fundamentos Jurídicos del fallo, en los que se basa la Sentencia Cons-
titucional 0029/2013, se evidencia, primero, la vigencia jurídica los principios 
constitucionales contenidos en artículo 323, párrafo I, y ubicados en el capítulo 
de “Políticas Económicas” en la sección de “Política Fiscal”; fuera del capítulo “Prin-
cipios, Valores y Fines del Estado”; además se determina la aplicación y efecto legal 
de los mismos: 

53	 Sentencia Constitucional Plurinacional 0029/2013 (s. f.).
54	 Ibid.
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“La cpe en su art. 323.I, ha establecido principios de la política fiscal cuando instituye 
lo siguiente: “La política fiscal se basa en los principios de capacidad económica, 
igualdad, progresividad, proporcionalidad, transparencia, universalidad, control, sencillez 
administrativa y capacidad recaudatoria”. “Los principios establecidos en la Norma 
Suprema, son los que rigen la política fiscal en Bolivia y conforme a ellas las personas 
cualquiera sea su naturaleza, tienen la obligación de contribuir al Estado”. (Principios 
de la política fiscal)55

Asimismo, el principio de “Seguridad y soberanía alimentaria para toda la pobla-
ción” y su disposición prohibitiva (artículo 255, párrafo II, numeral 8) está vigente 
y produce todos los efectos jurídicos de un principio constitucional, debido a que 
su posición en el texto constitucional no es determinante.

La idea errónea de la “Invalidez de un principio por su ubicación en el texto 
constitucional” es desechada también porque no existe diferencia entre los tipos 
de normas constitucionales, en razón de la ubicación en el texto constitucional y 
que afectaría su validez jurídica.

El Tribunal Constitucional Plurinacional ratifica esta premisa en el docu-
mento de la “x Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional”, frente a la 
pregunta “¿Establece la Constitución expresa o implícitamente alguna diferenciación 
de grados de eficacia entre distintos tipos de normas constitucionales (valores, principios, 
derechos, poderes, garantías, entre otros?”; y la respuesta del Tribunal Constitucional 
Plurinacional, fue:

“La Constitución no establece de manera expresa diferenciación respecto a los grados de eficacia 
entre valores principios, derechos, poderes garantías y otros…”.56

En este punto hay que aclarar que si bien no existe ningún parámetro de 
diferencia, los principios constitucionales gozan de preferencia en razón de su 
aplicación, aspecto que también el Tribunal ratifica en el mismo documento.

Además, frente a todas las observaciones a la vigencia y validez del principio “Segu-
ridad y soberanía alimentaria para toda la población” y su disposición prohibitiva (artículo 
255, párrafo II, numeral 8); la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional en la SCP 
112/2012 de 27 de abril de 2012, señala que las normas constitucionales-principios, 
establecidos en el texto constitucional, tienen validez normativa, prelación jerárquica por 
el sólo hecho de estar inscritas en la Constitución”.57

55	 Ibid.
56	 Tribunal Constitucional Plurinacional, “ X Conferencia Iberoamericana de Justicia Consti-

tucional” (Tribunal Constitucional Plurinacional, marzo de 2014).
57	 Ibid.
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2.4.2.  Aparente contradicción constitucional 

Una de las imprecisiones más difundidas es la existencia de una antinomia58 en 
el texto constitucional, para ser especifico entre el principio constitucional de 
“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población” (artículo 255, párrafo 
ii, numeral 8) y la disposición programática del artículo 409.

Forzando la interpretación del artículo 409, hacia los intereses “pro-trans-
génicos”; como una disposición que permite de forma implícita la importación, 
comercialización y liberación de los transgénicos, las instituciones, organizaciones 
e investigadores que buscan y trabajan por la apertura a los transgénicos en el 
país, se aferran, no al artículo en sí, sino a la “interpretación parcializada”59 y en 
una interpretación de la presencia tácita de aprobación del articulo 409; por lo 
tanto, bajo esta interpretación, existiría contradicción con la disposición prohi-
bitiva contenida en el principio de “Seguridad y soberanía alimentaria para toda la 
población”, contenida en artículo 255, párrafo ii, numeral 8.

58	 Antinomias. (Palabra griega, compuesta de anti, contra, y de nomos, ley.) Es pues, la con-
tradicción real o aparente entre dos leyes, o entre dos pasajes de una misma ley. Guillermo 
Cabanellas et al., Diccionario enciclopédico de derecho usual, vol. 501 (Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente, México, DF (México), 2001).

59	 Se entiende como una “interpretación parcializada o tendenciosa”; a aquella que muestra 
parcialidad frente a una posición y orienta sus conclusiones hacia una tendencia determinada.

INTERPRETACIÓN PARCIA-
LIZADA

(SUPUESTA APROBACIÓN 
TÁCITA)

Se permite la producción, 
importación y comercialización 

de transgénicos será regulada por 
Ley.”

disposición
programática 

(Artículo 409)
“La producción, importación y 

comercialización de transgénicos 
será regulada por Ley”.

prohibición expresa
“prohibición de importación, 
producción y comercialización 
de organismos genéticamente 

modificados”.

principio
constitucional 

y disposición
prohibitiva

(Artículo 255, párrafo II, numeral 8)
“Seguridad y soberanía alimentaria para 

toda la población; prohibición de importación, 
producción y comercialización de organismos 

genéticamente modificados y elementos tóxicos 
que dañen la salud y el medio ambiente”.

antinomia 
aparente
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En concreto, la contradicción no es entre dos artículos constitucionales; puesto 
que a partir de la interpretación y análisis, del contenido estructura, y naturaleza 
jurídica del articulo 409 y del artículo 255, párrafo ii, numeral 8, (anteriormente 
desarrollado) no existe la posibilidad de contradicción entre estas dos disposiciones. 

A pesar de ello, este postulado erróneo, que busca generar la idea de una 
“contradicción forzada”, es un “antinomia irregular”, debido a que no se funda-
menta en la contradicción entre dos disposiciones o artículos constitucionales; en 
cambio basa su fundamento, en la idea de contradicción entre una “disposición 
prohibitiva expresa” y una interpretación (aprobación tácita) de un artículo o 
“disposición programática”, que limita su contenido a derivar la regulación del 
tema al poder legislativo.

Pero, solo de forma didáctica y omitiendo la imposibilidad de contradicción 
ya demostrada; desarrollaremos un ejercicio imaginario; haremos un análisis del 
escenario en el supuesto caso que la redacción del artículo 409, no fuera una norma 
programática o derivativa y en efecto fuera “disposición permisiva”.

Bajo este supuesto y para resolver la contradicción y armonizar el texto cons-
titucional recurriremos a la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional en la scp 
112/2012 de 27 de abril, en una Acción de Libertad.

“(…) las normas constitucionales-principios, establecidas en el texto constitucional tienen validez 
normativa, prelación jerárquica y son obligatorias respecto a las normas constitucionales-reglas 
y con mayor razón con relación a las normas legales-reglas (contenidas en las leyes en sentido 
general sustantivas o procesales (…)”.60

En caso de la existencia de contradicción entre dos disposiciones, es deter-
minante la “prelación jerárquica” que dispone la preferencia o prioridad de apli-
cación de los principios constitucionales sobre las demás normas o disposiciones 
constitucionales. En el supuesto caso que el artículo 255, párrafo ii, numeral 8, 
que contiene el principio constitucional de “Seguridad y soberanía alimentaria 
para toda la población”, y su disposición prohibitiva a los transgénicos, estuvieran 
en contradicción con el artículo 409, por la figura de la “prelación jerárquica” la 
disposición prohibitiva parte del principio, tendría preferencia de aplicación y 
las demás normas deberían armonizar su contenido al artículo 255, párrafo ii, 
numeral 8; prohibiendo la importación, producción y comercialización de orga-
nismos genéticamente modificados. En este sentido, la regulación por ley a la que 
deriva el artículo 409, debe someterse al contenido del principio constitucional 
de “Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población”. Como también lo 
determina la Sentencia Constitucional scp 112/2012

60	 Tribunal Constitucional Plurinacional, “x Conferencia Iberoamericana de Justicia Consti-
tucional”.
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“(…) Estos mandatos jurídicos son para todo el poder público y para la convivencia social de los 
ciudadanos. A los legisladores (del nivel central-Asamblea Legislativa Plurinacional, las entidades 
territoriales autónomas) y a las naciones y pueblos indígena originario campesinos), al momento 
de realizar desarrollo legislativo o en la interpretación y aplicación del Derecho Indígena “en 
sentido de que en el proceso de creación de las normas no ignore los principios, toda vez que al 
ser estos la base en la que se inspira el modelo de sociedad que la Constitución propugna, debe 
existir coherencia y armonía entre la ley a crearse y los principios de la Constitución”.61

La doctrina también respalda estas premisas, Carbonell y Sanjuán resumen, 
que los principios constitucionales tienen los siguientes efectos:

–	 “Son normas inferidas de una interpretación operativa sobre las reglas constitucionales.
–	 Constituyen proyecciones normativas a partir de elementos reglados.
–	 Contienen gérmenes de reglas indeterminadas, pero predictibles”.62

2.4.2.1. Desconocer la existencia del principio constitucional de “Seguridad y soberanía 
alimentaria para toda la población”

La importancia del artículo 255, párrafo II, numeral 8, es subestimada y en 
muchos casos se pretende reducir su alcance a la negociación, suscripción y rati-
ficación de tratados internacionales, pero existe otra posición más extrema, que 
parte de la idea de obviar la existencia de la prohibición.

Esta tendencia hace exclusiva referencia únicamente al artículo 409, cuando 
se refiere al marco constitucional vigente, que regula los transgénicos y solicita 
el desarrollo de la reglamentación63 en base solo a esta disposición; evitando la 
referencia a la prohibición establecida en el principio de “Seguridad y soberanía 
alimentaria para toda la población”.

No reconocer la vigencia del artículo 255, párrafo ii, numeral 8, ni su 
influencia en el tema transgénicos, puede ser entendida como una especie de 
“derogación”64 en los hechos, de una artículo de la constitución, y como esta figura 

61	 Sentencia Constitucional scp 112/2012Ibid.
62	 José Carlos Remotti Carbonell y Teresa Freixes Sanjuán, “ Los valores y principios en la 

interpretación constitucional”, Revista española de derecho constitucional 12, n.o 35 (1992): 102.
63	 Eje Tecnología-Biotecnología/ 2) Redactar la ley que regule la producción, importación y 

comercialización de Organismos Genéticamente Modificados (ogm) en Bolivia, en el marco 
de lo dispuesto por el artículo 409° de la Constitución Política del Estado. Cámara Agrope-
cuaria del Oriente, “ Eje Tecnología-Biotecnología”, Institucional, Cámara Agropecuaria del 
Oriente, (s. f.), http://www.cao.org.bo/sitio/index.php/agenda-agropecuaria/tegnologia.

64	 Derogación.-Literalmente, derogar significa dejar sin efecto o suprimir parcialmente una ley; pero, 
comúnmente, se usa como sinónimo de abrogar o suprimir la ley en su totalidad. Derogación, entonces, 
es el acto de proceder, mediante disposición posterior, a dejar sin efecto, en todo o en parte, un precepto 
jurídico precedente. (v. abrogación.) Ossorio, Diccionario de ciencias jurídicas políticas y sociales, 
314.
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no es posible; debemos entender que la intención de elegir que artículo obedecer 
y cual desestimar, se constituye también en una transgresión al carácter general y 
obligatorio de la ley, que significa que todos estamos obligados a su cumplimiento. 
Por lo tanto tampoco es viable, porque la aplicación de la ley no es discrecional; 
es decir ninguna persona jurídica o natural, puede decidir que disposición cumplir 
y cual no cumplir. Este aspecto está establecido en la Constitución en el Artículo 
410, párrafo i, que señala:

“Todas las personas, naturales y jurídicas, así como los órganos públicos, funciones públicas e 
instituciones, se encuentran sometidos a la presente Constitución”. (Artículo 41, párrafo i)

De igual forma el carácter general y obligatorio de la ley, se encuentra esta-
blecido en el artículo 14, párrafo v y en el artículo 108, numerales 1 y 2:

“Las leyes bolivianas se aplican a todas las personas, naturales o jurídicas, bolivianas o 
extranjeras, en el territorio boliviano.”(Artículo 14, párrafo v)

“Son deberes de las bolivianas y los bolivianos: 1. Conocer, cumplir y hacer cumplir la 
Constitución y las leyes; 2. Conocer, respetar y promover los derechos reconocidos en la Cons
titución”. (Artículo 108, numerales 1 y 2).

Por lo tanto, demostrada la vigencia e importancia del artículo 255, párrafo 
ii, numeral 8; en la regulación de los transgénicos, es inviable e inconstitucional 
pensar en una reglamentación que no tome en consideración el contenido de la 
“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población” y la disposición prohibitiva 
parte de este principio.

Conclusiones 

Después de analizar, las disposiciones constitucionales que regulan la temática 
de los transgénicos, se establece que en base a la naturaleza jurídica de ambas 
disposiciones no puede existir contradicción constitucional.

A partir, de la interpretación individual y la relación de ambos artículos, 
en base a los criterios establecidos en la constitución y los contemplados por la 
jurisprudencia, se concluye que el artículo 255, párrafo II, numeral 8; tiene una 
importancia rectora e ineludible dentro del desarrollo normativo en referencia 
a los organismos genéticamente modificados. Especialmente porque esta dispo-
sición contempla el único desarrollo normativo constitucional de la institución 
polifacética y transversal en el ordenamiento jurídico; la “Seguridad y soberanía 
alimentaria”.
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1. Decreto Supremo N° 0181

El 28 de junio de 2009, el presidente Evo Morales Ayma, promulga el Decreto 
Supremo No 181, que reglamente el Sistema de Administración de Bienes y 
Servicios que es el conjunto de normas que regula la contratación de bienes y 
servicios, el manejo y la disposición de bienes de las entidades públicas. En el 
último “considerado” de este decreto se establece que:

“Que con el objetivo de lograr eficiencia y agilidad en los procesos de contratación realizados 
por el Estado, es necesario contar con Normas Básicas del Sistema de Administración de 
Bienes y Servicios, que permitan alcanzar estos objetivos con transparencia incorporando la 
participación social, valores y fines que constituyen pilares en los que se sustenta el Estado 
Plurinacional de Bolivia”. (Decreto Supremo No 181)

En este entendido las disposiciones contenidas se enfocan en los valores y 
fines que constituyen el sustento del Estado Plurinacional de Bolivia, por lo tanto 
la disposición contenida en el artículo 80, parágrafo i, referente a la “contratación 
de alimentos para desayuno escolar y programas de nutrición”, también obedece a esta 
lógica.

“i. Para la contratación de alimentos destinados al desayuno escolar y programas de nutrición, 
independientemente del monto de la contratación, se deberá prever que los productos sean 
elaborados con materias primas de producción nacional, prohibiéndose la compra de alimentos 
de origen genéticamente modificado (transgénicos)”. (Artículo 80)

capítulo tercero

Legislación promulgada después
de la Constitución
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Esta disposición prohibitiva expresa, se constituye en una norma de aplicación 
inmediata después de la promulgación de la constitución, y representa una acción 
concreta para ejecutar la “soberanía y seguridad alimentaria” como fin constitucional 
del Estado. En el entendido que la “soberanía y seguridad alimentaria” en su inter-
pretación constitucional establece la prohibición a la producción, importación y 
comercialización de transgénicos.

2. Ley de derechos de la Madre Tierra

El miércoles 22 de abril de 2009, la Asamblea General de la Organización de las 
Naciones Unidas (onu) declara este día como el “Día internacional de la Madre 
Tierra”; en la parte argumentativa de la resolución señala: 

“Reconociendo que la Tierra y sus ecosistemas son nuestro hogar, y convencida de que para alcanzar 
un justo equilibrio entre las necesidades económicas, sociales y ambientales de las generaciones 
presentes y futuras, es necesario promover la armonía con la naturaleza y la Tierra”.65

Durante la sesión de aprobación el Presidente Evo Morales, señalo que la “Ma-
dre Tierra” en muchas culturas, es una expresión común para referirse a nuestro 
planeta y esta refleja la interdependencia que existe entre los seres humanos, otras 
especies vivas y el planeta en su conjunto. En esta misma sesión identificó cuatro 
derechos de la Madre Tierra; el derecho a la Vida; el derecho a la regeneración 
de su biocapacidad; el derecho a una vida limpia, sin contaminación; el derecho 
a la armonía y al equilibrio con todos y entre todos y de todo. El proyecto de de-
claración A / 63 / L.69 fue aprobado por la Resolución 63/278. Con este motivo 
el Presidente boliviano señalo:

“Sesenta años después de la adopción de la [Declaración Universal de los Derechos Humanos], 
la Madre Tierra está ahora, por fin, que hace que sus derechos sean reconocidos”, dijo el 
presidente Morales, inmediatamente después de la aprobación por unanimidad de una 
resolución designando el 22 de abril de cada año como el Día Internacional de la Madre 
Tierra de la Asamblea (A / 63 / L.69).66

El 21 de diciembre de 2010, Evo Morales Ayma, promulga la Ley Nº 071, 
“Ley de Derechos de la Madre Tierra”, esta normativa reconoce a la Madre Tierra, 

65	 onu, Resolución aprobada por la Asamblea General 63/278. Día Internacional de la Madre 
Tierra, 2009.

66	 onu-Press, “ General Assembly proclaims 22 april ‘international mother earth day’ adopting 
by consensus Bolivia-led resolution”, Institucional, http://www.un.org, (22 de abril de 2009), 
http://www.un.org/press/en/2009/ga10823.doc.htm.
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como un ente titular de derechos y como un sujeto colectivo dentro del Derecho 
como disciplina. 

La diferencia con otros colectivos titulares de derechos, se centra en la com-
posición; debido a que los colectivos están compuestos de individuos y la suma 
de los derechos individuales resulta en determinación de los derechos colectivos. 
Pero en este caso es una construcción social, religiosa, y parte de la filosofía de los 
pueblos indígenas, que se concreta como un ente vivo que representa la síntesis 
de todo ser viviente; y por lo tanto se reconocen sus derechos.

Pero más allá de un concepto espiritual de la Madre Tierra,67 se reconoce 
la sinergia vital, como sistema viviente dinámico conformado por ecosistemas 
diversos, pero partes de un todo; que son dependientes y se interrelacionan y 
complementan. Al reconocer sus derechos se reconocen los derechos de todos 
los seres humanos, animales, plantas y todas las formas de vida en igualdad de 
condiciones e intereses y bajo un solo objetivo; nuestra permanencia a través del 
tiempo en equilibrio. 

La Ley inspiró la petición, para que la onu reconozca los “Derechos de la 
Madre Tierra”; frente a ello el periodista Steven Edwards de Postmedia señaló:

“La insólita propuesta se basa en la ley aprobada a fines de 2010 por el Parlamento boliviano 
y promulgada en enero pasado por el Presidente Evo Morales que –según el periodista Steven 
Edwards de Postmedia– concede los mismos derechos de las personas “a los insectos, árboles y 
todas las cosas de la naturaleza en el país sudamericano. Edwards explica que “la propuesta 
boliviana busca que la onu reconozca a la Tierra como una entidad viva que los seres humanos 
han tratado de ‘dominar y explotar’, hasta el punto que el ‘bienestar y la existencia de muchos 
seres se ve ahora amenazada”. 68

La Ley Nº 07169 tiene por objeto reconocer los derechos de la Madre Tierra, 
y establece que el Estado y la sociedad deben garantizar el respeto de estos dere-
chos. Dentro de los principios establecidos en el artículo 2 numeral 4 se ratifica 
esta obligación: 

67	 Artículo 3. (madre tierra). La Madre Tierra es el sistema viviente dinámico conformado 
por la comunidad indivisible de todos los sistemas de vida y los seres vivos, interrelacionados, 
interdependientes y complementarios, que comparten un destino común.

	 La Madre Tierra es considerada sagrada, desde las cosmovisiones de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos. Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, “ Ley de 
Derechos de la Madre Tierra”, Ley Nº 071, s. f.

68	 aci, “onu podría conceder derechos humanos a la ‘Madre Tierra’”, https://www.aciprensa.
com/, 14 de abril de 2011, https://www.aciprensa.com/noticias/onu-podrsa-conceder-derechos-
humanos-a-la-madre-tierra/

69	 Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, “Ley de Derechos de la Madre Tierra”, Ley 
No 071, s. f.
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“Respeto y defensa de los Derechos de la Madre Tierra. El Estado y cualquier persona individual 
o colectiva respetan, protegen y garantizan los derechos de la Madre Tierra para el Vivir 
Bien de las generaciones actuales y las futuras”. (Artículo 2 numeral 4)

Por lo que se establece que esta ley, no solo es una declaración de valores; 
se constituye en una norma parte del ordenamiento jurídico y exigible ante las 
instancias correspondientes. 

El artículo 5 de la misma ley, nos explica el “carácter jurídico de la Madre Tierra”, 
en referencia a la tutela y protección de sus derechos y ante la imposibilidad real 
de que la Madre Tierra, pueda activar alguno de los mecanismos de protección 
o defensa, 

“Para efectos de la protección y tutela de sus derechos, la Madre Tierra adopta el carácter 
de sujeto colectivo de interés público. La Madre Tierra y todos sus componentes incluyendo 
las comunidades humanas son titulares de todos los derechos inherentes reconocidos en esta 
Ley. La aplicación de los derechos de la Madre Tierra tomará en cuenta las especificidades y 
particularidades de sus diversos componentes. Los derechos establecidos en la presente Ley, no 
limitan la existencia de otros derechos de la Madre Tierra”. (Artículo 5)

Este artículo señala que estos derechos son de interés público, lo que implica 
que el Estado a través del Ministerio Público tiene la obligación de activar los 
mecanismos necesarios para defender estos derechos; en concordancia Ossorio 
define como misión del “fiscal”, el custodiar el interés público: 

“Aunque sea abogado por letrado en Derecho, su función veladora del interés público hace 
que se lo conozca más por la abreviación de fiscal (v.) o como ministro fiscal o público”.70

La normativa específica también respalda esta premisa; la “Ley Orgánica del 
Ministerio Público”, señala71

“Tiene por finalidad defender la legalidad y los intereses generales de la sociedad, ejercer 
la acción penal pública e interponer otras acciones; en el marco establecido por la Constitución 
Política del Estado, los Tratados y Convenios Internacionales en materia de Derechos Humanos, 
y las leyes. Tiene autonomía funcional, administrativa y financiera”. (Artículo 5)

Además que la Ley No 071, establece que todos somos titulares de estos 
derechos en forma colectiva, y ejercemos los derechos de forma compatible con 
nuestros derechos individuales y colectivos.

70	 Ossorio, Diccionario de ciencias jurídicas políticas y sociales.
71	 Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, Ley Orgánica del Ministerio Público, Ley 

No 260d. C.
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En este sentido, la ley en su artículo 7, determina los “derechos de la Madre 
Tierra” en el parágrafo I, numeral 2 señala, la Madre Tierra tiene derecho:

“A la diversidad de la vida: Es el derecho a la preservación de la diferenciación y la variedad de 
los seres que componen la Madre Tierra, sin ser alterados genéticamente ni modificados 
en su estructura de manera artificial, de tal forma que se amenace su existencia, 
funcionamiento y potencial futuro”. (Artículo 7, parágrafo I, numeral 2)

Esta disposición establece que la Madre Tierra tiene derecho a la “diversidad 
de la vida” y este derecho de forma expresa señala; que los seres que componen la 
Madre Tierra no deben ser alterados genéticamente ni modificados en su estructura 
de manera artificial. Al final, de esta disposición se establece una circunstancia y con-
secuencia “de tal forma que se amenace su existencia, funcionamiento y potencial futuro”.

Un riesgo potencial emergente de la “alteración genética de un organismo”, 
es que cuando estos son liberados en un centro de origen y diversidad; no se 
puede evitar la contaminación a las plantas emparentadas, poniendo en riesgo la 
diversidad y existencia de los cultivos “no alterados”. 

“Está demostrado que los cultivos de maíz, papas, tomate, yuca, fréjol, algodón, girasol, colza 
y muchos otros pueden hibridarse (intercambiar material genético) con plantas silvestres que 
crecen en sus centros de diversidad. El solo hecho de pretender introducir cultivos transgénicos 
en centros de origen y de diversidad de estas especies, que son fundamentales en la alimentación 
y agricultura mundial, debería ser un argumento contundente para rechazarlo”.72

En este sentido, según esta misma norma, el artículo 9, determina que las 
personas naturales y jurídicas, públicas o privadas; tenemos el deber de “defender 
y respetar los derechos de la Madre Tierra” y “denunciar todo acto que atente contra los 
derechos de la Madre Tierra, sus sistemas de vida y/o sus componentes”.

3. Ley de la revolución productiva comunitaria agropecuaria 

El 26 de junio de 2011, se promulga la Ley Nº 144, “Ley de la Revolución Produc-
tiva Comunitaria Agropecuaria”, que norma el proceso de la revolución produc-
tiva comunitaria agropecuaria, con el objetivo y finalidad de lograr “Soberanía 
Alimentaria” (Artículo 2,3)

72	 Vélez, germán y Montoro, Ymelda, Red por una América Latina libre de transgénicos, Boletín 
Nº 281, Los centros de origen y de diversidad de los cultivos que sustentan la agricultura y 
la alimentación, deben ser regiones libres de transgénicos. Citado, Elizabeth Bravo, Soledad 
Vogliano, y Maria Rosa Yumbla, 100 razones para declarar al Ecuador libre de transgénicos (Acción 
Ecológica, 2009), 95.
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En concordancia con la Constitución; la “Soberanía Alimentaria”, se constitu-
ye en un elemento rector de la revolución productiva agropecuaria, estableciéndose 
como objetivo fundamental. (Artículo 5, numeral 1)

Se establece que las políticas públicas, mecanismos técnicos, tecnológicos y 
financieros, de todas las etapas de la actividad agropecuaria (producción, trans-
formación y comercialización de productos) y de todos los actores de la economía 
plural; deben priorizar la producción orgánica; en armonía y equilibrio con las 
bondades de la Madre Tierra. (Artículo 2). La fao define a la agricultura orgánica 
como:

“La agricultura orgánica es un sistema de producción que trata de utilizar al máximo los 
recursos de la finca, dándole énfasis a la fertilidad del suelo y la actividad biológica y al mismo 
tiempo, a minimizar el uso de los recursos no renovables y no utilizar fertilizantes y plaguicidas 
sintéticos para proteger el medio ambiente y la salud humana. La agricultura orgánica 
involucra mucho más que no usar agroquímicos. En Centroamérica se está produciendo una 
gran variedad de productos agrícolas orgánicos para exportación”.73

Por lo tanto esta Ley prioriza la “producción orgánica”; en este entendido 
es comprensible que la “producción transgénica o de productos transgénicos” se en-
cuentre en abierta contradicción con la “producción orgánica”, en razón que como 
se había mencionado, los productos transgénicos que actualmente se encuentran 
en el mercado, tienen como única característica, la resistencia a un determinado 
plaguicida; es decir se modificó una determinada especie con el único fin de ser 
resistente a un herbicida determinado; ejemplo la soya RR (Roundup Ready) es 
resistente al glifosato. 

Pero como se había mencionado, la producción transgénica se basa en el 
paquete tecnológico que contempla el herbicida (glifosato) y los fertilizantes. 
En conclusión, a diferencia de la “producción orgánica” que trata de aplicar 
métodos naturales y la relación biológica, para reducir el impacto al medio 
ambiente; la “producción transgénica” se asienta en el uso de semillas modifi-
cadas genéticamente, fertilizantes y plaguicidas sintéticos del alto impacto en 
el medio ambiente. 

El artículo 13, define la “política de fortalecimiento de la base productiva”, y esta-
blece que esta política tendrá como objetivo fortalecer de manera integral la base 
productiva pero desde una visión responsable con el medio ambiente, sobre todo 
con la recuperación de los suelos y del uso racional del agua desde una visión de 
protección del “agua para la vida”:

73	 fao, “¿Qué es la agricultura orgánica?”, www.fao.org, http://www.fao.org/docrep/007/ad818s/
ad818s03.htm.
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“Tendrá como objeto fortalecer de manera integral la base productiva con énfasis en las 
prácticas locales y ancestrales de las comunidades para una gestión integral que optimice el 
uso y acceso al agua para riego desde una visión de manejo de cuencas que proteja el agua 
para la vida, la recuperación de la fertilidad del suelo mediante la reposición de cobertura 
vegetal, abonos orgánicos, terrazas y la conservación e incremento de la biodiversidad a través 
de la recuperación y crianza de semillas nativas y producción de semillas mejoradas y otras 
acciones que protejan la biodiversidad contra la biopiratería y la tendencia al monopolio 
de las transnacionales de semillas”. (Artículo 13)

Esta disposición, se refiere al incremento de la biodiversidad y señala tres 
mecanismos: 

–	 Recuperación semillas 
–	 Crianza de semillas nativas 
–	 Producción de semillas mejoradas 

También establece que es posible la existencia de otras acciones siempre que 
se enfoquen en proteger la biodiversidad y se encuentren en contra de dos peligros 
identificados de forma textual en el artículo:

a)	 La biopiratería; para establecer una definición de este delito acudiremos al 
concepto desarrollado por el Grupo Semilla:

“Apropiación de los recursos genéticos y conocimientos asociados a ellos, con fines de extracción, 
control monopólico y la apropiación mediante la propiedad intelectual, por parte de personas, 
trasnacionales o instituciones públicas y privadas de investigación. Esta actividad se realiza 
sin la autorización, la protección, el control del país de origen y también sin el consentimiento 
informado previo y la participación de los beneficios con las comunidades indígenas y locales 
de donde estos recursos y conocimientos son originarios”.74

	 Básicamente la biopiratería se refiere a la apropiación de la diversidad bioló-
gica existente en un país; esta acción se consolida con la patente de especies 
o conocimientos asociados de un determinado territorio; y que son parte del 
patrimonio colectivo de un pueblo, y por esta acción de forma irregular pasa 
a ser propiedad privada de un institución, organización o transnacional.

b)	 La tendencia al monopolio de las transnacionales de semillas, este peligro 
se refleja en la naturaleza de la producción y comercialización de transgéni-
cos, debido a que este es controlado por un conjunto de transnacionales, que 
intervienen todo el mercado.

74	 Grupo Semillas, Biopiratería: una amenaza a los territorios colectivos de Colombia. Estrategias y 
acciones desde la sociedad para enfrentarla (Grupo Semillas, Bogotá (Colombia), 2008), 20.
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Dentro de la “política de fortalecimiento de la base productiva”, contempladas 
en el artículo el artículo 13, se encuentran las referidas al “suelo”, en el numeral 
1, señala:

“Suelo. La gestión integral del suelo tendrá por objeto la recuperación de la cobertura vegetal 
del suelo en base a especies nativas e introducidas adaptadas, la disminución de la presión o 
carga animal mejorando la pradera nativa y el uso de especies forrajeras, el empleo de abonos 
orgánicos mediante el reciclaje de residuos orgánicos, sustitución y eliminación gradual 
de agroquímicos, prácticas ancestrales de conservación de suelos, terraceo, andenería, cercos, 
rotación de tierras, el mantenimiento de bosques y la biodiversidad, el aprovechamiento racional 
de los recursos forestales no maderables, agroforestería, fortalecimiento de la organización 
y gestión comunal para el uso de suelos en función de su vocación natural o aptitud de uso”. 
(Artículo 13 numeral 1)

Esta política hace referencia al empleo de abonos orgánicos y la sustitución y 
eliminación gradual de agroquímicos. Dentro de los agroquímicos se encuentran 
los fertilizantes, reguladores de crecimiento; herbicidas, insecticidas, pesticidas 
como el glifosato; estos elementos también son parte del “paquete tecnológico de 
los transgénicos”. Lo que representa que la “eliminación gradual de los agroquí-
micos”, por defecto implicaría la eliminación de los organismos genéticamente 
modificados, de la producción.

Dentro de estas políticas se encuentra las referidas a los “Recursos Genéticos” 
(Artículo 13 numeral 4 inciso b) y señala que:

“El Estado facilitará el acceso a recursos genéticos con fines productivos y de investigación 
para consolidar la seguridad y soberanía alimentaria del país, siempre y cuando su uso se 
enmarque en las políticas de protección y defensa de los recursos genéticos del país”. (Artículo 
13 numeral 4 inciso b)

Pareciera que esta disposición abriera las puertas a la investigación de 
transgénicos, pero en la misma disposición se establece límites a esta investi-
gación:

–	 Primero, esta investigación no puede enfocarse en organismos genética-
mente modificados, debido a que la finalidad de la investigación es con-
solidar la “seguridad y soberanía alimentaria” y en conocimiento del único 
desarrollo constitucional de este concepto, (artículo 255, parágrafo ii, 
numeral 8), la producción de organismos genéticamente modificados está 
prohibida.

–	 Segundo, se establece que esta investigación se enmarque en las políticas de 
protección y defensa de los recursos genéticos. En el texto constitucional en 
referencia a los recursos genéticos, se establece:
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“El Estado protegerá todos los recursos genéticos y microorganismos que se encuentren en los 
ecosistemas del territorio, así como los conocimientos asociados con su uso y aprovechamiento. 
Para su protección se establecerá un sistema de registro que salvaguarde su existencia, así como 
la propiedad intelectual en favor del Estado o de los sujetos sociales locales que la 
reclamen. Para todos aquellos recursos no registrados, el Estado establecerá los procedimientos 
para su protección mediante la ley”. (Artículo 381. Parágrafo ii cpe)

	 Esta disposición busca proteger el patrimonio genético de la biopiratería. Las 
empresas que desarrollan la investigación en transgénicos, buscan registrar 
la propiedad intelectual de los “recursos genéticos” como propia, obtenien-
do así por medio de la patente el monopolio sobre estos organismos, según 
estas empresas, solo así se justifica la enorme inversión que se realiza en la 
investigación. Pero la Constitución no permite la apropiación de los recursos 
genéticos; debido a que la propiedad intelectual de los recursos genéticos 
y microorganismos, como medio de protección corresponde al Estado o a 
los pueblos originarios, en respeto a su conocimiento ancestral sobre estas 
especies, (sujetos sociales locales que la reclamen).

Después del análisis de las disposiciones conexas en esta normativa y en el 
texto constitucional se concluye que la investigación de los recursos genéticos, a 
la que se refiere la política contemplada en el artículo 13, numeral 4 inciso b, de 
la ley No 144, no se refiere a la investigación de transgénicos.

El artículo 15, numeral 2, que contiene la “política de protección de recursos 
genéticos naturales” y establece que:

“No se introducirán en el país paquetes tecnológicos agrícolas que involucren semillas 
genéticamente modificadas de especies de las que Bolivia es centro de origen o diversidad, 
ni aquellos que atenten contra el patrimonio genético, la biodiversidad, la salud de los sistemas 
de vida y la salud humana”. (Artículo 15, numeral 2)

Esta disposición establece cuatro restricciones a la introducción en el país de 
paquetes tecnológicos agrícolas que involucren semillas genéticamente modificadas:

a)	 No se puede introducir paquetes tecnológicos agrícolas de especies de las 
que Bolivia es centro de origen75 o diversidad

b)	 No se puede introducir paquetes tecnológicos agrícolas que atenten contra 
el patrimonio genético

75	 (…) el “centro de origen de plantas cultivadas” es una zona geográfica en donde se encuentra 
el máximo de diversidad del cultivo y coexisten o coexistieron sus parientes silvestres. Elena 
Alvarez-Buylla y Alma Piñeyro-Nelson, “El maíz en peligro ante los transgénicos”, unam-
uccs. México, 2013, 26.
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c)	 No se puede introducir paquetes tecnológicos agrícolas que atenten contra 
la biodiversidad

d)	 No se puede introducir paquetes tecnológicos agrícolas que atenten contra, 
la salud de los sistemas de vida y la salud humana.

La primera restricción está definida y determinada (Bolivia es centro de 
origen o diversidad de especies especificas), pero en referencia a los tres puntos 
siguientes al no existir “certeza científica absoluta” de que los transgénicos no afec-
tan el patrimonio genético, la biodiversidad, la salud y ante el riesgo de una daño 
irreparable; se debe aplicar el “principio de precaución” y no permitir la introducción 
de los transgénicos de los cuales no se tiene certeza. 

El artículo 19, regula la “política de intercambio y comercialización”, y establece 
que con la finalidad de lograr la soberanía alimentaria, se establecen que:

“Se establecerán disposiciones para el control de la producción, importación y comercialización 
de productos genéticamente modificados”. (Artículo 19, parágrafo ii numeral 5)

Esta disposición lejos de establecer la apertura de los transgénicos, determina 
que la producción, importación y comercialización de productos genéticamente 
modificados, debe ser controlada.

 Y esto responde al hecho de que existe producción transgénica (soya trans-
génica) en nuestro país mucho antes de la Constitución, pero a partir de su 
vigencia se determina su prohibición en estas actividades, por lo tanto se deben 
tomar medidas para controlar esta producción y evitar su expansión; además de 
establecer mecanismos de identificación de esta producción. 

4. Ley marco de la Madre Tierra y desarrollo integral para vivir bien

El 15 de octubre de 2012, el gobierno boliviano promulga la Ley Nº 300 deno-
minada “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien”; esta 
ley fue criticada debido a una excesiva redacción declarativa de valores; pero es 
innegable su importancia en el Ordenamiento jurídico en razón de ser una “Ley 
marco”. 

Esta ley tiene por objeto “establecer la visión y los fundamentos del desarrollo 
integral en armonía y equilibrio con la Madre Tierra para Vivir Bien”, como una 
disposición rectora para la planificación, gestión pública e inversiones; con dos 
enfoques: 

a)	 Garantizar la continuidad de la capacidad de regeneración de los componentes 
y sistemas de vida de la Madre Tierra 
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b)	 Recuperar y fortalecer los saberes locales y conocimientos ancestrales 

El alcance y aplicación de esta norma son determinados en el artículo 2 y 
señala que todos los niveles de gobierno del Estado son alcanzados por esta norma 
y en referencia a su aplicación determina que:

“Se constituye en Ley Marco y de preferente aplicación para el desarrollo de leyes específicas, 
políticas, normas, estrategias, planes, programas y proyectos”. (Artículo 2)

La aplicación establece dos elementos sumamente importantes en referencia 
a su aplicación:

a)	 Se constituye en una “Ley Marco”; “Las leyes marco, son normas legislativas que 
regulan principios y directrices sobre determinadas materias preestablecidas y definidas 
por la Constitución”76 Al ser una “ley marco” tiene una importancia transcendental 
porque establece los principios rectores que deben observarse por otras leyes. 
Un ejemplo de la transcendencia de una “ley marco” dentro de nuestro orde-
namiento jurídico, es la “Ley Marco de Autonomías y Descentralización-Andrés 
Ibáñez”, esta es una norma de vital trascendencia para viabilizar y poner en 
vigencia el Estado con autonomías, en el sentido que establece paramentos 
para el desarrollo legislativo y estructural de las autonomías.

b)	 El otro elemento es la “aplicación preferente”, que implica que en caso de 
conflicto o controversia con otra disposición esta norma se aplica sobre las 
otras. 

Además determina que su aplicación no solo se enmarca dentro del campo 
legislativo, también es de aplicación preferente en el diseño de políticas, estrate-
gias, planes, programas y proyectos.

El fin de esta “Ley marco” es de orientar las leyes específicas, políticas, normas, 
estrategias, planes, programas y proyectos del Estado para el Vivir Bien por medio 
del desarrollo integral en armonía y equilibrio con la Madre Tierra. (Artículo 3)

El artículo 13, numeral 5, relativo al “saber alimentarse para vivir bien”, esta-
blece que entre los aspecto principales que el Estado debe observar para promover 
el “derecho a la alimentación” y a la salud con “soberanía y seguridad alimentaria” se 
encuentran las:

“Acciones para evitar la mercantilización de los recursos genéticos, la privatización del agua, 
la biopiratería y el traslado ilegal de material genético, así como la participación de monopolios 

76	 Tribunal Constitucional Plurinacional, Sentencia Constitucional Plurinacional 2055/2012 
(Tribunal Constitucional Plurinacional 2012).
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y/o oligopolios en la producción y comercialización de semillas y alimentos”. (Artículo 13, 
numeral 5)

Esta disposición no hace referencia a los transgénicos de forma expresa, pero 
establece acciones que se han atribuido a la industria de los organismos genética-
mente modificados (ogm). El Estado deben evitar las siguientes acciones: 

a)	 La mercantilización de los recursos genéticos, 
b)	 La biopiratería 
c)	 El traslado ilegal de material genético, 
d)	 Monopolios y/o oligopolios en la producción y comercialización de semillas 

y alimentos

El monopolio y oligopolio, es parte de la esencia de la industria de los ogm; 
estas formas de mercado se consolida por derecho o acciones de hecho; al esta-
blecer un control económico del mercado de semillas.

“En la actualidad, solo 10 empresas controlan el 57% del mercado mundial de semillas. Las 
principales empresas que concentran este mercado son Monsanto-eeuu, Du Pont/Pioneer-
eeuu, Syngenta-Suiza y Limagrain-francia. (etc, 2007) Estas mismas empresas controlan 
el 100% de las semillas transgénicas (Shiva, 2003) y el 44% del mercado de semillas 
comerciales. (etc, 2007) Monsanto, la empresa de semillas más grande del mundo, tiene la 
quinta parte (20%) del mercado mundial de semillas comerciales”.77

Se define como oligopolio a un sector o un mercado determinado, contro-
lado por un grupo pequeño de proveedores; este grupo pequeño determina las 
condiciones para el consumidor, Ossorio define un Monopolio como: 

“Régimen económico derivado de preceptos legales o de circunstancias de hecho, mediante el 
cual una o varias ramas de la producción se sustraen de la libre competencia, para quedar 
en manos de una empresa o de un grupo de empresas que se hacen dueñas del mercado. El 
monopolio puede ser público, cuando se establece en beneficio del Estado, o privado, cuando se 
ejerce por particulares. Como norma general puede decirse que los monopolios privados están 
legalmente prohibidos y pueden configurar delito”.78

Sobre este punto, la Constitución Política del Estado Plurinacional, en su 
artículo 314, prohíbe estas formas de dominio del mercado: 

77	 etc, group, octubre de 2007, The World’s Top 10 Seed Companies – 2006, citado Bravo, 
Vogliano, y Yumbla, 100 razones para declarar al Ecuador libre de transgénicos. 157

78	 Ossorio, Diccionario de ciencias jurídicas políticas y sociales.
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“Se prohíbe el monopolio y el oligopolio privado, así como cualquier otra forma de asociación o 
acuerdo de personas naturales o jurídicas privadas, bolivianas o extranjeras, que pretendan el 
control y la exclusividad en la producción y comercialización de bienes y servicios”. (Artículo 
314)

La Ley Nº 300 de forma específica se refiere a los transgénicos, en su artículo 
24, relativo a las “agricultura, pesca y ganadería”, estableciendo que las bases para 
estas actividades son: 

“Desarrollar acciones de protección del patrimonio genético de la agrobiodiversidad, 
prohibiendo la introducción, producción, uso, liberación al medio y comercialización de semillas 
genéticamente modificadas en el territorio del Estado Plurinacional de Bolivia, de las que 
Bolivia es centro de origen o diversidad y de aquellas que atenten contra el patrimonio genético, 
la biodiversidad, la salud de los sistemas de vida y la salud humana”. (Artículo 24, numeral 7)

Esta disposición decreta que se debe desarrollar acciones de protección del 
“patrimonio genético de la agrobiodiversidad”, e identifica como principal peligro a los 
transgénicos por lo que determina como única acción; “prohibir” en el territorio 
nacional, todas las actividades que desarrollan esta industria.

Por lo que la introducción, la producción, el uso, la liberación al medio y la 
comercialización de las semillas genéticamente modificadas,79 están prohibidas, 
con las siguientes limitaciones:

a)	 Están prohibidas las semillas genéticamente modificadas de las especies que 
Bolivia es centro de origen o diversidad 

b)	 Están prohibidas las semillas genéticamente modificadas que atenten contra 
el patrimonio genético

c)	 Están prohibidas las semillas genéticamente modificadas que atenten contra 
la biodiversidad

d)	 Están prohibidas las semillas genéticamente modificadas que atenten a la 
salud de los sistemas de vida y la salud humana

Un elemento muy importante de esta ley, es que hasta ahora todas las leyes 
y disposiciones en referencia a los transgénicos regulan la situación presente y 
futura. Pero el numeral 8, del artículo 24, establece una disposición para los cul-
tivos transgénicos que fueron aprobados con anterioridad: 

“Desarrollar acciones que promuevan la eliminación gradual de cultivos de organismos 
genéticamente modificados autorizados en el país a ser determinada en norma específica”. 
(Artículo 24, numeral 8)

79	 Si bien, esta ley establece como restricciones a las semillas genéticamente modificadas, las 
mismas de la Ley No 144, complementa las actividades prohibidas.
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Esta disposición tiene dos partes; en la primera establece la eliminación gra-
dual de los cultivos genéticamente modificados, en los hechos esta disposición 
afectaría a la “soya transgénica”; la segunda parte, deriva su aplicación a la promul-
gación de una norma específica. La importancia de esta disposición radica en el 
inicio de un proceso de purificación o descontaminación, necesario para cumplir 
con los fines y objetivos que como país nos determinamos en la Constitución; 
lograr la Seguridad y soberanía alimentaria. 

5.	Ley Nº 622, “De Alimentación Escolar en el ámbito de la Soberanía
	 Alimentaria y la Economía Plural”

El 29 de diciembre del 2014, se promulga la Ley Nº 622 “De alimentación Escolar 
en el ámbito de la Soberanía Alimentaria y la Economía Plural”. Esta ley define a 
la “Alimentación Complementaria Escolar”, como la alimentación sana, nutritiva 
y culturalmente apropiada, provista de forma regular y permanentemente, que 
complementa la alimentación del hogar contribuyendo a la mejora de la nutrición 
y el rendimiento escolar. La misma ley establece que los alimentos que se compran 
deben ser sanos, nutritivos y diversos.

En el artículo 7, parágrafo quinto, se establece que para la contratación de 
alimentos:

“Queda prohibida la contratación de alimentos genéticamente modificados (transgénicos) para 
la Alimentación Complementaria Escolar”. (Artículo 7, parágrafo v)

Este caso puntual el Estado se convierte en un “consumidor” de los alimentos 
para “Alimentación Complementaria Escolar” y como consumidor elige libremente 
no comprar productos transgénicos.

Conclusión 

La normativa referente a los Organismos Genéticamente Modificados (ogm), 
se encuentra dispersa, y contenida en artículos específicos y conexos; las disposi-
ciones específicas determinan de forma expresa prohibiciones a los transgénicos 
en función de proteger las especies del cual nuestro país es centro de origen y 
diversidad, y evitar daños irreparables en el patrimonio genético, la biodiversidad 
y la salud de los sistemas de vida y la salud humana.

Las disposiciones conexas no establecen disposiciones expresas en relación a 
los transgénicos, pero establecen normas que rechazan aspectos emergentes de la 
producción de transgénicos, como el uso de agrotóxicos, los paquetes tecnológi-
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cos, la mercantilización de los recursos genéticos, la biopiratería y el monopolio 
en la producción y comercialización de semillas, aspectos que se encuentran en 
contradicción con la normativa vigente, por lo que haría inviable la apertura a 
los transgénicos.

En referencia al artículo 409 del texto constitucional, como una norma 
programática que deriva el tema de transgénicos a una normativa posterior a 
la Constitución; después del análisis de las normas sucesivas se concluye que la 
regulación establece una prohibición expresa en la Ley No 144 y la Ley No 300; 
además que la “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien” 
se establece un proceso de eliminación gradual de los cultivos autorizados en el 
país. Lo que implica que a partir de la interpretación constitucional y el análisis 
las normas sucesivas, Bolivia es un país con un marco legal cerrado a transgénicos. 





[79]

El efecto de los organismos genéticamente modificados en la salud humana, la 
biodiversidad y sobre el medio ambiente en su conjunto, se constituye en uno 
de los problemas potenciales que ponen en riesgo la integridad de las personas.

Pero a diferencia de cuestiones que perturban el “derecho a la integridad”, 
como la clonación y la eutanasia que son problemas de orden individual, por-
que se concretan en casos y personas específicas, pero son problemas de interés 
colectivo, porque es un tema determinante y de tuición de toda la sociedad; los 
transgénicos son problemas de orden social, porque sus efectos se concretan en 
toda la población, y de interés colectivo, porque este tema es de decisión e interés 
de toda la sociedad; por lo mismo existe una íntima relación con el “derecho a la 
integridad personal” y el “principio de precaución”. 

1. El derecho a integridad personal

El “derecho a la vida”, por su importancia metajurídica;80 concentra de forma 
medular los derechos de la persona, determinando y condicionando la existencia 
y ejercicio de los demás derechos, como el de la alimentación, al acceso al agua, 
trabajo, salud, y vivienda. Dentro de los derechos vinculados con el derecho a 
la vida, la “integridad personal”, es uno de los derechos de mayor importancia 
y pese a establecer una relación de causalidad, la “integridad personal” ha sido 

80	 Importancia metajurídica significa que trasciende lo estrictamente jurídico; lo que implica 
que su análisis no se limita a las formas y medios convencionales; debido a que su importancia 
está por encima de las reglas existentes.

capítulo cuarto

El derecho a la integridad y el principio
de precaución
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objeto de un amplio desarrollo independiente en la doctrina, jurisprudencia 
y legislación.

“Los derechos a la vida y a la integridad personal se hallan directa e inmediatamente vinculados 
con la atención a la salud humana. En este sentido, el artículo 10 del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales establece que toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el 
disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social, e indica que la salud es un bien 
público. Así, esta Corte ha establecido que el Estado tiene el deber, como garante de la salud 
de las personas bajo su custodia, de proporcionar a los detenidos revisión médica regular y 
atención y tratamiento médicos adecuados cuando así se requiera”.81

La “integridad”, se define como aquello que se encuentra en su totalidad, que 
no ha sido tocado, alcanzado o corrompido; entonces la integridad personal se 
refiere a conservar sus condiciones físicas, psíquicas y morales sin sufrir ningún 
tipo de deterioro o disminución.

El “derecho a la integridad física” es una extensión del “derecho a la vida”; y am-
bos se encuentran enlazados por el bien jurídico u objeto que ambos protegen, la 
“vida”. Pero la diferencia entre ambos derechos, se encuentra en el alcance de su 
relación con el bien protegido, como lo señala María Isabel Afanador:

“No obstante, es necesario precisar que el bien de la personalidad protegido a través del derecho 
a la integridad, es la vida humana, pero no considerada en su totalidad, como derecho a la 
existencia, sino considerada parcialmente como derecho a no sufrir menoscabo en alguna de 
sus dimensiones fundamentales, bien sea corporal, bien sea psíquica, bien sea moral. Esta 
característica, entre otras, es la que permite distinguir el derecho a la integridad personal del 
derecho a la vida en sentido estricto”.82

En el entendido que el soporte vital, contempla lo físico o biológico; cualquier 
atentado o agravio a la integridad física, por defecto constituyen un atentando 
en contra de la vida. 

Pero la integridad personal, contempla además del aspecto físico, también lo 
psíquico o mental y lo moral. Si bien muchos autores articulan lo psíquico y lo físico 
dentro de la “integridad física” y la integridad moral la relacionan al “derecho a la 

81	 Corte idh. Caso Vera Vera y otra vs. Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia de 19 de mayo de 2011. Serie C No. 226.

82	 María Isabel Afanador, “El derecho a la integridad personal-Elementos para su análisis”, 
Convergencia Revista de Ciencias Sociales, n.o 30 (2002): 147.
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dignidad humana”; en su conjunto son derechos personalísimos,83 fundamentales,84 
absolutos85 y de protección y aplicación preferente.86

José Miguel Guzmán, define; “El derecho a la integridad personal es aquel derecho 
humano fundamental que tiene su origen en el respeto a la vida y sano desarrollo de ésta. 
El ser humano por el hecho de ser tal tiene derecho a mantener y conservar su integridad 
física, psíquica y moral. La integridad física implica la preservación y cuidado de todas 
las partes del cuerpo, lo que conlleva al estado de salud de las personas. La integridad 
psíquica es la conservación de todas las habilidades motrices, emocionales, psicológicas e 
intelectuales. La integridad moral hace referencia al derecho de cada ser humano a 
desarrollar su vida de acuerdo a sus convicciones”.87 

El derecho a la integridad personal puede definirse como el derecho que 
cada persona tiene a mantener en plenitud su estado de salud y conservar intacto 
su cuerpo, además de las facultades psíquicas e intelectuales y que se garantice 
su dignidad humana. 

Este derecho protege a la persona frente a cualquier atentado a la integridad 
física, psíquica y moral, pero también preserva el derecho de las personas a otorgar 
su consentimiento, como requisito necesario frente a tratamientos o acciones que 
afecten su integridad.

Entre las acciones que dañan la integridad física, se encuentran la tortura, la 
desaparición forzada, los tratos y penas crueles inhumanos o degradantes, esteri-
lización forzada y la experimentación sin consentimiento. 

“El derecho a la integridad comprende los derechos a conservar todas las partes del cuerpo, a 
no ser torturado ni recibir tratos inhumanos, a que no se le apliquen técnicas que afecten la 
autonomía de la mente –como el lavado de cerebro o la hipnosis–, a no ser sometido, sin su 

83	 Derecho personalísimo; “El que está tan consubstanciado con el titular que no es transmisible, 
por inherente a la persona. Se citan el de la integridad física, la honra o débito conyugal”. 
Manuel Ossorio, Diccionario de ciencias jurídicas políticas y sociales (Ed. Heliasta, 2004).

84	 Son aquellos derechos indispensables para garantizar a todo ser humano la posibilidad del 
desarrollo integral de su vida. Son esencialmente derechos inseparables de las personas frente 
al Estado, y por su importancia se establece su función fundamentadora y limitadora dentro 
del orden jurídico por ello su importancia esencial en nuestro sistemas legales.

85	 El Derecho Absoluto, es superior y anterior a todo pacto constitucional, por lo que no es 
otorgado o creado por el Estado, sino simplemente reconocido por este. Son titulares de estos 
derechos todas las personas sin distinción, por lo que su aplicación es universal y beneficia a 
todos por igual. En esta lógica estos derechos son oponibles y deben ser respetados y garan-
tizados por toda la población y el Estado.

86	 En general la aplicación preferente se refiere a que en conflicto entre un derecho fundamental 
y una disposición legal, se debe solucionar el conflicto priorizando la protección de los dere-
chos humanos. Cuando en casos específicos, exista conflicto entre dos distintos derechos, se 
debe resguardar de forma preferente los derechos fundamentales, ponderando el bien jurídico 
protegido, precautelando siempre el derecho a la vida e integridad física. 

87	 José Miguel Guzmán, “ El derecho a la integridad personal”, 2008.
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libre consentimiento, a experimentos médicos o científicos, a que se respeten sus convicciones, 
su honor, etc…”.88

2. Legislación y el derecho a la integridad física 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos; presenta a la “Integridad 
Personal” como uno de los avances de este cuerpo legal, en razón de la identifica-
ción, como un derecho emancipado al “derecho a la vida”. En su artículo 5, bajo 
el nome juris (nombre legal) se lo denomina “Derecho a la Integridad Personal”, en 
su numeral primero, reconoce la universalidad del derecho, pero además con-
templa la visión integral de la persona, es decir la integridad física , psíquica y 
moral; posteriormente la disposición se ocupa en la regulación de amenazas a este 
derecho; como la prohibición de torturas e imposición de penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes, y se concentra en disposiciones para las personas pro-
cesadas o condenadas.

 
“Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral”.
(Artículo 5-Derecho a la Integridad Personal)

La Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia establece en 
el artículo 35, párrafo i; el deber del Estado de proteger el “derecho a la salud”, y 
este es otro ejemplo de cómo los derechos emergentes del “derecho a la vida”, se 
interrelacionan, debido a que la integridad física implica la preservación y cuidado 
del estado de salud de las personas.

De forma concreta, el derecho a la integridad personal encuentra en el artículo 
15, párrafo i, del texto constitucional, y señala: 

“Toda persona tiene derecho a la vida y a la integridad física, psicológica y sexual. Nadie será 
torturado, ni sufrirá tratos crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. No existe la pena 
de muerte”. (Artículo 15, párrafo i)

Reiterando la posición de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, la constitución identifica que la titularidad tanto del “derecho a la vida” 
como a la “integridad personal” corresponde a todas las personas sin distinción y 
establece la protección a los tres aspectos del soporte vital. 

88	 Juan Carlos Tealdi, “Diccionario latinoamericano de bioética”, Unesco, Red Latinoamericana 
de Bioética, 2008, 343.
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3. Efectos de los ogM en la integridad personal

Después de haber establecido el concepto del “derecho a la integridad personal” y 
su relación con el “derecho a la vida”, identificamos la aplicación de este derecho, 
en relación a los organismos genéticamente modificados. Para ello nos avocare-
mos a analizar las amenazas identificadas más relevantes, del conjunto que se ha 
relacionado a los transgénicos.

3.1. Resistencia a los antimicrobianos 

Una de las potenciales amenazas de los omg a la salud, es la posibilidad desarro-
llar la “resistencia a antibióticos”,89 por medio de transferencia horizontal de genes, 
debido a que el proceso de obtención de una especie transgénica emplea el uso 
de Genes Marcadores de Resistencia a Antibióticos (gmra), lo que generaría el 
riesgo de transferencia de esta resistencia a bacterias patógenas y al consumidor, 
por lo que se teme que algunos medicamentos se vuelvan ineficaces y las infec-
ciones incrementen su riesgo.

Sobre este riesgo, una de las principales empresas que se dedican a la inves-
tigación, producción y comercialización de ogm, Monsanto señala: 

“Preocupación.- La principal preocupación relacionada con la presencia de los gmra en las 
plantas GM se puede expresar de la siguiente manera: los gmra (utilizados para la detección 
fácil de las células –vegetales– transformadas y que se encuentran presentes en la planta gm 
final) pueden ser transferidos a las bacterias de los consumidores, lo cual posteriormente puede 
interferir con la terapia antimicrobiana, conduciendo así a una reducción en las opciones de 
tratamiento para el control de las enfermedades infecciosas. Aunque la transferencia de un 
gen intacto y funcional no se ha demostrado, esto podría ocurrir teóricamente ya sea en 
los campos donde se cultivan las plantas gm o en el tracto intestinal cuando las porciones de la 
planta gm se consumen como alimentos o piensos. Conclusión.-El riesgo para la salud humana 
y el medio ambiente asociados con la comercialización de plantas modificadas genéticamente 
que contiene gmra es insignificante”.90

La Organización Mundial de la Salud (oms), señala que la “Resistencia a los 
antimicrobianos (ram)”, representa una amenaza cada vez mayor para la salud 
pública mundial. 

89	 “La resistencia a los antimicrobianos (ram) se produce cuando los microorganismos (bac-
terias, hongos, virus y parásitos) sufren cambios al verse expuestos a los antimicrobianos 
(antibióticos, antifúngicos, antivíricos, antipalúdicos o antihelmínticos, por ejemplo). Como 
resultado, los medicamentos se vuelven ineficaces y las infecciones persisten en el organismo, 
lo que incrementa el riesgo de propagación a otras personas”. Organización Mundial de la 
Salud (oms), “ Resistencia a los antimicrobianos”, www.who.int, (s. f.), http://www.who.int/
mediacentre/factsheets/fs194/es/.

90	 Ibid.
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“Están apareciendo nuevos mecanismos de resistencia que se propagan a nivel mundial y 
ponen en peligro nuestra capacidad para tratar enfermedades infecciosas comunes, con el 
consiguiente aumento de la discapacidad y las muertes, y la prolongación de la enfermedad”.91

Bajo este ejemplo identificamos que la “Resistencia a los antimicrobianos (ram)”, 
es una amenaza real que afecta la integridad humana. El punto de controversia, es 
si esta amenaza está relacionada de forma directa a los transgénicos; existe una base 
científica en fundamento a la “transferencia horizontal de genes” que señala un nexo 
de causalidad y esta posibilidad es reconocida por los productores de transgénicos, 
pero en teoría; porque, según ellos, no se ha demostrado de forma conclusiva. 
Pero se reconoce la existencia aunque “insignificante” (según Monsanto) de un 
riesgo para la salud humana, según sus propios comunicados. 

3.2. Factor carcinógeno para los seres humanos 

Otra de las amenazas de mayor preocupación en referencia al tema de los trans-
génicos es la relación de causalidad de los ogm y el cáncer; científicos advirtieron 
que una hormona de crecimiento genético (rbgh) de Monsanto, para ser usada 
en vacas lecheras, con el fin de incrementar la producción de más leche, podría 
provocar como efecto colateral, el cáncer de mamas, próstata y colon.

“Sin embargo, los problemas y los efectos secundarios asociados al uso de la rbgh son 
numerosísimos. Son tantos sus peligros reales y potenciales que está prohibido en Canadá, la 
Unión Europea y otros países, a pesar de los esfuerzos de Monsanto por ganarse la apertura 
de esos mercados. Aun así, la rbgh se ha utilizado en otros países –principalmente en eeuu– 
durante varios años”.92

“Cuando a la vaca se le inyecta el rbgh, su presencia en la sangre estimula la producción 
de otra hormona, llamada, en inglés Insuline-like Growth Factor 1(igf-1) –Factor de 
crecimiento 1 tipo insulina–, una hormona-proteíca que producen naturalmente tanto vacas 
como humanos. El uso de rbgh incrementa los niveles de igf-1 en la leche de las vacas. Dado 
que el igf-1 es activo en los humanos –causando que las células se dividan– algunos científicos 

91	 Organización Mundial de la Salud (oms), “Resistencia a los antimicrobianos”. http://www.
who.int/mediacentre/factsheets/fs194/es/.

92	 “Potencialmente el problema más serio, de todas formas, es el incremento del riesgo de mastitis o infla-
mación de las ubres. Una vaca con mastitis produce leche con pus. Las empresas lácteas no aceptaran 
leche que tenga un número de células somáticas anormalmente alto (por ejemplo: una alta proporción 
de pus), y la mastitis puede ser, así, una clara fuente de pérdida de ingresos de los ganaderos. Muchos 
intentan atajar el problema con el uso de antibióticos, pero se sospecha que los residuos de antibióticos en 
la leche causan problemas en los humanos que la beben, y también contribuyen al desarrollo de resistencia 
a antibióticos entre las bacterias” Kastel, ma. Down on the Farm: The Real bgh Story, Wisconsin 
Farmers Union, 1995, citado por Paul Kingsnorth, “Hormonas de crecimiento bovino’”, The 
Ecologist, The, 1998.
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piensan que una ingesta de leche tratada con altos niveles de rBGH, podría dar paso a una 
división y un crecimiento incontrolados de células en los humanos, en otras palabras: cáncer”93

Posteriormente se desarrollan investigaciones sobre el efecto de las hormonas 
rbgh, y igf-1,94 y en 1996 tres estudios alertan, que las concentraciones de igf-1 
que hay en la leche de las vacas tratadas con rbgh, pueden provocar cáncer en 
las personas que ingieren esta leche.

Los ogm también son relacionados al daño hepático, deficiencia del desarrollo 
cerebral y posible causa de cáncer en el estómago.

Pero el nexo más usual entre el cáncer y los transgénicos viene del uso de 
herbicidas, y esta concepción se explica, en comprensión de dos hechos determi-
nantes en referencia a los transgénicos: 

–	 Primero, a pesar que durante el periodo de ingreso de los ogm a un país 
cerrado o semi-cerrado a los transgénicos, se promocionan a los ogm como 
como “súper alimentos”; resistentes a la sequía y que están diseñados para 
mejoran la producción; en la realidad los omg producidos y comercializados, 
tiene como característica determinante y a veces única; solo ser “resistentes a 
herbicidas”.

–	 Segundo, los ogm son diseñados para ser “resistentes a herbicidas”, pero esta 
característica responde solo a un determinado producto pesticida95 (herbici-
da); por ejemplo; la soya rr (Roundup Ready) es un ogm diseñada para ser 
resistente al herbicida Roundup96 (glifosato).97 Las empresas comercializan 

93	 Rachel’s “Environment and health weekly” N 545, 10 de agosto 1995, citado por Paul Kings-
north, “Hormonas de crecimiento bovino’”, The Ecologist, The, 1998.

94	 En 1994 se concluye que el igf-1 inducía división de células humanas, en 1995, otro estudio 
identifico que promovía el crecimiento de tumores cancerígenos, en 1996 el estudio del 
Profesor Samuel Epstein de la Universidad de Illinois, Chicago, respalda esta amenaza y ese 
mismo año dos estudio confirmaríanestos resultado; American Women y publicado en The 
Lancet en Mayo revela que la probabilidad de contraer cáncer de mama entre las mujeres 
premenopaúsicas aumenta 7 veces en aquellas que tienen niveles altos de igf-1 en su sangre. 
Hankinson se, Willett wc, Colditz ga, Hunter dj, Michaud ds, Deroo B, et al. Circulating 
concentrations of insulin-like growth factor-1 and risk of breast cancer. Lancet. 1998;351

95	 Un amplio grupo de productos químicos agrícolas que incluye herbicidas, insecticidas (para 
plagas de insectos) y fungicidas (para enfermedades de las plantas). “¿Qué sigue después de 
una prohibición del glifosato más productos químicos tóxicos y cultivos transgénicos?” http://
www.rallt.org/publicaciones/Informe%20glifosato.pdf 

96	 En 1996, Monsanto fue acusado por el Dennis C. Vacco, Fiscal General del Estado de Nueva 
York por “Publicidad falsa sobre la seguridad de los herbicidas Roundup” debido a que pre-
sentar al Roundup, como biodegradable; “a) Recuerde que el herbicida Roundup con el medio 
ambiente es biodegradable. No se acumula en el suelo para que pueda utilizar Roundup con 
confianza a lo largo de las calzadas de los clientes, aceras y cercas” (Publicidad de Monsanto)

97	 Glifosato, producto químico ingrediente activo en muchos herbicidas a base de glifosato. El 
glifosato se considera un herbicida de amplio espectro debido a su modo de acción, inhibe 
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la semilla modificada, el pesticida, los nutrientes químicos y las tecnologías 
para el proceso de siembra, a este conjunto de productos se lo denominan el 
“paquete tecnológico”.98

Por esta relación de dependencia dentro del paquete tecnológico, es que se 
relacionan los efectos cancerígenos de los pesticidas directamente a la producción, 
comercialización y consumo de los ogm. 

Frente a ello, las empresas productoras de ogm, presentan estudios y opi-
niones científicas, que señalan que el uso de pesticidas, es relativamente inocuo.

Paralelamente, diversos estudios sobre los efectos del “glifosato” lo iden-
tifican como causa de ocho tipos de cáncer; Linfoma no Hodgkin, cáncer de 
huesos, cáncer de colon, cáncer de riñón, cáncer de hígado, melanoma, cáncer 
de páncreas, cáncer de tiroides.

El 2015, la Agencia Internacional para la Investigación sobre el Cáncer (iarc), 
dependiente de la Organización Mundial de la Salud (oms), incluye a pesticidas 
dentro del grupo de cancerígenos factibles. En el “Grupo 2A” circunscribe al 
herbicida glifosato y los insecticidas diazinón y malatión.

una vía metabólica presente en toda vida vegetal, así como en algunos hongos y bacterias. 
rallt, “¿Qué sigue después de una prohibición del glifosato - más productos químicos 
tóxicos y cultivos transgénicos?”, http://www.rallt.org/publicaciones/Informe%20
glifosato.pdf

98	  Un paquete tecnológico es un conjunto de procesos y productos, que se relacionan y ac-
túan de forma dependiente e inseparable en referencia a un producto; la empresa no solo 
hace la transferencia de insumos sino también de tecnología. En el caso de transgénicos 
el paquete tecnológico contempla; Tecnologías de siembra directa; Nutrición química 
y biológica, Biocidas (herbicidas, insecticidas y fungicidas) y la Semilla genéticamente 
modificada (gm)
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Cuadro: Clasificaciones iarc en base a la evidencia científica99

para definir el factor carcinógeno100 en los seres humanos

Gr
up

o

Grupo 1 Grupo 2
Agentes carcinógenos factibles

Grupo 3 Grupo 4

Grupo 2A Grupo 2B
Carcinógeno para los seres 
humanos

Probablemente carci­
nógeno para los seres 
humanos

Posiblemente carcinó­
geno para los seres 
humanos

No clasificable co­
mo carcinógeno

Probablemente no
carcinógeno

De
fin

ic
ió

n

Existen pruebas suficientes 
de carcinogenicidad en se­
res humanos. El peligro de 
exposición a estos agentes 
o su mezclas con llevan 
manifestaciones carcinóge­
nas para el ser humano

En este grupo la evi­
dencia de asociación, 
de estos agentes con 
el  Cáncer; es limitada 
en seres humanos, 
y suficientes en ani­
males de experimen­
tación

En este grupo la evi­
dencia de asociación, 
de estos agentes con el 
Cáncer; es limitada en 
seres humanos, e in­
suficientes en animales 
de experimentación

La evidencia indica 
que no es posible 
clasificarlo como 
un agente cance­
rígeno

Existen pruebas pa­
ra demostrar que el 
agente no está aso­
ciado con el cáncer 
en seres humanos

Ev
id

en
ci

a 
de

Hu
m

an
os

Suficiente Limitada Limitada Inadecuada Ausencia de
carcinogenicidad

Ev
id

en
ci

a 
de

An
im

al
es

Suficiente Suficiente Insuficiente Inadecuada
limitada

Ausencia de
carcinogenicidad

Nú
m

er
o

Ag
en

te
s

108 57 248 512 1

*	 Cuadro de elaborado en base a datos del Instituto nacional de Salud, “ Apreciaciones al informe emitido por la IARC y su potencial 
impacto en el uso del herbicida glifosato en Colombia101

99	 Evidencia suficiente de carcinogenicidad. Se ha establecido una relación de causalidad entre 
la exposición al agente, mezcla o circunstancia de exposición y el cáncer humano. Es decir, 
se ha observado una relación positiva entre la exposición y el cáncer en estudios en los que 
puede descartarse con razonable confianza la presencia de azar, sesgo o factores de confusión. 

	 Evidencia limitada de carcinogenicidad. Se ha observado una asociación positiva entre la 
exposición al agente, mezcla o circunstancia de exposición y el cáncer, y es creíble su inter-
pretación como relación de causalidad, pero no puede descartarse con confianza razonable 
la presencia de azar, sesgo o factores de confusión.

	 Evidencia inadecuada de carcinogenicidad. Los estudios que se han realizado no tienen la 
calidad, coherencia o representatividad estadística suficientes para poder llegar a una con-
clusión sobre la presencia o ausencia de una relación de causalidad, o no se dispone de datos 
sobre el cáncer en los humanos.

	 Evidencia que sugiere ausencia de carcinogenicidad. Se dispone de estudios adecuados sobre 
un mínimo de dos especies que indican que, dentro de los límites de los ensayos utilizados, 
el agente o mezcla no es carcinógeno. La conclusión de evidencia que sugiere ausencia de 
carcinogenicidad se limita inevitablemente a las especies, localización del tumor y niveles de 
exposición que se han estudiado.

	 Glosario- Grados de evidencia de carcinogenicidad de la iarc, www.greenfacts.org
100	 Carcinógeno: Cualquier sustancia capaz de causar cáncer en los tejidos vivos. “¿Qué sigue 

después de una prohibición del glifosato - más productos químicos tóxicos y cultivos trans-
génicos?” http://www.rallt.org/publicaciones/Informe%20glifosato.pdf

101	 Instituto Nacional de Salud, “ Apreciaciones al informe emitido por la iarc y su potencial impacto 
en el uso del herbicida glifosato en Colombia” (Colombia: Instituto Nacional de Salud, 2015).
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La clasificación iarc, se basa en la evidencia valoración científica y establece 
cuatro grupos principales; el “grupo 1”, donde se encuentran los agentes identi-
ficados como cancerígenos para el hombre; el “grupo 3”, donde se encuentra los 
agentes que no pueden clasificarse como cancerígenos. En una zona intermedia 
de estos dos grupos; se halla el “grupo 2”, donde se encuentran una asociación 
positiva entre la exposición al agente, mezcla o circunstancia de exposición con 
el cáncer, pero no es concluyente, porque:

1)	 La evidencia es limitada puesto que no se puede descartar el azar, sesgo o 
factores de confusión; 

2)	 La evidencia es insuficiente debido que se necesitan mayores estudio que 
confirmen los resultados; 

El “grupo 2”, se divide en dos sub grupos; el “grupo 2A”, donde se encuentra 
los agentes con una mayor probabilidad cancerígena (donde se lo incluye al gli-
fosato) y el “grupo 2B”, donde se encuentra los agentes con menor probabilidad 
cancerígena. 

Por lo tanto, el glifosato se encuentra entre los productos que tiene mayor 
probabilidad de ser cancerígenos; pero un elemento que es importante resaltar, es 
el significado de su inclusión en este grupo de probabilidad y no en el “grupo 1”, 
de productos identificados con carcinógenos para los seres humanos. La inclusión 
del glifosato en el “grupo 2” no implica que existe un nivel más bajo de peligro en 
relación a los productos cancerígenos; lo que representa en realidad es que según 
la evidencia científica es un producto con una alta identificación cancerígena; pero 
para entrar en el “grupo 1” es necesaria mayor evidencia científica.

Referente a este punto la empresa Monsanto, productora y comercializadora 
de herbicida Glifosato, declaro; 

“Además, la clasificación 2A no establece un vínculo entre el glifosato y un aumento en el 
cáncer. “Probable” no significa que el glifosato cause cáncer; incluso a 100 veces la exposición 
que ocurre cuando el glifosato es usado normalmente (como estipula la etiqueta), no representa 
un riesgo para la salud humana”.102

Identificamos que el cáncer es una amenaza real a la integridad de la persona, 
y que existe la “probabilidad” de causalidad en uno de los productos relacionados 
a los omg, además de la existencia de indicios de la generación de cáncer por el 
consumo de transgénicos 

Otra de las amenazas a la integridad física de las personas, producto de la 
relación entre ogm y plaguicidas, es el envenenamiento por pesticidas; debido a la 

102	 Monsanto,“ ¿Causa cáncer el glifosato (Roundup)?”, http://www.monsanto.com, Monsanto, 
(s. f.), http://www.monsanto.com/global/ar/productos/pages/causa-cancer-el-glifosato.aspx.
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liberación de estas sustancias se produce la contaminación del suelo, las aguas y el 
aire; pero uno de los hechos alarmantes es el “residuo de plaguicida en los alimentos”. 

El Programa Conjunto fao/oms sobre Normas Alimentarias; “Comisión del 
Codex Alimentarius”, define al “residuo de plaguicida”, como cualquier sustancia 
presente en un producto alimenticio de consumo humano o animal, resultante de 
la utilización de un plaguicida, incluyendo también cualquier derivado específico, 
producto de degradación o conversión considerado toxicológicamente importante.103

Entre los casos más invocados en investigaciones de Intoxicaciones agudas 
con plaguicidas tenemos:

En 1985, en los Estados Unidos, en el estado de California, se presentaron 
varios casos de intoxicación por “residuo de plaguicida en los alimentos” debido al 
consumo de sandías contaminadas con Aldicarb104. Sobre las personas afectadas 
los datos difieren entre 2000 a 1350, y si bien hubo fallecimientos por esta in-
toxicación, no se cuenta con una cifra clara.”105

“En 1991 en África, se preparó por equivocación pan con harina de maíz tratada con 
endosulfán106 con la intención de eliminar una plaga de pájaros. Como consecuencia resultaron 
intoxicadas 350 personas, de las cuales 31 fallecieron”.107

Podríamos extendernos en la relación de antecedentes referentes a las dife-
rentes amenazas a la integridad personal, relacionadas a los ogm; y en sus respec-
tivas réplicas y estudios; que intentan descartar la relación de causalidad de estas 
amenazas con los transgénicos y las contra replicas a estos estudios.

3.3. Elementos identificados en estas amenazas

Bajo el enfoque del análisis de hechos y su relación jurídica, nos ocuparemos de 
solo los mencionados, para establecer elementos recurrentes en estas amenazas 
a la integridad personal.

103	 Codex Alimentarius, “ Código de Prácticas de Higiene para las Frutas y Hortalizas Frescas-
cac/rcp 53-2003”, Se encuentra disponible en el siguiente link: http://www. codexalimentarius. 
net, 2003.

104	 Aldicarb.- Es un insecticida acaricida agrícola, que en altas dosis pueden ser mortal para los 
seres humanos, debido a que afecta el sistema respiratorio., los síntomas de la intoxicación con 
este pesticida son; visión borrosa, dolor de cabeza, náuseas, lagrimeo, sudoración y temblores.

105	 Samuel Henao, Jacobo Finkelman, y Henk W de Koning, “ Plaguicidas y salud en las Amé-
ricas”, en ops serie ambiental, vol. 12 (ops, 1993), 40.

106	  El endosulfán es un insecticida de alta toxicidad, tiene un efecto un neurotóxico agudo los 
síntomas de envenenamiento incluyen temblores, convulsiones, dificultad respiratoria, náusea 
y vómito y falta de coordinación.

107	 International Programme on Chemical Safety.Poisoning by pesticides. ipcs News 
1993;April3:1-2 citado por Jaime E García, “ Intoxicaciones agudas con plaguicidas: costos 
humanos y económicos”, Revista Panamericana de Salud Pública 4, n.o 6 (1998).
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En este sentido, identificamos que los peligros o amenazas atribuibles a los 
ogm y sus plaguicidas son reales (cáncer, resistencia a los antimicrobianos); además 
que el impacto de estas amenazas, en la población supera la barrera del derecho a 
la integridad física y afecta la integralidad del derecho a la salud y a la vida.

El tema en contraposición y debate, es el “nexo de causalidad” entre estas 
“amenazas o peligros” y los “ogm y sus plaguicidas”. Se entiende como “nexo de 
causalidad” a la relación de causa a efecto que debe existir entre una persona y el 
daño producido; en este caso para poder atribuirle el daño provocado a la inte-
gridad física por las amenazas o peligros ya señalados, es necesario determinar 
si los transgénicos o plaguicidas tienen vínculo directo o indirecto con el daño 
provocado, de tal manera que sea irrefutable la existencia de causa a efecto entre 
el sujeto y el daño. 

Y sobre este nexo de causa y efecto, también se identifica la existencia de 
abundante evidencia científica que respalda, la relación directa de causalidad entre 
los “ogm y sus plaguicidas” y las amenazas a la integridad física, a través de datos, 
estudios y fundamentos científicos; análisis de casos. Además del pronunciamiento 
de organismos internacionales.

Otro elemento interesante, en esta temática es la relación de argumento, réplica 
y duplica; es decir, se difunde un estudio que identifica la relación de causalidad, 
por ejemplo, con el cáncer, y consecutivamente se divulga otro estudio de parte de 
las empresas o científicos relacionados al sector de los ogm, que buscan descartar 
los resultados del primer estudio y después la respuesta posterior a esta refutación. 

A pesar de ello una característica constante, es la posición de las empresas 
de ogm, que no niegan la posibilidad del peligro que pueden provocar estas 
amenazas, pero la minimizan a una minúscula posibilidad; “El riesgo para la salud 
humana es insignificante”.108 y “Probable no significa que el glifosato cause cáncer”.109

El escenario de incertidumbre juega un papel determinante en este pro-
blema, en razón de la ausencia de un dictamen claro y contundente 110sobre los 
efectos de los ogm en la salud e integridad de la persona; como en el caso del 
“Plomo en la pintura”. La Organización Mundial de la Salud (oms) ha incluido 
el plomo dentro de la lista de diez productos químicos causantes de graves pro-
blemas de salud y exige la intervención de los Estados Miembros, frente a este 
peligro.111 Pero además el escenario de incertidumbre genera: 

108	 Monsanto,“ ¿Causa cáncer el glifosato (Roundup)?”
109	 Monsanto, Ibid.
110	 La abundante evidencia científica y los casos estudiados; los efectos al medio ambiente y efecto 

a la economía de los pequeños productores, en criterio personal, se cuenta con la suficiente 
fundamento para emitir un dictamen claro y contundente en referencia a los transgénicos.

111	 El plomo es una sustancia tóxica que se va acumulando en el organismo afectando a diversos 
sistemas del organismo, con efectos especialmente dañinos en los niños de corta edad. La 
oms ha unido fuerzas con el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente con 



91el derecho a la integridad y el principio de precaución

a)	 Que la población siga siendo expuesta a elementos o productos, potencial-
mente riesgosos y que no han sido declarados inocuos o nocivos.

b)	 Que aprovechando este limbo, las ogm, continúe con sus actividades de 
producción y comercialización y se extiendan a otros países ampliando la 
posible población afectada.

En resumen, podemos señalar lo siguiente:

a)	 Existen indicios claros de una posible relación de causalidad entre daño real 
y los ogm 

b)	 Esta amenaza o daño se basa en datos y conocimientos científicos
c)	 No existe un dictamen conclusivo que descarten o confirmen esta relación 

de causalidad
d)	 A diferencia de otras amenazas, la población continua siendo expuesta a la 

posible causa de este daño a la integridad persona.

De estos elementos podemos concluir que claramente se dan las condiciones 
para la aplicación del “principio de precaución”, con el fin de precautelar el “derecho 
a la integridad” de la población.

Pero además, la exposición a la población a productos potencialmente 
peligrosos, sin haber determinado con certeza los posibles efectos en su salud; 
esperando tomar acciones solo si ocurren resultados negativos, se constituye en 
el más grande experimento colectivo. 

4. Experimentación sin consentimiento

Un experimento es un procedimiento por el cual se trata de verificar una hipótesis 
(los transgénicos son inocuos o nocivos), a través del estudio de un fenómeno 
(consumo y producción de alimentos) y mediante la reproducción de condiciones 
particulares de estudio, (exposición a la población a alimentos genéticamente mo-
dificados y plaguicidas para consumo y producción) excluyendo o introduciendo 
determinadas variables.

el fin de crear la Alianza Mundial para Eliminar el Uso del Plomo en la Pintura. La Alianza 
Mundial para Eliminar el Uso del Plomo en la Pintura representa un valioso instrumento para 
avanzar hacia el cumplimiento de lo establecido en el párrafo 57 del Plan de Aplicación de 
las Decisiones de la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible y en la resolución II/4B 
del Enfoque Estratégico para la Gestión de los Productos Químicos a Nivel Internacional, 
cuyo cometido es la eliminación gradual del uso del plomo en la pintura.

	 Organizacion Mundial de la Salud (oms), “ Intoxicación por plomo y salud”, www.who.int, 
(septiembre de 2016), http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs379/es/.
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Entendemos que la intencionalidad o fin de un experimento es la confirmación 
o rechazo de una hipótesis, en suma, generar nuevo conocimiento; también en-
tendemos que la actividad productiva con fin lucrativo de las empresa productoras 
de ogm, no se encuadra en los objetivos o fines de un experimento; es decir, la 
exposición a la población, a partir de la venta y producción de ogm, no busca como 
fin un nuevo conocimiento.112 Pero, aunque este no sea el objetivo de las empresas 
transgénicas; la población continua siendo sujeto involuntario de experimentación.

Exponer a la población a productos potencialmente peligrosos (ogm), sin 
haber determinado con certeza los posibles efectos en su salud y esperar que no 
tenga consecuencia en los consumidores de ogm, se perfecciona en una suerte 
de “experimento colectivo inconsulto o sin consentimiento”. Y en el hipotético caso, que 
a futuro, se demuestre la relación de causalidad entre los ogm y el cáncer o la 
resistencia a los antibióticos; ya tendríamos varias generaciones de la población 
irremediablemente afectadas, por su exposición a estos organismos.

4.1. Antecedentes legales de la experimentación sin consentimiento

Como ya se había mencionado, el derecho a la integridad comprende el derechos 
a conservar sin daño y en toda su plenitud, todas las partes del cuerpo; entre las 
diferentes garantías de este derecho se encuentra el de “no ser sometido, sin su 
libre consentimiento, a experimentos médicos o científicos”.113

La integridad física como desarrollo del concepto del “derecho a la vida”, apare-
ce en la legislación internacional, justamente a partir de la necesidad de establecer 
parámetros claros frente a las violaciones y acciones inhumanas cometidas en la 
Segunda Guerra Mundial.114 Por este motivo, se identifica a la “experimentación 

112	 In ánima vili Loc. lat. y cast. En un ser vil. Se usa en medicina para denotar que los experi-
mentos o ensayos deben hacerse en animales irracionales antes que en el hombre (Dic. Acad.). 
Ossorio, Diccionario de ciencias jurídicas políticas y sociales.

113	 El derecho a la integridad comprende los derechos a conservar todas las partes del cuerpo, a 
no ser torturado ni recibir tratos inhumanos, a que no se le apliquen técnicas que afecten la 
autonomía de la mente –como el lavado de cerebro o la hipnosis–, a no ser sometido, sin su 
libre consentimiento, a experimentos médicos o científicos, a que se respeten sus convicciones, 
su honor, etc., y los correlativos deberes del Estado y los particulares. Se trata de una extensión 
del derecho a la vida y al cuerpo.Tealdi, “ Diccionario latinoamericano de bioética”, 343.

114	 En el derecho internacional desde el Estatuto del Tribunal Militar de Nuremberg de 1945, 
se establece el consentimiento como un requisito necesario para la experimentación; la De-
claración Universal de Derechos Humanos de 1948, determina que nadie será sometido a 
torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes; el Pacto Internacional de los 
Derechos Civiles y Políticos reafirma que nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, pero además determina nadie será sometido sin su libre 
consentimiento a experimentos médicos o científicos.

	 Es a partir de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que se establece el con-
cepto del derecho a la integridad física, psíquica y moral. Posteriormente se promulgan dos 
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sin consentimiento” como una de las amenazas más importantes al derecho a la 
integridad, cuando aún no se había desarrollado de forma clara y concreta el 
concepto de “integridad personal”.

Los numerosos experimentos en humanos llevados a cabo, durante el periodo 
de la Segunda Guerra Mundial en la Alemania del “Tercer Reich”, se caracteri-
zaron por

–	 El trato sanguinario y prácticas crueles que solo podrían ser identificadas 
como inhumanas.

–	 El “sujeto de experimentación” era obligado y sometido en contra de su 
voluntad a estas prácticas;

–	 Entre las personas sometidas a estas prácticas se encontraban prisioneros de 
guerras, sacerdotes católicos y personas parte de grupos y etnias sociales de-
terminadas y perseguidas durante el periodo Nazi, como los judíos y gitanos, 
lo que constituye en un genocidio planificado.

–	 Este periodo también se caracteriza por haber experimentado con colectivos 
vulnerables, como los niños. 

Estas características evidencian el nivel de desapego de los científicos nazis 
por las personas que fueron objeto de experimentación, dándonos indicios de un 
nivel muy avanzado de “cosificación”115 del ser humano. El Museo del Holocausto 
de Estados Unidos, dividió en tres categorías116 los experimentos realizados, la 
segunda categoría se refiere: 

instrumentos internacionales frente a una de las amenazas al derecho a la integridad física; 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos Crueles Inhumanos o Degradantes, y la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

115	 La cosificación, se refiere a la construcción mental y social que busca reducir a una persona a 
la condición de cosa. En materia legal la venta de esclavos se establece como un claro ejemplo.

116	  En la primera se enmarca los experimentos en los cuales e sometía a las personas a cámaras 
de baja presión, para determinar la altitud máxima desde la cual la tripulación de un avión 
dañado podría lanzarse en paracaídas con seguridad; realizaron experimentos sobre la conge-
lación en los que utilizaban a los prisioneros para encontrar un tratamiento efectivo contra la 
hipotermia. Estos estaban dirigidos a mejorar las capacidades de la supervivencia del personal 
militar.

	 La tercera categoría de experimentos médicos pretendía progresar en los principios raciales 
e ideológicos de la visión nazi. Los más infames eran los experimentos de Josef Mengele en 
Auschwitz. Mengele llevó a cabo experimentos médicos con gemelos. También dirigió expe-
rimentos serológicos con romaníes (gitanos), al igual que Werner Fischer en Sachsenhausen, 
para determinar cómo las diversas “razas” soportaban las diferentes enfermedades contagiosas. 
La investigación de August Hirt en la Universidad de Estrasburgo también pretendía establecer 
la “inferioridad racial judía.”

	 Museo del Holocausto de Estados Unidos (ushmm), “ Experimentos médicos nazis”, Insti-
tucional, (s. f.), https://www.ushmm.org/wlc/es/article.php?ModuleId=10007227.
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“La segunda categoría de experimentos estaba dirigida al desarrollo y comprobación de 
productos farmacéuticos y de métodos de tratamiento para las lesiones y enfermedades a las 
que el personal militar alemán y el personal de ocupación estaban expuestos en los campos. En 
los campos de concentración alemanes de Sachsenhausen, Dachau, Natzweiler, Buchenwald y 
Neuengamme, los científicos probaron compuestos de inmunización y sueros para la prevención 
y tratamiento de enfermedades contagiosas; entre ellas la malaria, el tifus, la tuberculosis, 
la fiebre tifoidea, la fiebre amarilla y la hepatitis infecciosa. En el campo de Ravensbrueck se 
realizaron experimentos con injertos óseos y experimentos para probar la eficacia de las drogas 
sulfa de nuevo desarrollo (sulfanilamida). En Natzweiler y Sachsenhausen se sometió a los 
prisioneros al fosgeno y al gas mostaza para poder probar los posibles antídotos.117

Esta aterrador contexto determino la necesidad de establecer parámetros 
claros que delimiten la acción de la ciencia en un actuar ético y humano y evite 
la repetición de estos antecedentes.

4.2. Código de Núremberg 

El Código de Núremberg es producto de las reflexiones y hechos analizados en 
los Juicios de Núremberg, al final de la Segunda Guerra Mundial, sobre los cua-
les ya hemos desarrollado. Este documento, publicado el 20 de agosto de 1947, 
establece por primera vez, el “consentimiento voluntario” como requisito esencial 
e indispensable para los experimentos con seres humanos:

“1) El consentimiento voluntario del sujeto humano es absolutamente esencial. Esto quiere 
decir que la persona implicada debe tener capacidad legal para dar su consentimiento; que 
debe estar en una situación tal que pueda ejercer su libertad de escoger, sin la intervención 
de cualquier elemento de fuerza, fraude, engaño, coacción o algún otro factor coercitivo o 
coactivo; y que debe tener el suficiente conocimiento y comprensión del asunto en sus distintos 
aspectos para que pueda tomar una decisión consciente.(…) El deber y la responsabilidad de 
determinar la calidad del consentimiento recaen en la persona que inicia, dirige, o implica a 
otro en el experimento. Es un deber personal y una responsabilidad que no puede ser delegada 
con impunidad a otra persona”.118

Las diez disposiciones del código, tienen como objetivo proteger la “inte-
gridad de la persona” frente a un proceso de experimentación e identifica al con-
sentimiento como el requerimiento imprescindible para el desarrollo de alguna 
de las actividades científicas con seres humanos. Este decálogo identifica a tres 
características del consentimiento:

a)	 El sujeto debe tener la capacidad legal de expresar su voluntad 

117	 Ibid.
118	 Código de Nuremberg, “Código de Nuremberg”, 1947.
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b)	 Debe ser voluntario y libre de coacción o presión
c)	 Debe ser informado, de manera que garantice la compresión del experimento 

4.3. Declaración de Helsinki 

La Asamblea Médica Mundial (amm), en su 18ª asamblea en Helsinki, Finlandia, 
en junio 1964, emite la Declaración de principios éticos para las investigacio-
nes médicas en seres humanos y en su última modificación emanada por la 64ª 
Asamblea General, Fortaleza, Brasil, en octubre 2013, le dedica toda una sección 
denominada “Consentimiento Informado” y señala:

“25. La participación de personas capaces de dar su consentimiento informado en la 
investigación médica debe ser voluntaria. Aunque puede ser apropiado consultar a familiares 
o líderes de la comunidad, ninguna persona capaz de dar su consentimiento informado debe 
ser incluida en un estudio, a menos que ella acepte libremente”.119

“26. En la investigación médica en seres humanos capaces de dar su consentimiento informado, 
cada participante potencial debe recibir información adecuada acerca de los objetivos, 
métodos, fuentes de financiamiento, posibles conflictos de intereses, afiliaciones institucionales 
del investigador, beneficios calculados, riesgos previsibles e incomodidades derivadas del 
experimento, estipulaciones post estudio y todo otro aspecto pertinente de la investigación. El 
participante potencial debe ser informado del derecho de participar o no en la investigación y 
de retirar su consentimiento en cualquier momento, sin exponerse a represalias”.120

La declaración profundiza respecto a la información que debe recibir el par-
ticipante, sobre todo referente a los riesgos previsibles e incomodidades. Un elemento 
interesante de esta disposición, es la posibilidad del participante de abandonar en 
cualquier momento el experimento. A pesar que la Declaración de Helsinki, está 
dirigida a los profesionales médicos, establece directrices válidas para el desarrollo 
de una investigación con seres humanos.

4.4. Análisis de la naturaleza y la normativa vigente 

La legislación ha desarrollado la protección a la integridad personal y ha estable-
ciendo la necesidad de regular la protección corporal frente a la acción de terceros, 
en forma concreta en referencia a la investigación. 

Alfredo Kraut en referencia al consentimiento y el derecho a la integridad 
señala; “El derecho a la integridad psicofísica es amplio e implica la protección de la 
persona como unidad psicosomática ante la amenaza o el atentado, es decir, frente a actos 

119	 F Apéndice, “ Declaración de Helsinki”, s. f.
120	 Ibid.
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de terceros que intenten afectarla, provengan estos del propio sujeto, de particulares o del 
Estado. El cuerpo del ser humano es indisponible, aunque la propia persona pueda disponer 
de él dentro de ciertos límites marcados por el orden público, la ley, la moral, las buenas 
costumbres y el debido respeto a la vida y a la salud, incluso la propia”.121

El consentimiento informado es definido como un requisito ético-jurídico; 
ético en relación y en base a los principios de la bioética que buscan el desarrollo 
de la conducta más adecuada para el respeto de la vida humana. En forma concreta 
el consentimiento informado se basa en la premisa de la voluntad de las personas y 
su capacidad de ejercer y expresar la misma. Como un requisito jurídico debido a 
que tanto nuestra legislación como la normativa internacional, determinan como 
requisito ineludible la expresión del consentimiento de forma expresa, libre e 
informada de parte de las personas objeto del estudio.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 7 señala;

“Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En 
particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos”. 
(Artículo 7)

Nuestra constitución adopta similar redacción, en el párrafo ii del artículo 47;

“Ninguna persona será sometida a experimentos científicos sin su consentimiento.” (Artículo 
44, párrafo II).

A diferencia de la tipología penal, donde el hecho realizado debe adecuarse 
de forma concreta y en su totalidad al “tipo penal”122; en la temática de los de-
rechos humanos se debe establecer la interpretación y esencia de la disposición 
para establecer su alcance y su aplicación por analogía en casos no contemplados.

En este sentido ambas disposiciones, prevén como forma de protección a la 
integridad de la persona, que los experimentos científicos deben contar con el 
consentimiento de las personas afectadas o sujetos de la experimentación, caso 
contrario estas prácticas no están permitidas. La experimentación se trata del 
proceso destinado a comprobar una hipótesis, es decir un conocimiento que es 
incierto. 

Ahora, la disposición preventiva de que “nadie será sometido sin su libre consen-
timiento a experimentos médicos o científicos”, se encuentra tanto en nuestra Cons-
titución como parte de las normas que protegen el derecho a la salud y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos dentro de las normas que protege 
el derecho a la vida e integridad personal.

121	 Tealdi, “ Diccionario latinoamericano de bioética”.
122	 Tipo penal. Conjunto de elementos, definidos por la ley, constitutivos de un delito. Ossorio, 

Diccionario de ciencias jurídicas políticas y sociales.
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Bajo el recaudo que el proceso de experimentación pueda provocar algún 
tipo de daño esta normativa busca proteger a la persona frente a algún tipo de 
afectación a la salud e integridad de la misma, pero debido a la incertidumbre 
del daño o afectación, establece como factor determinante el consentimiento del 
sujeto, a partir de que este tenga la capacidad suficiente, se encuentre informado 
de los posibles peligros o riesgos y ejerza este consentimiento sin presiones. En 
este sentido el factor determinante es el posible riesgo o peligro que determina 
la necesidad de su consentimiento.

Por ello, si se somete a la población a la exposición o consumo de un producto 
del cual su efecto sea incierto, esperando que la hipótesis de la empresa, que lo 
libera al mercado, sea correcta y este sea inocuo; se somete a la población a un 
proceso de experimentación colectiva empírica.

La Comisión Presidencial coordinadora de la Política del Ejecutivo de Gua-
temala, en materia de derechos humanos (copredeh), en referencia al artículo 
7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, señala: 

“Es prohibido que se experimente con las personas procedimientos médicos y científicos sin que la 
persona lo autorice, por lo que no puede utilizarse a una persona para aplicar un medicamento 
cuyos efectos no se conozcan sin informarla de esta situación de los probables daños 
o resultados para su salud, es necesario que la persona otorgue su consentimiento bajo el 
conocimiento pleno de los efectos que tendrá sobre su cuerpo el experimento o procedimiento”.123

4.5. Casos relacionados con ogm

4.5.1. Rehidratante oral en base a arroz transgénico

El año 2006, la Asociación Médica Peruana, denuncio la violación del “Con-
sentimiento Informado” en el ensayo clínico (código gfcc87) en referencia a un 
producto rehidratante oral con dos proteínas obtenidas de arroz transgénico. Se 
estima que 140 niños participaron en el ensayo clínico en el Instituto Especializado 
de Salud del Niño y el Hospital Belén de Trujillo.

La denuncia se basa en la violación de las disposiciones de la Declaración 
de Helsinki, concretamente la falta de información sobre el producto en experi-
mentación y los riesgos.

Las madres de los niños declararon que no se les había informado sobre 
el experimento, quien era el patrocinador, los posibles riesgos, si el arroz era 
transgénico: 

123	 Comisión Presidencial coordinadora de la Política del Ejecutivo en materia y de Derechos 
Humanos (copredeh), “ Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos - Versión 
comentada”, 2011.
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“Miré la hoja y vi puras letras sobre un suero a base de arroz, pero no sabía lo que era la 
lisozima humana ni la lactoferrina. La enfermera me quitó la hoja y empezó a leerme de 
forma rápida. Apúrate, me dijo, cómo vas a decir que no si te van a dar pañales. Para entonces, 
mi hijito estaba llorando sin parar”.124

“No nos informaron de forma correcta porque de ninguna forma hubiera permitido la 
participación de mi hijo por más pobre que hubiera estado en ese tiempo. Ellos abusaron de 
nuestra ignorancia y desesperación”.125

La empresa Norteamericana Ventria Bioscience patrocinadora del estudio, 
es productor de una, solución de Rehidratación Oral de Glucosa (Lactoferrina/
Lisozima) en base a arroz modificado genéticamente.

La Asociación Médica Peruana y las madres de los niños afectados denun-
ciaron el caso ante la Justicia Peruana, lamentablemente el caso no prosperó, 
posteriormente acudieron ante Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

Lamentablemente el consentimiento informado se subestima, a pesar de los 
efectos que pueda traer para la población sujeto de la experimentación como lo 
expresa el Dr.Gonzalo Gianella:

“En el Perú es frecuente que profesionales de salud no perciban la vulneración del proceso de 
consentimiento informado como un delito grave”.126

4.5.2. Mosquitos transgénicos

En Panamá se realiza el estudio para evaluar la eficacia de la introducción de un 
“mosquito transgénico”127 con el fin de reducir la población de mosquitos que 
transmiten el dengue y chikungunya en las Américas.

En referencia al “mosquito transgénico” que fue liberado en Panamá, producido 
por la empresa británica Oxitec; el director del Instituto Conmemorativo Gorgas 
de Estudios de la Salud (icges), Néstor Sosa señalo; 

“Destacó que la población no debe temer, ya que esta tecnología es mucho más segura que el 
uso de insecticidas. El gen letal del mosquito causa la muerte en el agua de los huevecillos, 
por lo que no queda en el ambiente”.128

124	 Beatriz Jimenez, “Ensayo clínico en bebés peruanos con arroz transgénico es llevado a la 
CIDH”, La Republica, 5 de junio de 2015.

125	 Ibid.
126	 Ibid.
127	 Los mosquitos transgénicos fueron programados genéticamente para morir en fase larval. 
128	 Ministerio de Salud, “Todo está listo para recibir al Mosquito Transgénico”, Institucional, 

http://www.minsa.gob.pa/, (15 de mayo de 2012), http://www.minsa.gob.pa/noticia/todo-esta-
listo-para-recibir-al-mosquito-transgenico.
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En referencia al “consentimiento informado” la Dra. Helen Wallace, advirtió 
que antes de esta liberación de los mosquitos se debe solicitar el “consentimiento 
plenamente informado” de la población:

“(…) la población local debe ser consciente de que la liberación de un gran número de mosquitos 
transgénicos puede suponer un riesgo para la salud y el medio ambiente. También es necesario 
saber quién asumirá la responsabilidad si algo sale mal”.129

A pesar que este caso no se trata de un proceso de experimentación, como 
habíamos mencionado por analogía es posible aplicar los parámetros determi-
nados para garantizar seguridad e integridad de la población. En este sentido el 
consentimiento es la exteriorización de la aceptación de la población, por lo que el 
consentimiento debe ser informado y expreso. Si bien el consentimiento contempla 
un proceso de divulgación, este proceso es solo un paso inicial del consentimiento, 
aspecto que muchas veces es confundido, en razón a que las instituciones obligadas 
a ejecutar los procesos para lograr el consentimiento, se limita a la ejecución de 
talleres de socialización y a la divulgación de la información y evitan buscar la 
aceptación expresa de la población. 

“El estudio inició en el 2011, con la construcción y adecuación de un insectario con todas las 
medidas de bioseguridad necesarias para la producción masiva de mosquitos transgénicos 
machos, entrenamiento de personal técnico, compra de equipo, monitoreo de las poblaciones 
de nativas en las tres localidades, actividades de divulgación dirigidos a la academia, 
grupos ambientalista, instituciones nacionales afines al estudio, autoridades locales, grupos 
comunitarios organizados, medios de comunicación social y la solicitud del permiso de 
importación y liberación por parte de la Comisión Nacional de Bioseguridad”.130

Se inicia la liberación de los mosquitos transgénicos el 2014, en las zonas 
identificadas como endémicas. En Brasil similar figura se repite el año 2015 y se 
libran los mosquitos transgénicos en zonas consideradas endémicas, sin el con-
sentimiento de la población:

129	 oxitec admite al Departamento de Agricultura de los ee.uu. en 2011, la existencia de 
ciertos riesgos, entre los que mencionó “que se introduzcan en la zona mosquitos tigre (Aedes 
albopictus), una especie más invasiva, y de que se produzca un aumento del número de casos 
de dengue hemorrágico (fdh), el cual es potencialmente letal”, según la web gmo, citado 
Séralini. Jesús de León, “Mosquito transgénico vs epidemia de dengue en Panamá”, periódico, 
La Gran Época, (30 de enero de 2014), http://www.lagranepoca.com/archivo/30825-mosquito-
transgenico-vs-epidemia-dengue-panama.html.

130	 El Instituto Conmemorativo Gorgas de Estudios de la Salud (icges), “‘Transferencia y 
evaluación de nuevas alternativas tecnológicas de control de Aedes aegypti mediante el uso 
de mosquitos transgénicos en Panamá’”, Institucional, (26 de marzo de 2015), http://www.
gorgas.gob.pa/el-instituto-conmemorativo-gorgas-de-estudios-de-la-salud-icges-presento-
los-resultados-del-proyecto-transferencia-y-evaluacion-de-nuevas-alternativas-tecnologicas-
de-control-de-aedes-aegy/.



100 organismos genéticamente modificados desde una perspectiva jurídica

“A mediados de 2015, en Piracicaba (Brasil) se lanzó –sin consentimiento de la población 
y sin los procedimientos apropiados– una legión de millones de mosquitos transgénicos para 
combatir el dengue”.131

Del análisis de ambos casos concluimos que en el tema de los organismos 
genéticamente modificados, cuando hablamos de la aplicación del “consentimiento 
informado”, existen:

a)	 Casos de aplicación evidente, estos casos se ajustan en su integridad a los 
hechos y actividades previstas en las disposiciones legales; es decir que estas 
actividades son “experimentos científicos” que pueden ser “ensayos clínicos”; 
y estas actividades se refieren a productos o derivados transgénicos (rehidra-
tante oral en base a arroz transgénico) 

b)	 Casos de aplicación no evidente, estos casos no se ajustan de forma evidente 
o directa a los hechos y actividades descritas en las disposiciones legales. 
Para la aplicación del “consentimiento informado”, es necesario un análisis 
que establezca; el factor de incertidumbre en los resultados, producto de la 
aplicación de determinada acción (liberación de mosquitos transgénicos) y el 
posible daño directo o indirecto a la integridad personal. (efectos en la salud 
producto de la picadura de estos mosquitos, proliferación de especies que 
transmitan el dengue hemorrágico)

A manera de síntesis, los actos inhumanos realizados por los científicos Nazis 
durante la Segunda Guerra Mundial, nos demostraron que ningún conocimiento 
o beneficio posible o esperado, justifica la degradación de nuestra humanidad:

“6) El riesgo tomado no debe exceder nunca el determinado por la importancia humanitaria 
del problema que ha de resolver el experimento”.132

Exponer a una determinada población a productos de los cuales no se conocen 
sus efectos colaterales, convierten a esta población en un sujeto de experimen-
tación. Pero exponer a una determinada población a productos de los cuales, se 
conoce sus efectos negativos y posiblemente mortales; y a pesar de ello se lo hace, 
por motivos económicos o científicos, es equiparable a la acción de los científicos 
nazis que asesinaron a sacerdotes católicos, al exponerlos a la malaria durante la 
Segunda Guerra Mundial.

131	 Worms, “ Los riesgos de los experimentos con mosquitos transgénicos en Panamá no deben 
ocultarse a la población”, 5 de febrero de 2016, http://www.wormsargentina.com/mosquitos-
transgenicos-para-combatir-plagas-una-solucion-o-un-problema/.

132	 Nuremberg, “Código de Nuremberg”.
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Una vez que se ha identificado en qué casos se aplica el “consentimiento infor-
mado, para precautelar la integridad del colectivo, también debemos establecer 
que su aplicación depende del grado de incertidumbre sobre los efectos. 

En el caso que se cuente con el fundamento científico de que el producto que 
se pretende ingresar a una determinada población provocaría efectos negativos 
y pueda afectar la integridad de la población y su salud; además que la liberación 
del producto o exposición a la población tenga un carácter permanente, para 
precautelar la integridad y salud de la población ya no es suficiente el “consenti-
miento informado” debido a que no se trataría de una situación especulativa. En 
este caso debe aplicarse el “Principio de precaución”.

5. Principio de precaución

El año 1992, en la cumbre Río de Janeiro, el “principio de precaución”, se une for-
malmente a los principios del Derecho Ambiental; pero es en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano de 1972, en la Declaración 
de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano, donde se establece la primera 
aproximación al concepto, en el inciso 6:

“(…) Por ignorancia o indiferencia, podemos causar daños inmensos e irreparables al medio 
ambiente terráqueo del que dependen nuestra vida y nuestro bienestar. Por el contrario, con 
un conocimiento más profundo y una acción más prudente, podemos conseguir para nosotros 
y para nuestra posteridad unas condiciones de vida mejores en un medio ambiente más en 
consonancia con las necesidades y aspiraciones del hombre (…)”.133

La Declaración de Estocolmo estableció un elemento fundamental del “prin-
cipio de precaución”, la imposibilidad de conocer, (ignorancia) podría causar daños 
irreparables al medio ambiente y en este sentido debíamos profundizar nuestro 
conocimiento dentro de una “acción más prudente”. 

La Declaración de Río de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo, en el principio 15, desarrolló el “principio de precaución”, 
con la siguiente redacción:

“Con el fin de proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio 
de precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la 
falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción 
de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente”.134

133	 Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano, Declaración de Esto-
colmo Sobre el Medio Ambiente Humano, 1972.

134	 Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, Declaración 
de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1992.
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Esta redacción establece la base fundamental del “principio de precaución”; 
determinando en qué situación se aplica este criterio; “cuando haya peligro de daño 
grave o irreversible” y en que circunstancia debe cumplirse para su aplicación; “la 
falta de certeza científica absoluta”.

5.1. El principio de precaución y el principio de prevención 

Usualmente se utiliza el término prevención como sinónimo de precaución, 
pero en materia ambiental son dos principios independientes y de diferente 
aplicación: 

El principio de prevención está asentado en la premisa de la “diligencia debida”; 
es decir este principio influye en la toma de decisiones y ejecución de acciones 
provisorias frente al conocimiento de un daño esperado o su identificación eficaz 
y oportuna. La Corte Constitucional de Colombia señala:

“(…) El principio de prevención se materializa en mecanismos jurídicos tales como la evaluación 
del impacto ambiental o el trámite y expedición de autorizaciones previas, cuyo presupuesto 
es la posibilidad de conocer con antelación el daño ambiental y de obrar, de conformidad con 
ese conocimiento anticipado, a favor del medio ambiente;(…)”.135

El principio de precaución, se basa en la premisa de acción frente al “hecho 
desconocido”; es decir la toma de decisiones y ejecución de acciones, que disminuyan 
la posibilidad de un peligroso impacto ambiental; a la probabilidad de un daño 
incierto y la incapacidad de determinarlo concretamente o de forma eficaz. La 
Corte Constitucional de Colombia señala: 

“(…)el principio de precaución o tutela se aplica en los casos en que ese previo conocimiento no 
está presente, pues tratándose de éste, el riesgo o la magnitud del daño producido o que puede 
sobrevenir no son conocidos con anticipación, porque no hay manera de establecer, a mediano 
o largo plazo, los efectos de una acción, lo cual tiene su causa en los límites del conocimiento 
científico que no permiten adquirir la certeza acerca de las precisas consecuencias de alguna 
situación o actividad, aunque se sepa que los efectos son nocivos”.136 

Ambos son principios que buscan enfrentar, con acciones previas, los posibles 
impactos ambientales antes de que se produzcan los daños o el deterioro en el 
medio ambiente; pero se diferencian a partir de la certeza de la identificación de 
los daños. En el “principio de prevención” se conoce de forma concreta los efectos 
de determinada acción sobre el medio ambiente y en base a ello se establecen las 
medidas de necesarias. En el caso del “principio de precaución” existe la imposibilidad 

135	 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-204/14, T-4.124.007, 2014.
136	 Ibid.
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científica de identificar de forma concreta e irrefutable, los efectos de determinada 
acción sobre el medio ambiente, pero se identifican la posibilidad manifiesta de 
daños.

La incertidumbre que se describe en el “principio de precaución” sobre los efec-
tos en el medio ambiente, se refiere a la imposibilidad de determinar con “certeza 
científica absoluta”137, las causas y efectos de determinada acción, pero se identifi-
can bajo fundamento científico la existencia de un peligro o daño potencial a la 
diversidad biológica y ecosistemas. El “principio de precaución” no es de aplicación 
exclusiva del Derecho medio ambiental, su contenido y esencia resguarda el dere-
cho a la salud138, a la vida y la integridad de la persona, como lo define Andorno:

“El principio de precaución aspira a orientar las medidas a tomar cuando se sospecha que 
determinados productos o tecnologías crean un riesgo grave para la salud pública o el medio 
ambiente, pero todavía no se cuenta con una prueba definitiva de tal riesgo”.139

El “principio de precaución”, privilegia la protección del medio ambiente, la 
vida y la integridad de la persona; debido a la existencia de un potencial peligro o 
impacto por la ejecución de determinada acción; por esta razón la imposibilidad 
de certeza científica absoluta sobre el peligro, no constituye fundamento para 
dilatar la adopción de medidas que impidan o reduzcan el impacto de la amenaza.

5.2. Elementos necesarios para la aplicación del principio de precaución

La doctrina distingue elementos guía, para la aplicación razonable para el “principio 
precaución”, entre los que tenemos:

1.	 La anticipación del peligro. Como se ha mencionado, el “principio de pre-
caución” se basa en la idea del buen gobierno frente a un peligro desconocido 
y una de estas características era la previsibilidad, en el entendido de desa-
rrollar una tarea de poder anticipación, a través de indicios a los hechos, para 
identificar actividades riesgosas.

2.	 El peligro de daño. El principio se activa frente a un daño potencial que 
amenace a salud y el medio ambiente. Las características necesarias de esta 
condición son las siguientes:

137	 La certeza científica absoluta, se entiende como la evidencia con carácter irrefutable, que se 
obtiene a partir del estudio o investigación de determinado caso a partir de métodos científicos 
y empíricos. 

138	 En materia de salud pública, el principio de precaución ha sido invocado frente al consumo 
de carne bovina de animales portadores del virus de encefalopatía espongiforme bovina (vacas 
locas).

139	 Tealdi, “Diccionario latinoamericano de bioética”, 345.



104 organismos genéticamente modificados desde una perspectiva jurídica

a.	 El peligro debe ser identificado necesariamente como una amenaza que 
puede provocar un daño grave e irreversible en el bien jurídico protegido. 
(vida, medio ambiente) En base a estos dos aspectos se logra la identi-
ficación del peligro, que es el elemento que justifica tomar la medida 
preventiva respectiva.

b.	 Debe existir una evidente situación de incertidumbre acerca del riesgo; es 
decir la “relación de causalidad” entre una determinada acción y el poten-
cial daño identificado; esta situación de incertidumbre debe obedecer al 
insuficiente aporte de la ciencia para conocer con precisión y de manera 
irrefutable la existencia de esta relación de causalidad.

3.	 Evidencia científica del riesgo. La identificación del daño o peligro, como 
amenaza, debe estar fundamentado con una mínima de evidencia científica; 
es decir que para activar este principio, es necesario que el posible daño y 
la “relación de causalidad” se basen en razones de carácter científico, que no 
necesitan tener el carácter de evidencia científica conclusiva, pero deben 
determinar indicios claros.

4.	 Las medidas deben ser pertinentes y proporcionales. Cuando se activa 
el principio y se ejercen medidas frente a las amenazas, estas deber ser per-
tinentes en razón de enfrentar los peligros identificados y proporcionales 
para evitar el daño irremediable y sobre todo resguardar los bienes jurídicos 
protegidos. 

Roberto Andorno señala que dentro de las condiciones necesarias para la 
aplicación efectiva de este principio, la “Inversión de la carga de la prueba” es un 
elemento indispensable:

“Inversión de la carga de la prueba. El principio de precaución exige que quien desarrolla 
actividades potencialmente riesgosas o introduce en el mercado productos que pueden 
eventualmente causar daños, aporte los elementos contrarios a la sospecha del riesgo. No se 
trata, obviamente, de que el introductor del riesgo elimine toda duda acerca de la peligrosidad 
del producto o actividad en cuestión (“riesgo cero”), ya que tal prueba sería imposible.”140.

5.3. Legislación referente al principio de precaución

El “principio de precaución” que figura en la disposición 15 de la Declaración de 
Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, sirve como norma rectora para 
determinar otras disposiciones internacionales. 

El Convenio sobre la Diversidad Biológica fue suscrito por Bolivia el 10 de 
junio de 1992, durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 

140	 Ibid., 347.
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Ambiente y el Desarrollo realizada en Río de Janeiro y fue aprobado y ratificado 
por la Ley Nº 1580 de 25 de julio de 1994. (Artículo 8 inciso g)

“Establecerá o mantendrá medios para regular, administrar o controlar los riesgos derivados de 
la utilización y la liberación de organismos vivos modificados como resultado de la biotecnología 
que es probable tengan repercusiones ambientales adversas que puedan afectar a la conservación 
y a la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos 
para la salud humana”. (Artículo 8 inciso g)

Cuando se analiza la legislación aplicada a los transgénicos y se hace un 
análisis de este artículo, la segunda parte es omitida con frecuencia. En la parte 
final del artículo se menciona la probabilidad de repercusiones ambientales a la 
conservación de diversidad biológica y un riesgo a la salud.

El Protocolo de Cartagena Sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio 
sobre la Diversidad Biológica, fue aprobado y ratificado por la Ley Nº 2274, 22 
de noviembre de 2001.

El artículo 1, que se refiere al “objetivo”, del Protocolo de Cartagena, establece 
de forma clara que el diseño del protocolo obedece a la esencia del “Principio 
precaución”, disposición 15 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente 
y el Desarrollo,

“De conformidad con el enfoque de precaución que figura en el Principio 15 de la Declaración 
de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, el objetivo del presente Protocolo es contribuir 
a garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación 
y utilización seguras de los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología 
moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible 
de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, y 
centrándose concretamente en los movimientos”. ( Artículo 1)

El artículo 10, numeral 6, del protocolo, que se refiere al “Procedimiento de 
adopción de decisiones”, en casos de importación, establece:

“El hecho de que no se tenga certeza científica por falta de información o conocimientos 
científicos pertinentes suficientes sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un 
organismo vivo modificado en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica 
en la Parte de importación, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, no 
impedirá a la Parte de importación, a fin de evitar o reducir al mínimo esos posibles efectos 
adversos, adoptar una decisión, según proceda, en relación con la importación del organismo 
vivo modificado de que se trate como se indica en el párrafo 3 supra”. (Artículo 10, numeral 6)

Esta disposición representa la aplicación práctica del “principio de precau-
ción”, estableciendo la ausencia de certeza científica y frente los posibles efectos 
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adversos, las partes pueden adoptar medidas en relación con la importación del 
organismo vivo modificado. Estas medidas son identificadas en el numeral 3 del 
mismo artículo:

“La Parte de importación, en un plazo de 270 días a partir del acuse de recibo de la notificación, 
comunicará al notificador y al Centro de Intercambio de Información sobre Seguridad de la 
Biotecnología, por escrito, la decisión a que se hace referencia en el inciso a) del párrafo 2 
supra de:

a) Aprobar la importación, con o sin condiciones, incluida la forma en que la decisión se 
aplicará a importaciones posteriores del mismo organismo vivo modificado;

b) Prohibir la importación;

c) Solicitar información adicional pertinente con arreglo a su marco reglamentario nacional o 
al anexo I. Al calcular el plazo en que la Parte de importación ha de responder, no se contará 
el número de días en que la Parte de importación haya estado a la espera de la información 
adicional pertinente; o

d) Comunicar al notificador que el plazo especificado en el presente párrafo se ha prorrogado 
por un período de tiempo determinado.” (Artículo 10, numeral 3)

Como ya habíamos mencionado, estas medidas se aplican en relación a la 
pertinencia y proporcionalidad necesaria para garantizar la protección del bien 
jurídico; además del objetivo de evitar la consumación de un efecto irremediable 
en el medio ambiente y la salud 

El artículo 11, numeral 8, norma sobre él; “Procedimiento para organismos 
vivos modificados destinados para uso directo como alimento humano o animal o para 
procesamiento” y reitera sobre el principio de precaución:

“El hecho de que no se tenga certeza científica por falta de información y conocimientos 
pertinentes suficientes sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un organismo vivo 
modificado en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en la Parte de 
importación , teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, no impedirá a esa 
Parte, a fin de evitar o reducir al mínimo esos posibles efectos adversos , adoptar una decisión, 
según proceda , en relación con la importación de ese organismo vivo modificado destinado para 
uso directo como alimento humano o animal o para procesamiento”. (Artículo 10, numeral 8)

El Protocolo también establece sobre el cese de las medidas de precaución, 
señalando que tanto la suspensión, limitación, o prohibición, solo podrá ser levan-
tada cuando el agente demuestre con “certeza científica absoluta” que la actividad 
no causa daño al medio ambiente. Esta es una clara evidencia de la vigencia del 
elemento “inversión de la prueba” dentro del “principio de precaución”.
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Si bien la Constitución del Estado Plurinacional, de forma expresa, no 
contempla el “principio de precaución”, se establece que el fin de este principio es 
garantizar el derecho a la salud, en correlativo el derecho a la vida y la integridad 
personal, entonces a partir de esta interpretación, la constitución dispone:

“Los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos que hayan sido 
firmados, ratificados o a los que se hubiera adherido el Estado, que declaren derechos más 
favorables a los contenidos en la Constitución, se aplicarán de manera preferente sobre ésta”. 
(Artículo 256, párrafo i)

Y de forma más clara el párrafo ii, establece una directriz de interpretación.

“Los derechos reconocidos en la Constitución serán interpretados de acuerdo a los tratados 
internacionales de derechos humanos cuando éstos prevean normas más favorables”. (Artículo 
256, párrafo ii)

Además, el bloque de constitucionalidad es aquella unidad jurídica integrada 
por normas y principios que cumplen la función rectora a partir del control de 
constitucionalidad de las leyes. La normativa jurídica boliviana señal que el bloque 
de constitucionalidad está integrado por los Tratados y Convenios internacionales 
en materia de Derechos Humanos y las normas de Derecho Comunitario, rati-
ficados por el país. (Artículo 410, párrafo ii). 

Por ello, es evidente la importancia del Protocolo, al ser una disposición 
específica en referencia a la aplicación del “principio de precaución” y al regular de 
forma específica el tema de los transgénicos. 

La Ley Nº 300, denominada “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo 
Integral para Vivir Bien” promulgada el 15 de octubre de 2012. En el artículo 4, 
referente a los principios de la Ley Marco de la Madre tierra, establece el prin-
cipio de precaución: 

“Precautorio. El Estado Plurinacional de Bolivia y cualquier persona individual o colectiva se 
obliga a prevenir y/o evitar de manera oportuna eficaz y eficiente los daños a los componentes 
de la Madre Tierra incluyendo el medio ambiente, la biodiversidad, a la salud humana y a 
los valores culturales intangibles, sin que se pueda omitir o postergar el cumplimiento de esta 
obligación alegando la falta de certeza científica y/o falta de recursos. Los pequeños productores 
mineros y cooperativas mineras realizarán estas acciones con el apoyo de las entidades 
competentes del Estado Plurinacional de Bolivia”. (Artículo 4, numeral 4)

Un elemento importante de esta redacción, es el enlace de responsabili-
dad directa, que establece con el Estado y con cualquier persona individual o 
colectiva, lo que significa la identificación de responsabilidad general en caso 
de omisión.
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El “Reglamento de Prevención y Control Ambiental”, de la Ley No 1333, “Ley 
de Medio Ambiente, en su artículo 34, sobre la “Evaluación del Estudio de Impacto 
Ambiental” (eeia) hace referencia a la aplicación del “principio de precaución” y su 
consideración en base a la identificación de los vacíos e incertidumbres de infor-
mación en el conocimiento de los impactos ambientales. 

Finalmente, pese a no estar contemplado de forma expresa en el texto cons-
titucional, el “principio de precaución”, está plenamente vigente, porque dentro 
del sistema jurídico boliviano, entre una de sus características está la unidad e 
integridad del ordenamiento jurídico, además que la constitución equipara den-
tro del bloque de constitucionalidad a los tratados internacionales, en materia de 
derechos humanos. Por lo tanto, el “principio de precaución”, está vigente y se 
constituye en obligación del Estado a partir del Protocolo de Cartagena sobre 
seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica, y por 
la Ley Marco de la Madre Tierra. 

Conclusiones

En conclusión, hasta la fecha no existe “certeza científica absoluta” sobre el efecto 
que tiene los transgénicos, pero si existen indicios basados en fundamentos técnicos 
y científicos, de que el consumo y producción de ogm, puede ser una potencial 
amenaza para la integridad física, la salud y el medio ambiente.141

El “consentimiento informado”, es un requisito esencial al momento de iniciar 
prueba, experimento, ensayo clínico, o cualquier acción para exponer a la pobla-
ción a productos transgénicos de forma directa o indirecta. La historia nos ha 
demostrado que ningún fin justifica, la violación a los derechos humanos; y que la 
coacción física no es la única forma presión sobre la voluntad o consentimiento, 
también está el monopolio económico de determinados productos que no dejan 
alternativas al consumidor. 

La exposición de estos productos a la población para su producción y consumo 
sin tener la certeza de los efectos colaterales o resultantes de su uso, convierten 
a toda la población afectada en sujeto de experimentación.

El “principio de precaución” no implica el retroceso o resistencia en la ciencia 
o en el desarrollo de nuevas tecnologías, lo que representa en esencia, es que este 

141	 La Academia Nacional de Ciencia, Ingeniería y Medicina de ee.uu., emitió un informe que 
fue interpretado como la declaración de inocuidad de los cultivos transgénicos (por los pro 
transgénicos); estos datos no cuentan con calidad de evidencia científica absoluta. Primero 
porque el factor determinante es que debe ser incuestionable, y este informe fue cuestionado 
por varios elementos; desde el método, el tiempo de las pruebas debido a que no se realizó 
investigaciones o pruebas a largo plazo y sus resultados son parciales y no conclusivos; “los 
datos disponibles no muestran asociaciones entre los GM y enfermedades o trastornos crónicos”.
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desarrollo se realice de forma responsable garantizando la vida, integridad física 
y el medio ambiente. 

Pero este principio prioriza los bienes jurídicos protegidos frente a una ame-
naza para la población o el medio ambiente, en lo que se conoce como la acción 
de buen gobierno ante un daño o peligro inminente; cuando la potencialidad 
del riesgo sea muy elevada y no exista otra opción, para proteger a la población.





[111]

Después de la crisis petrolera de los años ochenta, aparece el primer atisbo a 
una crisis alimentaria y se estructura el primer acercamiento al concepto de la 
“Seguridad Alimentaria”, limitándose a acciones de producción y acumulación 
de reservas. 

Posteriormente, el concepto va evolucionando, entendiendo que la pro-
blemática de la inseguridad alimentaria, es un problema con diferentes aristas y 
totalmente transversal y no basta con que se incluya en las políticas de Estado, de 
forma coyuntural. La alimentación se consolida como un derecho, y se empieza 
a construir el concepto de la Seguridad Alimentaria como un complejo de dere-
chos, para posteriormente estructurarse como un objetivo del Estado, a través de 
la Soberanía Alimentaria.

Por medio del texto constitucional de 2009, Bolivia constitucionaliza el de-
recho a la alimentación y establece por primera vez los conceptos de seguridad y 
soberanía alimentaria, dentro del diseño constitucional.

1. Derecho a la alimentación 

El primer antecedente formal se remonta al 10 de diciembre de 1948, donde el 
“derecho a la alimentación” se incluye en el artículo 25, numeral 1, de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos:

“Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, 
la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica 
y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, 

capítulo quinto

El derecho a la alimentación y la soberanía 
y seguridad alimentaria



112 organismos genéticamente modificados desde una perspectiva jurídica

enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad”.142 (Artículo 25, numeral1) 

En la declaración, el “derecho a la alimentación” aun no fue desarrollado de 
forma independiente y se incluía como una serie de factores o derechos menores, 
que posibilitaban el derecho de la persona a un nivel de vida adecuado.

El año 1976 entró en vigor el “El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales” que contempla en su artículo 11, el “derecho a la alimentación”, 
pero con sustanciales diferencias:

“Derecho a un nivel de vida adecuado. Comprende el acceso a alimentación, vestido y vivienda 
adecuados, así como a la mejora continua de las condiciones de existencia. La protección contra 
el hambre prevé mejorar métodos de producción, conservación y distribución de alimentos; 
divulgar principios de nutrición y perfeccionar los regímenes agrarios, entre otros”.143 
(Artículo 11)

Si bien aún es parte del “derecho a un nivel de vida adecuado”, y no tiene un 
desarrollo autónomo, este instrumento internacional, identifica aspectos del “de-
recho a la alimentación”, que son determinantes como el “acceso”, la protección 
contra el hambre, y conceptos como nutrición y el nexo con la producción agraria 
empiezan a establecerse.

La Constitución Política de Estado Plurinacional de Bolivia144, aprobada el 
25 de enero de 2009 y vigente a partir del 7 de febrero del mismo año, integra 
dentro del grupo de derechos fundamentales, el “derecho a la alimentación”.

“Toda persona tiene derecho al agua y a la alimentación.” (Artículo 16, parágrafo I)

Es importante definir, de forma clara la importancia que adquiere el “derecho 
a la alimentación”, en el nuevo marco constitucional, como un “derecho funda-
mental”.

Los “derechos fundamentales” como categoría jurídica se vinculan directa-
mente al reconocimiento o establecimiento constitucional y se entienden a estos 
derechos como esenciales y condicionantes respecto a otras disposiciones legales. 
Estos derechos expresan valores y principios elementales en el ordenamiento 
jurídico. María del Carmen Barranco, destaca dos elementos de los derechos 
fundamentales; 

142	 onu, Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948, http://www.ohchr.org/en/udhr/
Documents/udhr_Translations/spn.pdf.

143	 onu, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1976.
144	 Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, Constitución Política de Estado Plurinacional 

de Bolivia, 2009.
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“(…) uno de ellos es la relevancia moral de una idea que compromete la dignidad humana y 
sus objetivos de autonomía moral, el otro elemento es la importancia jurídica que convierte a los 
derechos en norma básica material dentro de un determinado ordenamiento, y en instrumento 
necesario para que el individuo desarrolle en la sociedad todas sus potencialidades”.145

Entonces identificamos dos enfoques de los derechos fundamentales, al mo-
mento de señalar su importancia:

a.	 El primero, es el enfoque como garantía, es decir, los derechos fundamenta-
les, son todos aquellos derechos que una persona tiene y disfruta, desde que 
nace sin ningún tipo de distinción; bajo un marco constitucional vigente. 
Todos somos titulares de estos derechos sin ningún tipo de discriminación, 
esta condición nos proporciona el disfrute de este derecho y la posibilidad 
de exigir tutela y garantía jurídicamente. 

b.	 El segundo enfoque, se entiende a los derechos fundamentales como una 
figura limitante del poder del legislador; y como estructurador del ordena-
miento jurídico. 

“Los derechos fundamentales tienen como fin preservar frente a la injerencia estatal 
determinados ámbitos vitales de los individuos, toda intervención sobre ellos a través de la 
legislación no pueden entenderse más que como una limitación”.146 

A partir de las disposiciones constitucionales se concluye que, el derecho 
fundamental a la alimentación es directamente aplicable147; es decir no necesita 
ser desarrollado por una normativa. La Constitución también determina que: 

“Los derechos reconocidos por esta Constitución son inviolables, universales, interdependientes, 
indivisibles y progresivos. El Estado tiene el deber de promoverlos, protegerlos y respetarlos”. 
(Artículo 13, parágrafo I)

Estos derechos constitucionales tienen como características esenciales la 
inviolabilidad, universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, 
que determina su forma de aplicación. 

a)	 Inviolabilidad, este principio señala que ninguna autoridad, bajo ninguna 
justificación, puede evitar el ejercicio de este derecho.

145	 María del Carmen Barranco Avilés, “El discurso de los derechos”, Del problema, 1996.
146	 Luis Míguez Macho, “La garantía del contenido esencial de los derechos fundamentales en 

la Ley fundamental de Bonn”, Revista de estudios políticos, n.o 127 (2005): 349-54.
147	 Artículo 109. I. “Todos los derechos reconocidos en la Constitución son directamente aplica-

bles y gozan de iguales garantías para su protección” Gaceta Oficial del Estado Plurinacional 
de Bolivia, Constitución Política de Estado Plurinacional de Bolivia.



114 organismos genéticamente modificados desde una perspectiva jurídica

b)	 Universalidad, son titulares de estos derechos todos las personas, sin distin-
ción de ningún tipo.

c)	 Interdependencia, implica que los derechos no se aplican de forma indepen-
diente y separada de los otros derechos y todos los derechos tiene dependencia 
recíproca. 

d)	 Indivisibilidad, determina que los derechos se ejercen y garantizan en toda 
su magnitud y respetando su interdependencia.

e)	 Progresividad, que los derechos no son estáticos y van evolucionando en 
referencia a los medios y características de protección, pero además que el 
Estado, debe ir evolucionando en su aplicación, gradualmente priorizando 
la población más vulnerable, hasta abarcar a toda la población.

El artículo 16, de la Constitución contempla de manera expresa el “derecho 
a la alimentación”. 

“Toda persona tiene derecho al agua y a la alimentación”. (Artículo 16, parágrafo I)

Este artículo se constituye en un complejo jurídico; pues nos solo determina 
en su parágrafo I, el derecho a la alimentación, como un derecho fundamental; 
también establece en su parágrafo segundo; el deber del estado de garantizar la 
seguridad alimentaria, a través de una alimentación sana, adecuada y suficiente 
para toda la población.

“El Estado tiene la obligación de garantizar la seguridad alimentaria, a través de una 
alimentación sana, adecuada y suficiente para toda la población”. (Artículo 16, parágrafo ii)

Durante la Cumbre Mundial de la Alimentación (cma) de 1996., se reafirma 
la Declaración de Roma sobre la Seguridad Alimentaria Mundial y se establece; 

“(…) el derecho de toda persona a tener acceso a alimentos sanos y nutritivos, en consonancia 
con el derecho a una alimentación apropiada y con el derecho fundamental de toda persona 
a no padecer hambre”.148

2. Seguridad alimentaria

El deber del Estado se concentra en el concepto de “seguridad alimentaria”; por 
lo que es determinante conocer una definición clara. El Instituto de Nutrición 

148	 E De Loma-Ossorio, “ Seguridad Alimentaria y Nutricional. Conceptos Básicos. Programa 
Especial para la Seguridad Alimentaria-pesa-Centroamérica, Ministerio de Asuntos Exte-
riores de Cooperación. Agencia Española de Cooperación Internacional. FAO”, 2007.1
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para Centroamérica y Panamá (incap), define a la Seguridad Alimentaría Nu-
tricional como:

“un estado en el cual todas las personas gozan, en forma oportuna y permanente, de acceso 
físico, económico y social a los alimentos que necesitan, en cantidad y calidad, para su adecuado 
consumo y utilización biológica, garantizándoles un estado de bienestar general que coadyuve 
al logro de su desarrollo”.149

La Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
(fao), señala que la seguridad alimentaria se consigue:

“(…) cuando todas las personas, en todo momento, tienen acceso físico y económico a suficiente 
alimento, seguro y nutritivo, para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus preferencias, 
con el objeto de llevar una vida activa y sana”.150

La Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoamericano, en la Ley Marco 
Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía Alimentaria, aprobada el 2012, 
definió a la seguridad alimentaria y nutricional como: 

“(…) la garantía de que los individuos, las familias y la comunidad en su conjunto, accedan 
en todo momento a suficientes alimentos inocuos y nutritivos, principalmente producidos en 
el país en condiciones de competitividad, sostenibilidad y equidad, para que su consumo y 
utilización biológica les procure óptima nutrición, una vida sana y socialmente productiva, 
con respeto de la diversidad cultural y preferencias de los consumidores”.151

El concepto de “seguridad alimentaria” cuenta con los siguientes compo-
nentes:

a)	 Disponibilidad de alimentos. Se refiere a la existencia de alimentos, para 
la satisfacer las necesidades de la población, en cantidad suficiente y calidad 
adecuada; 

–	 La cantidad suficiente, se refiere a la existencia física, a partir la produc-
ción, almacenamiento e importación con elemento coadyuvante.

–	 Calidad adecuada; implican alimentos sanos, nutritivos, variados, respe-
tando los consumos culturales y la inocuidad del alimento.

149	 Ibid.
150	 Definición acordada en la Cumbre Mundial sobre Alimentación en 1996. Fuente: http://

www.fao.org/economic/cfs09/csf-home/es/
151	  Artículo 9º, parágrafo i, “Ley Marco Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía 

Alimentaria”, Aprobada en la xviii Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoamericano, 
Panamá-2012.
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	 La “calidad adecuada” es un factor determinante para establecer las políticas 
para lograr la “cantidad suficiente”.

	 Una constante en las políticas públicas es que estas se centralizan en la cantidad 
de alimentos, cuando el concepto de disponibilidad, requiere de esfuerzos por 
garantizar la “calidad adecuada” del alimento. Los alimentos son considerados 
adecuados en base a la inocuidad, la calidad nutricional, la admisión cultural, 
la cantidad y variedad del alimento.

b)	 Acceso a los alimentos. Implica que los alimentos deben estar al alcance de 
toda la población, por lo que las personas deben poder acceder a los recursos 
necesarios para adquirir, alimentos apropiados y nutritivos. Este componente 
de la “seguridad alimentaria” va ligado de manera inseparable, a una visión 
social de los alimentos que se debe traducir en políticas públicas, que se alejen 
de la perspectiva mercantilizadora. 

c)	 Utilización. El uso y consumo de alimentos es un concepto transversal, en el 
entendido que los dos anteriores componentes por si solos no garantizan la 
“seguridad alimentaria”, por lo que también se debe considerar la “utilización 
biológica”, que se compone de “factores sociales” e “insumos complementarios a la 
alimentación”.

–	 Factores sociales, que incluyen elementos como el nivel de información 
sobre nutrición, las condiciones de los hogares, los factores culturales, 
repartición proporcional del alimento al interior del hogar.

–	 Insumos complementarios a la alimentación, se define como los factores 
externos, pero determinantes, como el acceso a mecanismo de inocuidad 
alimentaria, a servicios básicos como el agua potable, y a la atención mé-
dica.

d)	 Estabilidad. Involucra el acceso de la población a alimentos adecuados de 
forma permanente; como un elemento de constancia dentro de la estabilidad 
y de la “seguridad alimentaria” se constituye en un componente complejo, 
debido a que no solo trata del factor de disponibilidad, frente a crisis o algún 
acontecimiento excepcional, también de brindar protección a la población 
frente a la especulación.

	
	 Las políticas públicas deben necesariamente garantizar alimentos adecuados 

y variados, además que deben garantizar el acceso de toda la población a estos 
alimentos y en este sentido este componente abarca acciones más allá de la 
“política de reservas” de alimentos, en el entendido que las reservas sin un 
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enfoque social, podrían ser usadas bajo la figura de la simple acumulación 
con fines económicos. 

3. Soberanía alimentaria

En febrero de 2007, en el pueblo de Nyéléni en Selingue, en Mali, se reunieron 
organizaciones de campesinos, pueblos indígenas, pueblos sin tierra, comunidades 
forestales, agricultores familiares, pescadores tradicionales, consumidores, mo-
vimientos ecologistas; de más de 80 países, para estrechar fronteras y consolidar 
los esfuerzos en búsqueda de la “soberanía alimentaria”, producto de esta reunión 
se adopta la “Declaración de Nyéléni”,152este documento presenta la siguiente 
definición sobre “soberanía alimentaria”: 

“La soberanía alimentaria es el derecho de los pueblos a alimentos nutritivos y culturalmente 
adecuados, accesibles, producidos de forma sostenible y ecológica, y su derecho a decidir su propio 
sistema alimentario y productivo”.153

Si bien esta definición fusiona el concepto de “seguridad alimentaria” con el de 
“soberanía alimentaria”, la Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoamericano, 
en la “Ley Marco Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía Alimentaria”, 
aprobada el 2012, en la xviii Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoameri-
cano; presenta un concepto más claro:

“Soberanía Alimentaria se entiende como el derecho de un país a definir sus propias políticas 
y estrategias sustentables de producción, distribución y consumo de alimentos, que garanticen 
el derecho a la alimentación sana y nutritiva para toda la población, respetando sus propias 
culturas y la diversidad de los sistemas productivos, de comercialización y de gestión de los 
espacios rurales”.154

Pero además el Programa Especial para la Seguridad Alimentaria (PESA–
Centroamérica), incluye un elemento mucho más específico, de las prácticas de 
la agroempresa:

152	 Se adopta el nombre “Nyéléni”, en homenaje a una legendaria y valerosa mujer campesina 
de Mali, quien es admirada por su capacidad y conocimiento de la agricultura, se le atribuye 
la domesticación especies muy importantes para alimentación de su pueblo. (Fonio, samio) 

153	  Foro Mundial para la Soberanía Alimentaria, “ Declaración de Nyéléni”, Nyéléni, Selingue, 
Mali. Accesible en: www. nyeleni. org/spip. php, 2007.

154	  Ley Asamblea Ordinaria del Parlamento Latinoamericano, Derecho a la Alimentación, Seguridad 
y Soberanía Alimentaria, 2012.
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“La soberanía alimentaria es el derecho de los pueblos, las naciones o las uniones de países a 
definir sus políticas agrícolas y de alimentos, sin ningún dumping155 frente a países terceros”.156

La “soberanía alimentaria” define la política de Estado referente a la produc-
ción y el consumo de alimentos de acuerdo a las necesidades de la población, 
priorizando la producción para el consumo local y doméstico.

La “soberanía alimentaria”, por su naturaleza jurídica, es una cualidad mayor 
de una sociedad y se establece como una faceta de la “soberanía” que es atributo 
esencial de la constitución de un Estado, y es una expresión consciente de su 
autonomía y el ejercicio de su supremacía e independencia.

La decisión de elegir los alimentos que se van a consumir, se constituye en 
la exteriorización de voluntad soberana y desde un aspecto doctrinal la voluntad 
tiene los siguientes elementos:

a)	 Capacidad de discernimiento. Implica la posibilidad de desarrollo un 
proceso de análisis a partir del conocimiento empírico, información técnica 
especializada sobre determinado tema. En conclusión podría identificarse 
como la capacidad de elegir entre una forma de alimentación y otras diversas.

b)	 La intención. Este elemento que puede ser confundido con la voluntad 
misma, pero hay que dejar en claro que la intención es el elemento esencial 
de voluntad. Que implica la acción consiente en busca de un objetivo deter-
minado.

c)	 La libertad. Implica la ausencia de coacción o presión y se refleja en la in-
dependencia o elemento que permite ejercer la voluntad sin restricciones.

3.1. Complejo de derechos

La “soberanía alimentaria”, es parte del “plan de vida” que asume de manera so-
berana un Estado, para el bienestar de su población, pero también se constituye 
en un complejo de derechos, donde la “seguridad alimentaria” se constituye en un 
derecho rector y que determina de forma trascendente la “soberanía alimentaria”, 
pero también existen otros derechos:

155	 “Dumping.Voz inglesa originada en el verbo to dump (dejar caer). consiste en la venta de 
productos en un mercado extranjero a precios más bajos que los vigentes en el mercado de 
producción o inferiores a los de su costo (Bertoli). | Afluencia de productos de otro país ven-
didos a precios bajos que hacen imposible la competencia (Serra Moret). Ossorio, Diccionario 
de ciencias jurídicas políticas y sociales.

156	 De Loma-Ossorio, “ Seguridad Alimentaria y Nutricional. Conceptos Básicos. Programa Es-
pecial para la Seguridad Alimentaria-pesa-Centroamérica, Ministerio de Asuntos Exteriores 
de Cooperación. Agencia Española de Cooperación Internacional. fao”.
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a)	 El derecho de los pueblos a elegir lo que comen.- Este derecho se funda-
menta en la decisión de un Estado de “buscar el bienestar del pueblo” y la “seguridad 
alimentaria” como objetivo. Este derecho se constituye en la base en la que se 
construye la “soberania alimentaria” y se concreta de forma colectiva e individual.

–	 De forma colectiva. Cuando como Estado, prioriza productos aceptados 
culturalmente y tradicionales por su pueblo, y que además sean sanos, 
nutritivos y variados y establece políticas de revalorización de los mismos; 
privilegiando la alimentación de la población sobre los intereses pragmá-
ticos de la agroindustria y el monocultivo y de una visión estrictamente 
productiva comercial.

–	 De forma individual. Cuando el Estado garantiza el “derecho de los con-
sumidores”, aun mercado variado, donde puedan elegir libremente y se 
proporciona la información confiable sobre los productos. 

b)	 El derecho de los pueblos a decidir cómo producir.- Si bien decidir 
que alimentos queremos, es solo la mitad del camino, debemos establecer 
políticas y mecanismos para garantizar su producción. Y este derecho se 
concreta cuando como Estado, mantenemos nuestra capacidad de decidir y 
determinar todos los aspectos y facetas de la producción, sin influencia ex-
terna; y el poder de desarrollar políticas protectoras de la comercialización 
de productos, garantizando el abastecimiento de alimentos en los mercados 
internos; priorizando las políticas sociales para un acceso sostenible a los 
alimentos por sobre las necesidades económicas. 

c)	 El derecho de los pueblos a proteger y regular la producción nacional 
agropecuaria.- Este derecho se expresa en la potestad de diseño y promul-
gación de normativa interna en referencia a la producción y protección agro-
pecuaria, como un Estado soberano; sin influencia o presión de los intereses 
mercantilizadores de los alimentos. Pero no solo implica la potestad de pro-
mulgar leyes sino de traducirlas en políticas, programas y acciones concretas.

	 El consumidor tiene un rol importante para lograr garantizar este derecho, 
a través de la propuesta, vigilancia y control social sobre de las propuestas 
legislativas y políticas públicas. 

	 Además se debe garantiza a los productores los medios para desarrollar la 
producción sin presiones foráneas y otorgar mecanismos de fomento a la 
producción de alimentos tradicionales y variados. Por ello es indispensable 
revalorizar el papel de la agricultura familiar, campesina e indígena origi-
naria, garantizando el derecho al acceso al agua, las semillas y los recursos 
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productivos, respetando su visión y relación territorial, así como a un ade-
cuado fomento para su sostenimiento a través del tiempo y el establecimiento 
de políticas preferenciales frente a la agroindustria.

d)	 El derecho a proteger el mercado doméstico del dumping, de excedentes 
agrícolas y de las políticas que mercantilizan los alimentos.- Consolidar 
la “soberanía alimentaria” se constituye en un labor ardua y prolongada y 
muchas veces es amenazada por diferentes factores externos, que buscan la 
desestabilización de la producción nacional, afectando principalmente a los 
pequeños productores que son los que abastecen los mercados internos con 
productos variados y tradicionales.

	 El Estado tiene el derecho y deber de establecer políticas públicas y norma-
tivas que protejan el mercado interno y a los productores nacionales, y que 
se enfoquen en proteger la verdadera dimensión de los alimentos; como un 
elemento vital para la preservación de la sociedad, frente a los intereses que 
mercantilizan la producción y entienden a los alimentos solo desde la visión 
de objeto de lucro. 

4. Análisis constitucional 

4.1. Seguridad alimentaria

El texto constitucional contempla la “seguridad alimentaria” y “soberanía alimenta-
ria”, constitucionalizando estas dos figuras legales dentro de la estructura jurídica 
del Estado, pero además de su aplicación e identificación, establece un concepto en 
conjunto la “seguridad y soberanía alimentaria”, como un objetivo y fin del Estado 

El Estado tiene la obligación de garantizar la “seguridad alimentaria” (Artículo 
16, párrafo ii). La “seguridad alimentaria”, por su naturaleza jurídica es un derecho 
inherente a toda la población y se constituye en una disposición que garantiza a 
los individuos y la comunidad en su conjunto, el acceso y estabilidad del “derecho 
a la alimentación”. 

Pero la “seguridad alimentaria” es una figura es transversal en el marco de las 
competencias de los diversos niveles de gobierno; es una “competencia exclusiva”157 
de los gobiernos departamentales y de los gobiernos municipales:

157	 Artículo 297, párrafo I. Las competencias definidas en esta Constitución son: 
	 2. Exclusivas, aquellas en las que un nivel de gobierno tiene sobre una determinada materia 

las facultades legislativa, reglamentaria y ejecutiva, pudiendo transferir y delegar estas dos 
últimas. Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, Constitución Política de Estado 
Plurinacional de Bolivia.
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“Proyectos de fuentes alternativas y renovables de energía de alcance departamental 
preservando la seguridad alimentaria”. (Artículo 300, párrafo I, numeral16) 

“Proyectos de fuentes alternativas y renovables de energía preservando la seguridad alimentaria 
de alcance municipal”. (Artículo 302, párrafo I, numeral 12)

Esta redacción constitucional presenta consideraciones importantes; la “segu-
ridad alimentaria” se constituye en limitante constitucional frente a “Proyectos de 
fuentes alternativas y renovables de energía”, parece que fueran temas apartados y de 
imposible relación, pero la constitución sabiamente prevé la amenaza del uso de 
alimentos para la generación de combustibles(biocombustibles) y de los proyectos 
de explotación de los recursos hídricos para la generación de energía, entrando 
en competencia con el abastecimiento de agua para la producción agrícola. 

En este sentido el “uso del agua para la vida se constituye en un deber del 
Estado, quien regulará el manejo y gestión sustentable de los recursos hídricos 
y de las cuencas para riego, seguridad alimentaria y servicios básicos. (Artículo 
375, párrafo ii). 

En esta disposición se evidencia la estrecha relación entre los recursos hídricos 
y la consolidación de la “seguridad alimentaria” como objetivo del Estado.

4.2. Soberanía alimentaria

La figura de la “soberanía alimentaria” de forma independiente, se presenta en las 
disposiciones generales de la “Organización Económica del Estado” y se constituye 
en un objetivo para todo el aparato económico estatal:

“Promover la democracia económica y el logro de la soberanía alimentaria de la población”. 
(Artículo 309, numeral 4) 

La “soberanía alimentaria”, como objetivo del aparato económico estatal, 
representa un elemento de priorización de las necesidades vitales de la población 
frente a los factores de producción y económicos. 

4.3. La seguridad y soberanía alimentaria

La “seguridad y soberanía alimentaria” se emplea en la Constitución como un 
concepto integrado entre un derecho que resguarda la estabilidad del “derecho a 
la alimentación” y la facultad soberana del Estado de determinar las políticas que 
puedan garantizar estos derechos. 

Cuando se determina los objetivos de “Desarrollo rural integral sustentable” 
del Estado Plurinacional, se establece que; 
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“El desarrollo rural integral sustentable es parte fundamental de las políticas económicas del 
Estado, que priorizará sus acciones para el fomento de todos los emprendimientos económicos 
comunitarios y del conjunto de los actores rurales, con énfasis en la seguridad y en la soberanía 
alimentaria…”. (Artículo 405, numeral 4)

En este entendido, la “seguridad y la soberanía alimentaria”, como un concepto 
integrado, se instituye en un elemento regidor y determinante del desarrollo rural 
integral sustentable. De forma más concreta uno de los objetivos de la “política de 
desarrollo rural integral” del Estado, en coordinacion con las entidades territoriales 
autónomas y descentralizadas, es: 

“Garantizar la soberanía y seguridad alimentaria, priorizando la producción y el consumo 
de alimentos de origen agropecuario producidos en el territorio boliviano”. (Artículo 407, 
numeral 1) 

Esta disposición establece que un factor determinante para garantizar “la so-
beranía y seguridad alimentaria”, que es la protección y privilegio de la producción 
nacional. Se podría entender como una aproximación indirecta al concepto, pero 
se desarrolla en el texto como una medida de garantía.

Dentro de las relaciones internacionales, se determina que entre los principios 
que regirán para la negociación, suscripción y ratificación de tratados internacio-
nales está el principio de: 

“Seguridad y soberanía alimentaria para toda la población”; señalando además como 
parte inseparable de este principio la; “(…) prohibición de importación, producción y 
comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos que dañen la 
salud y el medio ambiente”. (Artículo 255 parágrafo I, numeral 8)

La “seguridad y soberanía alimentaria”, como figura jurídica se constituye en un 
elemento transversal, debido a que influye en varios aspectos y temáticas consti-
tucionales, y es polifacética en el sentido que se presenta como un derecho de la 
población, un deber del Estado, un fin y un objetivo de la estructura económica 
y jurídica del Estado, y además un principio rector dentro del sistema normativo. 
Estos dos aspectos determinan su importancia dentro del diseño constitucional. 

A pesar de esta importancia, el texto constitucional no ofrece un desarrollo 
conceptual de esta figura polifacética; salvo el artículo 255, parágrafo I, numeral 
8, que por su estructura gramatical se constituiría en el único desarrollo de la 
“seguridad y soberanía alimentaria”, con la prohibición de transgénicos. 

Pero esta indeterminación conceptual no le resta trascendencia dentro del 
diseño constitucional, pues la “seguridad y soberanía alimentaria”, se constituye en 
directriz de la estructura del Estado; es decir, determina las condiciones en las que 
se deben desarrollar aspectos trascendentes del Estado Plurinacional”.
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5. Análisis del marco legal referente 

5.1. Ley de la revolución productiva comunitaria agropecuaria

El 26 de junio de 2011 se promulga Ley Nº 144, “Ley de la Revolución Productiva 
Comunitaria Agropecuaria” que consolida el concepto de la soberanía alimentaria, 
como objetivo y finalidad del proceso denominado “Revolución Productiva Comuni-
taria Agropecuaria”, además que establece como prioridad la producción orgánica 
en armonía y equilibrio con las bondades de la Madre Tierra.158

Además esta ley señala que el proceso de la “Revolución Productiva Comuni-
taria Agropecuaria” y sus políticas se enmarcaran en el desarrollo rural integral 
sustentable y la “seguridad con soberanía alimentaria” (artículo 12). Dentro de la 
ley también se identifica a la “soberanía alimentaria” como un fin de la producción 
tradicional, orgánica, ecológica, agropecuaria y forestal con destino al consumo 
interno. (Artículo 16) 

Se determina como un principio rector de “Ley de la Revolución Productiva 
Comunitaria Agropecuaria”, a la “Soberanía Alimentaria” 

“Soberanía Alimentaria. El pueblo boliviano a través del Estado Plurinacional, define e 
implementa sus políticas y estrategias destinadas a la producción, acopio, transformación, 
conservación, almacenamiento, transporte, distribución, comercialización, consumo e 
intercambio de alimentos”. (Artículo 6, numeral 8)

Este principio reitera la importancia de la “soberanía alimentaria” y su polifa-
cética función; debido a que es un objetivo y finalidad de la ley y también es un 
principio rector de la misma, y determina que la soberanía reside en el pueblo 
boliviano y este decide todas las facetas de la producción agropecuaria.

Un elemento interesante de la Ley Nº 144 se encuentra en la parte referida 
a los principios (Artículo 6), debido a que la redacción de la ley se desvía del 
objetivo temático de la norma, que es regular la Revolución Productiva Comu
nitaria Agropecuaria y empieza a disponer principios de la “soberanía alimentaria”.

“Complementariedad. La soberanía alimentaria se sustenta en la concurrencia de todos los 
esfuerzos, iniciativas, principios y políticas del Estado, las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales y afrobolivianas, otros actores de la economía plural y 
la población en general, quienes actuarán conjuntamente para la satisfacción de las necesidades 
alimentarias de las bolivianas y los bolivianos”. (Artículo 6, numeral 2)

158	 Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, Ley de la Revolución Productiva Comunitaria 
Agropecuaria, Ley No 144, 2011.
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Este principio prioriza la complementariedad de actores y esfuerzos, en el 
entendido que la soberanía alimentaria más allá de ser una política pública se 
constituye en un elemento fundamental del Estado 

“Corresponsabilidad. La soberanía alimentaria es obligación y responsabilidad del Estado en 
todos sus niveles de gobierno y de todas las bolivianas y los bolivianos”. (Artículo 6, numeral 3)

Este principio, se refiere de forma específica a los cuatro niveles de gobierno 
(central, departamental, municipal y autonomías indígenas) dentro de la nueva 
estructura del Estado, pero se diferencia del principio de “Complementariedad”, 
al determinar la responsabilidad emergente de los diferentes niveles de gobierno 
y la población, en referencia a la soberanía alimentaria.

“Alimentación Adecuada. Acceso permanente a una alimentación saludable y suficiente para 
la población, sin discriminación ni distinción de clase social, credo religioso, opción política, 
género y generacional”. (Artículo 6, numeral 7)

La ley establece componentes de la seguridad alimentaria; alimentación 
saludable, suficiente; y la accesibilidad.

El artículo 13, numeral 4, de la ley hace referencia a la “Política de fortalecimiento 
de la base productiva”, que trata sobre “Recursos Genéticos”; como medida preventiva 
frente a la apropiación y erosión genética de especies y agro-biodiversidad. Se 
crea el Instituto Nacional de Innovación Agropecuaria y Forestal (iniaf), como 
instancia encargada de garantizar la conservación y administración “in situ” o en 
el lugar de origen y “ex situ” o fuera del lugar de origen de los recursos genéticos 
de la agro-biodiversidad, parientes silvestres y microorganismos de las diferentes 
eco-regiones del país. El inciso b) del mismo articulado señala: 

“El Estado facilitará el acceso a recursos genéticos con fines productivos y de investigación para 
consolidar la seguridad y soberanía alimentaria del país, siempre y cuando su uso se enmarque 
en las políticas de protección y defensa de los recursos genéticos del país”. (Artículo 13, inciso b)

En la interpretación podría entenderse, que este artículo apertura el ingreso a 
los transgénicos, pero la investigación genética, no solo se limita a la modificación 
genética, este artículo tiene dos limitantes específicas:

–	 El acceso a recursos genéticos con fines productivos y de investigación deberá 
ser para consolidar la seguridad y soberanía alimentaria del país, y estando 
vigente el artículo 255 parágrafo I, numeral 8; que establece como principio 
constitucional ligado a la Seguridad y soberanía alimentaria; “…la prohibi-
ción de importación, producción y comercialización de organismos genéticamente 
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modificados…”; no puede de ninguna forma aceptarse a los transgénicos como 
parte de la “Política de fortalecimiento de la base productiva”.

–	 Esta investigación y producción será viable cuando su uso se enmarque en 
las; “Políticas de protección y defensa de los recursos genéticos del país”; política que 
se encuentra determinada en el artículo 15, del mismo cuerpo legal, bajo el 
título; “Política de Protección de Recursos Genéticos Naturales”, que se enmarca 
en el marco de los artículos 342 y 346 de la Constitución Política del Estado 
y en la Ley N° 071, de 21 de diciembre de 2010, de Derechos de la Madre 
Tierra. Revisando el artículo 346 de la Constitución, el mismo señala; “El 
patrimonio natural es de interés público y de carácter estratégico para el desarrollo 
sustentable del país. Su conservación y aprovechamiento para beneficio de la población 
será responsabilidad y atribución exclusiva del Estado, y no comprometerá la soberanía 
sobre los recursos naturales. La ley establecerá los principios y disposiciones para su 
gestión”.159

5.2. Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien

La “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien”, establece 
en su artículo 2, que este cuerpo legal es una ley marco y tiene alcance y aplica-
ción en todos los sectores del Estado Plurinacional de Bolivia160 y en todas las 
entidades territoriales autónomas en el marco de las competencias asignadas en la 
Constitución Política del Estado y la Ley N° 071 de Derechos de la Madre Tierra. 
Además la Ley No 300 ratifica que la “soberanía y seguridad alimentaria” es el fin 
y objetivo fundamental de la Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria 
(Artículo 24, numeral 1)

La ley en su artículo 13 establece la necesidad de “saber alimentarse para vivir 
bien”, lo que implica promover el derecho a la alimentación y a la salud con so-
beranía y seguridad alimentaria; además conlleva entender la importancia de la 
regeneración de la Madre Tierra y el respeto a las zonas y sistemas de vida de las 
diferentes regiones y la prioridad de garantizar la soberanía y seguridad alimen-
taria. (Artículo 13, numeral 5) 

Establece como medida la necesidad de “prevenir y disminuir las condiciones de 
riesgo y vulnerabilidad de la Madre Tierra y del pueblo boliviano” con: 

“Acciones de gestión de riesgo en el sector agropecuario para prevenir la disminución de 
las capacidades de producción alimentaria del país en el marco de la soberanía y seguridad 
alimentaria con énfasis en la población y regiones más vulnerables.” (Artículo 17, numeral 2)

159	 Artículo 346, Constitución Política de Estado Plurinacional de Bolivia, Gaceta Oficial del 
Estado Plurinacional de Bolivia.

160	  Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, “Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo 
Integral para Vivir Bien”, Ley No.300, s. f.
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La sequía, la aparición de plagas que son incontrolables, el desabastecimiento 
de productos, son algunos de los argumentos que plantean las organizaciones 
“pro-transgénicos” para la apertura a los ogm. Pero “la soberanía y seguridad ali-
mentaria”, se constituye en un factor limitante a estas aspiraciones, debido a que 
la provisión de alimentos debe ser adecuada, lo que implica alimentos inocuos, 
saludables y variados y aun no existe “certeza científica absoluta” de que los alimentos 
transgénicos sean inocuos. 

Además, la misma ley establece que se debe establecer procesos de producción 
no contaminantes y que respetan la capacidad de regeneración de la Madre Tierra 
en función del interés público (Artículo 15) y la producción de transgénicos, al 
constituirse en una producción que se concentra en el uso de herbicidas de alto 
impacto al medio ambiente, se encuentra en contradicción con esta disposición. 

De igual forma a que la Constitución determina la prohibición de 
transgénicos;(Artículo 255, parágrafo II, numeral8) para precautelar la “soberanía 
con seguridad alimentaria”, la ley determina, la prohibición de la producción de 
agrocombustibles y la comercialización de productos agrícolas para la producción 
de los mismos (Artículo 24, numeral 1)

La Ley reconoce como un principio; la relación de dependencia entre el 
consumo responsable del agua y la “soberanía y seguridad alimentaria”:

“Agua Para la Vida. El Estado Plurinacional de Bolivia y la sociedad asumen que el uso y 
acceso indispensable y prioritario al agua, debe satisfacer de forma integral e indistinta la 
conservación de los componentes, zonas y sistemas de vida de la Madre Tierra, la satisfacción 
de las necesidades de agua para consumo humano y los procesos productivos que garanticen la 
soberanía con seguridad alimentaria”. (Artículo 4, numeral 10)

Además, el agua se constituye en un factor determinante para el “Vivir Bien” 
y establece como base y orientaciones que se debe garantizar el “derecho al agua 
para la vida”, priorizando su uso, acceso y aprovechamiento para garantizar la 
soberanía y seguridad alimentaria. (Artículo 27 numeral 1) como también la nece-
sidad de regular la conservación y manejo sustentable de las cuencas hidrográficas 
(Artículo 27 numeral 9). 

Conclusiones

En conclusión, el “derecho a la alimentación” como un derecho fundamental, se 
concreta en el acceso en todo momento, a alimentos suficientes inocuos, nutritivos 
y diversos. Y la “seguridad alimentaria” se constituye en la garantía de accesibi-
lidad y estabilidad de este derecho. La “soberanía alimentaria” es una expresión 
de la soberanía como país, por lo tanto representa acciones de protección a la 
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producción nacional y tradicional, garantizando la permanencia de los pequeños 
productores. Por lo tanto la “seguridad y soberanía alimentaria” se constituyen en 
un límite legal para el Gobierno, al momento de diseñar las políticas y normas 
legales referentes a la producción y comercialización de alimentos. 

Se debe entender que el concepto de la “seguridad y soberanía alimentaria” es 
un complejo jurídico transversal, y polifacético, que está determinado en el texto 
constitucional y en la normativa derivada de este; por lo que se constituye en un 
elemento rector del ordenamiento jurídico de Bolivia.

En este sentido después de evaluar en su real dimensión los conceptos de 
la “seguridad alimentaria” con todos sus componentes; la “soberanía alimentaria” 
como un fin y objetivo fundamental; y en su conjunto la “seguridad y soberanía 
alimentaria”, como un principio rector y un fin del Estado. Además de identificar 
que un mercado monopólico representa un grave cercenamiento de la soberanía; 
sumado a la incertidumbre respecto a los efectos de los transgénicos en la salud, el 
Medio Ambiente y la Madre Tierra, además del enorme riesgo potencial debido 
a la estrecha relación de estos productos con los herbicidas. Se concluye que no 
es posible concordar la producción, comercialización y consumo de organismos 
genéticamente modificados con la “seguridad y soberanía alimentaria”. 

 





[129]

1. Antecedentes

Podemos dividir los antecedentes de los “derechos del consumidor”; en dos etapas, 
en la primera etapa, el elemento característico es la discrecionalidad, debido a 
que el factor determinante, para el cumplimiento de los derechos del consumidor 
es la voluntad del proveedor; por lo que en este período, se provocan excesos y 
abusos a los consumidores; lo que provoca otro factor característicos que es el 
nacimiento de las primeras organizaciones de defensa de los consumidores para 
enfrentar estos abusos; otra particularidad es que la legislación promulgada se 
aboca a temas específicos y se enfocan en el servicio o producto; y aun no se 
identifica las características y concepto de los “derechos del consumidor”. En la 
segunda etapa se identifica los derechos atribuibles a los consumidores, debido a 
esto la legislación tienes dos características; ya no se enfoca en productos espe-
cíficos, sino de forma general regula los derechos atribuibles al sujeto; aparecen 
las legislación supranacionales, que determinan un marco legal para los países. 

1.1. Etapa de las organizaciones de consumidores

En esta etapa los “derechos del consumidor” inicialmente tenían su espacio de acción 
en el derecho privado, es decir que estos derechos se establecían a partir de la 
relación entre el consumidor y los proveedores. En este sentido muchas veces se 
constituía la relación de consumo a través de un contrato escrito, lo que significaba 
que los derechos estaban limitados a lo establecido por las partes, en el documento 
y las obligaciones se circunscribían al intercambio de prestaciones. Pero en la 
mayoría de los casos la relación se establecía de manera verbal, los derechos del 

capítulo sexto

Los derechos de los consumidores
y el etiquetado de transgénicos
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consumidor se reducían a la voluntad del proveedor. En ambos casos los derechos 
del consumidor eran limitados. 

En este periodo, la evolución de los “derechos del consumidor” pasa por lapsos 
de especulación, precios altos y el acaparamiento de mercancías, producto de crisis 
económicas; latentes; pero también por hechos dramáticos y trágicos provocados 
por productos de la industria farmacéutica. Frente a este contexto la población se 
organiza para enfrentar la problemática laboral y social. En este marco aparecen 
las primeras organizaciones de consumidores, que inciden en las políticas públicas 
y en la legislación. 

Una de las primeras experiencias de organización de la población fueron las 
“cooperativas de consumo”, que a pesar de que en su esencia su objetivo exclusivo no 
era la defensa de los derechos del consumidor, se constituyen como una alternativa 
para la población frente a condiciones laborales y económicas injustas. La “Sociedad 
Equitativa de los Pioneros de Rochdale”, fundada en Inglaterra, en el año 1844, es 
el antecedente más conocido sobre este tipo de organizaciones. En la ciudad de 
Rochdale, los tejedores desocupados, se organizan bajo los objetivos de buscar 
una distribución equitativa de los beneficios del trabajo y una sociedad más justa.

A finales de los treinta e inicios de los setenta se produjeron dos movilizaciones 
de consumidores; en el primer caso por la muerte de personas a consecuencia del 
consumo de sulfanilamida y la huelga de las amas de casa en Detroit; el segundo 
caso fue por la talidomida, una droga para combatir el insomnio, que entro en el 
mercado sin haber sido suficientemente probada y ocasionaba trastornos y mal-
formaciones en los fetos. Estas movilizaciones provocan en primera instancia la 
promulgación de leyes específicas y la generación de competencias regulatorias 
frente a actividades fraudulentas.

La acción de las organizaciones viabilizó la promulgación de legislación 
específica referente a productos, como la carne y las regulaciones farmacéuticas. 
Esta normativa estaba diseñada en función al producto y al sector productivo 
correspondiente como objeto de regulación pero los derechos del consumidor 
no se encontraban plenamente identificados.

a) Liga Nacional de Consumidores (ncl)

Para desarrollar los antecedentes de los “derechos de los consumidores”, es necesario 
mencionar a la “Liga Nacional de Consumidores” o ncl por sus siglas en inglés, 
sobre todo cuando también nos ocupamos del tema del etiquetado, debido a que la 
liga es una de las primeras organizaciones que trabajó en el tema de la legislación 
de verdad y transparencia sobre el envase.

“El primer paso hacia el reconocimiento de los consumidores, como receptores de las 
consecuencias del mercado salvaje, fue la creación de “National Consumers league” en 
1899, resultado del movimiento del consumerismo o “consumerism” iniciado en la segunda 
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mitad del siglo xx. De estos primeros esfuerzos se recogerían frutos en 1906, cuando se 
expidió la primera ley de protección al consumidor: El acta de medicamentos y alimentos 
seguros, siendo consecuencia del aumento de los precios, los escritos polémicos de Upton 
Sinclair y los escándalos relativos a las sustancias farmacéuticas . Le siguieron la ley sobre 
inspección de carne y la creación de la Comisión Federal para el Comercio en 1914”.161 

La fundación de la Liga se realiza en el año 1899, por dos de las principales 
figuras sociales de Estados Unidos; Jane Addams y Josephine Lowell. La liga en 
casi 70 años de trabajo incidió en los siguientes temas: 

–	 “Promover la Ley de Inspección de la Carne de 1906 y la Ley de Alimentos 
y Drogas Puras de 1906 

–	 Mejoramiento de las leyes de seguridad alimentaria y farmacéutica 
–	 Monitoreo federal de pesticidas 
–	 Legislación en materia de seguridad social
–	 Carne sana y aves de corral 
–	 La legislación sobre la verdad en el envase 
–	 Aditivos alimentarios y pruebas de color 
–	 Seguridad de los trabajadores en las industrias atómicas”162

Una de las características más importantes de la Liga fue la enorme legitimidad 
adquirida; esta característica posibilitó la influencia directa en los gobernantes para 
la promulgación de normativa social, logrando que paralelamente se incida en los 
derechos del consumidor y la vigilancia de aspectos específicos dentro del sector 
de la alimentación; como también en materia laboral, velando por los derechos 
de las mujeres y las medidas referentes al trabajo infantil. 

b) Organización Internacional de Uniones de Consumidores 

En La Haya, en marzo de 1960, la Primera Conferencia Internacional de dirigentes 
de organizaciones de consumidores, reunió a 17 organizaciones de consumidores 
de diferentes países, después de este evento las organizaciones de Bruselas, Lon-
dres, Nueva York y La Haya crean la Organización Internacional de Uniones de 
Consumidores (iocu), por sus siglas en inglés. 

La iocu busca brindar las garantías a los ciudadanos para un ejercicio in-
formado de su rol como consumidor, pero con el principal objetivo de incidir 
en la generación de normativa supranacional. Uno de los obstáculos iniciales a 

161	 Lía Catalina López Márquez, Viviana de Jesús Martelo Angulo, y Rafaela Ester Asesor Sayas 
Contreras, “La Protección del Consumidor en Colombia en la Ley 1480 de 2011 a Partir de 
las Directrices de la Resolución 39/248 de la onu.”, 2012, 11.

162	 NCL, “Un vistazo a más de 100 años de abogacía”, s. f., http://www.nclnet.org/history.
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superar, era la débil estructura económica, con la que iniciaban sus actividades. 
La década de 1980 fue crucial para la iocu debido que al iniciar esta década 
empiezan las actividades en América Latina y el Caribe; y a finales de la década 
inicia el trabajo en África.

Actualmente supera las 250 organizaciones en 115 países, debido a ello su 
papel fue decisivo para la adopción de las Directrices de la Organización de Na-
ciones Unidas, para la protección al consumidor.

1.2. Etapa de legislación de los derechos de los consumidores 

En esta etapa se evidencia la necesidad de identificar la autonomía de los “derechos 
del consumidor” de los derechos de la persona; otra característica es que los derechos 
del consumidor abandonan la esfera exclusivamente privada para incluir al estado 
como garante entre el proveedor y el consumidor.

1.2.1. La carta europea de protección de los consumidores

La Asamblea Consultiva de la entonces Comunidad Europea, en el año 1973 
promulga la Resolución No 543/73, que es conocida como la “Carta de Protección 
a los Consumidores”. Esta resolución primero identifica como categoría autónoma 
los derechos propios del consumidor y establece la necesidad de protección de 
estos derechos y a la asistencia al titular de los mismos. 

Además la carta contempla tres disposiciones de aplicación general a los 
consumidores; el derecho de los consumidores a organizarse en asociaciones; a 
la educación y el derecho a la información no solo sobre la calidad del producto, 
sino también en referencia a la identidad de los proveedores. Entre uno de los 
derechos específicos se encuentran la reparación del daño, o por la difusión de 
mensajes engañosos o erróneos. 

 
1.2.2.	El programa preliminar y las directivas de la Comunidad Económica
	 Europea

El Consejo de las Comunidades Europeas, el 14 de abril de 1975, aprueba el “Progra-
ma Preliminar de la Comunidad Económica Europea para una Política de Protección e 
Información a los Consumidores”. Este programa desarrolla lo que denominaría los 
cinco derechos fundamentales de los derechos del consumidor:

a)	 El derecho a la protección de la salud y la seguridad.- Como un derecho 
general aplicable a todos los productos, establecía el resguardo al consumidor, 
frente a un producto que pudiera provocar daños o menoscabar la salud del 
consumidor, se establecía la obligación del proveedor y en extensión de los 
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Estados, de retirarlo del mercado, a través de procedimientos expeditos y 
sencillos.

b)	 El derecho a la protección de los legítimos intereses económicos.- Este 
derecho podría definirse como un complejo de derechos, de aplicación especí-
fica a un determinado sector o a una situación concreta. Establecía protección 
al consumidor frente a condiciones abusivas de crédito, pago de mercancías 
no ordenadas, contratos de adhesión, métodos de venta agresivos, producto 
defectuoso o un servicio deficiente, presentación y promoción engañosa.

c)	 El derecho a la información y a la educación.- Ingresa en escenario el con-
cepto de “información suficiente”, este derecho permita al consumidor ejercer 
el derecho a elegir el producto y el uso adecuado de los mismos. Además se 
deben generar acciones a para formar “consumidores informados”. Este cuerpo 
normativo empieza a ver al consumidor como un sujeto más complejo a partir 
del concepto; “consumidores conscientes” no solo de sus derechos sino también 
de sus obligaciones. 

d)	 El derecho a la reparación de los daños.- Establece la necesidad de un pro-
cedimiento integral, en donde el usuario reciba asesoramiento y el proveedor 
proporcione procedimientos rápidos, eficaces y poco costosos, en busca de 
una justa reparación.

e)	 El derecho a la representación.-Este derecho nace del derecho a la aso-
ciación y establece de forma indirecta las facultades de representación de los 
usuarios de estas organizaciones, al establecer el derecho de los consumidores 
de ser consultados y escuchados a través de sus asociaciones.

1.2.3. Las directrices de la onu para la protección al consumidor

Conmemorando el discurso que el presidente John F. Kennedy pronunció en el 
año 1962, ante el Congreso de los Estados Unidos, en 1983 la Asamblea General 
de Naciones Unidas declara al día 15 de marzo de cada año, como “Día Mundial 
del Consumidor”. Esta declaración es parte de un proceso de reconocimiento de los 
derechos del consumidor, que vería sus frutos tres años después, con la adopción 
de las “Directrices para la Protección al Consumidor”. 

El 16 de abril de 1985, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la 
Resolución 39/248, que establece las “Directrices para la Protección al Consumidor”. 
Este cuerpo legal, se constituye en uno de los más importantes para los “derechos 
del consumidor”, debido a su alcance, al establecer directrices que deben ser 
desarrolladas en políticas y leyes por los Estados miembros.

Las directrices de la onu representan uno de los logros más significativos 
para las organizaciones de consumidores, al consolidar el concepto del consu-
midor como titular de derechos específicos e identificar claramente cuáles son 
los derechos propios y autónomos del consumidor, dentro de un cuerpo de leyes 
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supranacional, que no se limita solo a la aplicación continental. Además establece 
una evolución legal significativa, pero no estática, debido a que las directrices se 
encuentran en una constante actualización; razón por lo que posteriormente es 
desarrollada por el Consejo Económico y Social en su Resolución 1999/7, de 26 de 
julio de 1999, y revisadas y aprobadas por la Asamblea General en su Resolución 
70/186, de 22 de diciembre de 2015.

Las directrices, establecen los principios para las buenas prácticas comercia-
les, en el entendido que la relación comercial transparente, determina el nivel 
de aplicación de los derechos de consumidores; estos principios se expresan en 
deberes y obligaciones de las empresas:

a)	 Trato justo y equitativo.- Este principio se resume en la obligación de 
las empresas de tratar de manera justa y honesta a los consumidores y en la 
prohibición de evitar prácticas que los perjudiquen.

b)	 Conducta comercial.- Este principio detalla cuales son las prácticas que no 
deben realizar las empresas en relación a los consumidores: prácticas ilegales, 
poco éticas, discriminatorias o engañosas, comercialización abusiva, el cobro 
abusivo de deudas.

c)	 Divulgación y transparencia.- La información que brinde la empresa debe 
ser; completa, exacta y no capciosa; y debe contener términos, condiciones, 
cargos aplicables y costo final de los productos y servicios. 

d)	 Educación y sensibilización.- Con el fin que el consumidor cuente con 
el conocimiento necesario para la tome de decisiones. Las empresas deben 
elaborar programas y mecanismos con este fin.

e)	 Protección de la privacidad.- Este principio se refiere a la obligación de las 
empresas de proteger la privacidad del consumidor y la recopilación y utili-
zación de sus datos personales solo bajo el consentimiento del consumidor.

f)	 Controversias y reclamaciones de los consumidores.- Las empresas 
deben contar con mecanismos de reclamo que permitan al consumidor, sin 
cargas ni costos innecesarios, resolver controversias de manera rápida, justa, 
transparente, poco costosa, accesible y efectiva. 

Las Directrices reconocen en forma implícita los siguientes seis derechos 
fundamentales de los consumidores.

a)	 Políticas nacionales para la protección del consumidor.- Entre la políticas 
los países deben enfocarse en la generación de buenas prácticas comerciales, 
información clara y oportuna sobre los bienes o servicios como también sobre 
la identidad de la empresa; regulación para que los contratos de consumo sean 
claros, concisos y fáciles, y la existencia de un proceso transparente para la 
confirmación, anulación, devolución y reembolso de las transacciones, como 



135los derechos de los consumidores y el etiquetado de transgénicos

la existencia de mecanismos de pago seguro y de solución de controversias 
y de compensación. Se debe garantizar la privacidad de los consumidores y 
la seguridad de los datos, además que se debe fortalecer los organismos de 
protección de los consumidores.

b)	 Seguridad física.- Implica que los países deben establecer un marco nor-
mativo y regulatorio que garantice que los productos sean inocuos para los 
consumidores, tanto los producidos como los importados y garantizar que 
los consumidores estén debidamente informados sobre esos peligros; como 
también que se instalen políticas para retirar y reemplazar o sustituir por 
productos peligrosos.

c)	 Promoción y protección de los intereses económicos de los consumi-
dores.- Esta directriz como objetivo debe procurar que los consumidores 
obtengan el máximo beneficio de sus recursos económicos y una protección 
efectiva contra las prácticas que puedan perjudicar los intereses de los con-
sumidores. Para ello es necesario garantizar la posibilidad de elegir en el 
mercado. Un punto muy importante dentro de los derechos de los usuarios 
y consumidores, se centra en la posibilidad de elegir libremente, a partir de 
recibir información adecuada sobre el producto y la identificación correcta 
de la empresa. 

	 Pero el compromiso del Estado no se limita solo en la emisión de normas; 
esta directriz determina que los estados deben garantizar que los fabricantes, 
los distribuidores y cuantos participan en la provisión de bienes y servicios 
cumplan las leyes y las normas. Pero también identifica que existen actores 
importantes como las organizaciones de consumidores y el Estado debe 
alentar su labor de vigilancia.

	 Los Estados deben fomentar el principio del trato justo de los consumidores 
y el acceso a información inequívoca sobre los efectos de los productos y los 
servicios en el medio ambiente.

d)	 Normas para la seguridad y calidad de los servicios y bienes de con-
sumo.- Los Estados deben formular o promover normas y reglamentación 
en referencia a la seguridad y calidad de los productos. Deben fomentar y 
garantizar la disponibilidad de servicios y bienes en base a la certificación 
de seguridad, calidad y el buen funcionamiento de los servicios y bienes de 
consumo.

e)	 Sistemas de distribución de servicios y bienes de consumo esencia-
les.- Esta directriz implica adoptar o mantener políticas para asegurar la 
distribución eficiente de bienes y servicios a los consumidores. El Estado no 
solo debe ser un ente regulador, debe participar de forma activa en casos de 
emergencia, en el almacenamiento y venta al por menor. En esta directriz 
las organizaciones civiles como las “cooperativas de consumidores” deben ser 
fomentadas.
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2. Naturaleza jurídica y concepto

La naturaleza legal de los “derechos del consumidor”, siempre ha despertado un 
debate doctrinal, tanto para determinar la generación a la que pertenecen dentro 
de la clasificación de derechos, como la cuestión para establecer a que rama del 
derecho corresponden.

Inicialmente se percibía que los “derechos del consumidor” son de “Segunda ge-
neración” (derechos económicos, sociales y culturales), en el entendido que estos 
derechos surgen de una relación económica y los derechos emergentes compren-
den la protección del patrimonio, vigilancia de la contraprestación; además que el 
derecho de asociación de los consumidores, es parte de los derechos de esta generación.

Posteriormente se identifica con claridad, que los “derechos del consumidor” tiene 
su esencia en el sujeto titular y no en la materia que regulan, por lo tanto se iden-
tifica claramente a estos derechos dentro de los derechos de “tercera generación”.

Los derechos de “tercera generación”, (paz, y medio ambiente.) son los lla-
mados solidarios, porque la problemática que enfrentan afecta a la población o 
a un determinado grupo en forma colectiva. Un aspecto característico de esta 
generación es la necesidad de acción y esfuerzo colectivo para lograr garantizar 
estos derechos, que pueden ser:

a)	 Derechos Difusos.- Son de titularidad universal, es decir que todos somos 
sujetos de estos derechos, pero por las características del bien protegido, no 
se puede individualizar de forma concreta esta titularidad. Por ejemplo el 
“derecho a la paz”.

b)	 Derechos colectivos.- Son los derechos cuya titularidad la ejerce o corres-
ponde a un conjunto o grupo social determinado y responde a sus intereses de 
forma colectiva. Si bien todos podemos ser titulares de estos derechos, como 
por ejemplo, dentro del “derecho al medio ambiente”, existe la posibilidad de 
individualizar la titularidad, cuando una población indígena es afectada por 
el derrame de petróleo.

Los derechos del consumidor son derechos colectivos, porque la titularidad 
de este derecho corresponde a toda la población que realice consumo de bienes o 
servicios, lo que representa casi una totalidad de la población; pero este derecho 
puede ser individualizado en su titularidad cuando se realiza alguna agresión al 
mismo derecho, identificándose a las víctimas, como titulares del derecho.

En conclusión, la relación entre estas dos perspectivas; de ser un derecho 
colectivo y poder ser individualizado en su titularidad, se basa en que los titu-
lares de los derechos colectivos son grupos o sectores humanos y estos están 
integrados por personas individuales. Por lo tanto la suma de sus derechos 
individuales conforman el derecho colectivo; por lo que el derecho colectivo 
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cumple la función de complementar, fortalecer y coadyuvar en el ejercicio de 
los derechos individuales. 

Inicialmente los derechos del consumidor se limitaban a la esfera comercial, 
por lo tanto se encontraban dentro de la rama del Derecho Privado. Posterior-
mente la identificación de la relación con otros derechos, como el derecho a la 
salud, a través de la garantía de inocuidad de los productos, amplían su alcance al 
Derecho Público. Por lo tanto, los derechos atribuibles al consumidor son hete-
rogéneos y debido a esa complejidad es que no pueden ser integrados de forma 
exclusiva a una rama del derecho. 

3. Concepto

Se entiende como “derechos del consumidor” al complejo de derechos atribuibles a 
las personas naturales o jurídicas que adquieran o utilicen productos o servicios. 
Este complejo de derechos es dinámico y evoluciona según las características del 
mercado, según las necesidades del consumidor y para equilibrar la relación de 
consumo, como define Romero:

“El derecho del consumidor es un sistema global de normas, principios, instituciones y medios 
instrumentales consagrados por el ordenamiento jurídico para procurar al consumidor una 
posición de equilibrio dentro del mercado en sus relaciones con los proveedores de bienes y 
servicios en forma masiva”.163

Los “derechos del consumidor”, se fundamentan en la protección del sujeto a 
quien se le confieren derechos específicos, en razón a que las relaciones de con-
sumo son en su naturaleza desproporcionadas. Otra característica determinante 
es que a diferencia de otros derechos colectivos, el sujeto no pertenece a un grupo 
determinado, es decir en el caso de los “derechos de los pueblos indígenas” él sujeto 
colectivo son los pueblos indígena originarios. Pero en el caso del consumidor 
existe una identificación general en sentido que todos los colectivos humanos y 
personas en algún momento son consumidores. El 15 de marzo de 1962, el dis-
curso del presidente John Fitzgerald Kennedy ante el Congreso de los Estados 
Unidos, reafirma este concepto:

“Consumidores, por definición, somos todos. Son el grupo mayoritario de la economía, afectando 
y siendo afectados por la práctica totalidad de las decisiones económicas públicas y privadas (…) 
Pero son el único grupo importante en la economía que no están organizados eficazmente, 
cuya opinión es a menudo ignorada”. 

163	 Jorge Enrique Romero-Pérez, “ Derechos del consumidor”, Revista de Ciencias Jurídicas, n.o 
100 (2003): 209.
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El rol del consumidor es muy complejo y a medida que las modalidades del 
mercado van creciendo o evolucionando; como en el caso del comercio electrónico, 
se van identificando nuevas circunstancias en las que el consumidor necesita ser 
apoyado o coadyuvado para equilibrar la “relación de consumo”, pero además más 
allá de esta relación, el rol del consumidor, por su transversalidad, tiene un papel 
determinante en otras temáticas que afectan a la población, como el medio ambiente. 

3.1. Consumo responsable 

El consumidor no solo es sujeto de derechos, debido al efecto transversal con 
otras áreas y temáticas que afectan y la importancia de la relación de consumo. 
También se identifica las obligaciones del consumidor y en base a esta premisa 
nace el concepto de “consumo responsable”. Se establecen dos presunciones para 
determinar cómo aparece este concepto:

La primera nos habla de una situación de transición entre una sociedad que 
ve satisfecha y garantizada sus necesidades básicas y por ende ahora aboca sus 
esfuerzos en elementos más específicos del proceso de mercado, priorizando 
valores sociales. Inglehart define este punto:

“Alcanzado un determinado grado de desarrollo económico y tecnológico, y satisfechas las 
necesidades básicas de sustento de una proporción cada vez mayor de la población, las prioridades 
comienzan a desplazarse a reivindicaciones más cualitativas de participación, preservación de 
la autonomía, calidad de vida, control sobre los procesos de trabajo y consumo. Surge así una 
mayor preocupación por los problemas medioambientales, por los derechos y libertades cívicas 
y personales y, en general, aumenta el interés por los aspectos sociales, políticos, intelectuales 
y estéticos de la vida”.164

La segunda no se refiere a un hecho social determinado, sino a un cambio en la 
voluntad y visión del consumidor, en relación al mercado y sus efectos colaterales, 
donde el consumidor asume su responsabilidad y se empodera de su rol, entendiendo 
que puede incidir en temas como la protección al medio ambiente y el estableci-
miento de formas de relación producción justas. Llopis sobre este punto señala:

“Desde este ángulo teórico podría ser relacionado más con una cierta madurez de los 
consumidores (en el sentido literal y no moral del término) que con un repentino arrebato de 
‘buena conciencia’. Ello haría posible hablar de la conversión del consumo en un espacio para 
el ejercicio de la ciudadanía en aspectos como la toma de decisiones respecto a la adquisición 
de productos y servicios, la reivindicación a través de organizaciones de consumidores y 
movimientos sociales, o la reclamación de derechos ante los tribunales”.165

164	 Ronald Inglehart, El cambio cultural en las sociedades industriales avanzadas, 1991.
165	 Ramón Llopis Goig, “ Consumo responsable y globalización reflexiva: Un estudio referido 

al comercio justo en España”, Revista española del tercer sector, N.o 11 (2009): 149.
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La responsabilidad que tiene el consumidor es la esencia que va estructurando 
el concepto de “consumo responsable.” Florence Kelley, primer Secretario General 
de la Liga Nacional de Consumidores de ee.uu., declaro:

“Vivir significa comprar, comprar significa tener poder, tener poder significar tener 
responsabilidad”. 

Podemos definir que el “consumo responsable”, es el desarrollo de las “relacio-
nes de consumo”,166 y se orientan en razón del conocimiento de factores propios y 
profundos del proceso de producción de productos y servicios, y en conciencia 
de los efectos ambientales y sociales que estos generan.

Es decir, que las “relaciones de consumo” no solo están determinadas por 
factores tradicionales como el costo de los servicios y productos, la calidad de los 
mismos o la accesibilidad a ellos. Ahora son determinantes factores de producción, 
como el origen de la materia prima, donde se producen, como son fabricados, 
cuales son las condiciones sociales de los trabajadores que participan en el proceso, 
si estos procesos usan tecnologías limpias o amigables con el medio ambiente y 
la identificación clara de la empresa productora o proveedora. 

Pero sobre todo el “consumo responsable” tiene como un eje rector, la 
“causalidad”167 tanto de la “relación de consumo” como del “proceso de producción” en 
referencia a los efectos que tiene en el medio ambiente, en la preservación de la 
biodiversidad, en la salud o en la situación de grupos sociales vulnerables. 

El “consumo responsable, también implica el consumo proporcionado de pro-
ductos o servicios que sean estrictamente necesarios para cubrir las necesidades 
del consumidor, buscando evitar el “consumismo” que significa el consumo de 
productos y servicios de forma excesiva e innecesaria.

En nuestro país la “Ley general de los derechos de las usuarias y los usuarios y de las 
consumidoras y los consumidores”, establece al “consumo responsable y sustentable”, como 
principio que rige la protección y defensa de los derechos de los consumidores; 
“Los hábitos de consumo procuran el uso de productos y servicios en armonía y equilibrio 
con la Madre Tierra”.168

166	 Relación de Consumo. Es el vínculo que se establece entre el proveedor, que provee un 
producto o presta un servicio, y quien lo adquiere, utiliza o consume como destinatario final. 
Gaceta Oficial del Estado Plurinacional, Ley General de los derechos de las usuarias y los usuarios 
y de las consumidoras y los consumidores, Ley No 453, s. f.

167	 La causalidad es la relación entre un proceso, hecho o acción y un efecto o consecuencia 
determinada; entendiéndose al hecho como factor provocador o generador del efecto.

168	 Gaceta Oficial del Estado Plurinacional, Ley General de los derechos de las usuarias y los usuarios 
y de las consumidoras y los consumidores.
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4. Principales derechos como consumidores

La Constitución Política del Estado Plurinacional, constitucionaliza los derechos de 
las usuarias y los usuarios y de las consumidoras y los consumidores, en los artículos 
75 y 76; estableciendo el derecho a un suministro de alimentos, fármacos y productos 
en general, en condiciones de inocuidad, calidad, y cantidad disponible adecuada y 
suficiente, con prestación eficiente y el derecho a una información fidedigna.

La Ley Nº 453, “Ley general de los derechos de las usuarias y los usuarios y de las 
consumidoras y los consumidores”, promulgada el 4 de diciembre de 2013, amplia y 
establece los derechos del consumidor y dentro de sus principios determina que 
en caso de duda, la Ley y las estipulaciones convenidas se aplicarán en la forma 
más favorable a las usuarias y los usuarios, las consumidoras y los consumidores. 
(Favorabilidad)

Nos apoyaremos en estas normativas para desarrollar el punto siguiente 

4.1. Derecho a la información 

El “derecho a la información” se constituye en uno de los derechos base de los 
“derechos del consumidor”, debido a que este proporciona los medios para que el 
consumidor ejerza de forma libre y en pleno conocimiento, la elección de los 
productos y servicios. 

La Constitución Política del Estado Plurinacional, en su artículo 75, numeral 
2, señala que los usuarios y los consumidores gozan del derecho: 

“A la información fidedigna sobre las características y contenidos de los productos que consuman 
y servicios que utilicen”. (Artículo 75, numeral 2)

La Constitución establece que la información se refiere a las características y 
contenidos; esto implica los aspectos más relevantes de los productos y servicios 
ofertados como los precios, los instructivos de usos y funcionamiento, las garantías 
y sus límites, elementos, ingredientes y contenidos de los productos, composición 
química, posibles efectos colaterales, en conclusión toda la información sobre los 
productos y servicios, que puedan afectar la salud, e intereses del consumidor o 
influir en su decisión.

La Ley Nº 453, en su artículo 14, determina como obligación del proveedor 
de productos o servicios, proporcionar la siguiente información en el caso de los 
alimentos: 

“Proporcionar información sobre las características, composición nutricional, forma de uso o 
conservación de los productos o servicios ofertados, de manera accesible para las usuarias y los 
usuarios, las consumidoras y los consumidores”. (Artículo 14, inciso a)
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“Proporcionar información sobre los posibles riesgos que puedan afectar la salud e integridad 
física, que provengan del consumo o uso del producto o servicio”. (Artículo 14, inciso b)

“El proveedor de productos o servicios alimenticios, está obligado a tener información accesible 
con relación a la calidad del producto o del servicio y con las especificaciones de sus características 
principales”. (Artículo 14, inciso c)

En el caso de los transgénicos estas tres disposiciones son vitales para el 
consumidor, sobre todo en referencia a los posibles riesgos que puedan afectar a 
la salud e integridad física por el consumo de los productos, además si tomamos 
en consideración que hay una enorme existencia de productos importados que en 
su composición tienen transgénicos o son derivados de transgénicos. Por lo tanto 
las empresas importadoras de estos productos están obligadas a tener información 
accesible con relación a las especificaciones de sus características principales. 
(Composición relacionada con transgénicos)

“Consignar el precio total en moneda nacional que incluya los tributos, comisiones y cargas 
que correspondan”. (Artículo 14, inciso d)

“Informar oportunamente sobre los ajustes de tarifas en los servicios, así como el rango de 
precios que estén disponibles para un mismo producto o servicio”. (Artículo 14, inciso e)

Tomando en consideración que los productores agropecuarios son consumi-
dores, dentro de una “relación de consumo”; al adquirir las semillas de las empresas 
importadoras o productoras de ogm, que en este caso tiene el rol de proveedores; 
el artículo 14, inciso d, establece que estas empresas están obligadas a consignar 
el precio total en moneda nacional que incluya los tributos, comisiones y cargas 
que correspondan; este elemento es muy importante al momento de establecer, 
para un productor agropecuario, cuanto en realidad le cuesta la adquisición de 
estos paquetes tecnológicos.

El artículo 15 de la misma ley, establece la obligación del proveedor de pro-
ductos o servicios alimenticios, de proporcionar información que puedan afectar 
a personas vulnerables. 

“De alimentos que causen daños o riesgos a la salud de las mujeres gestantes, al embrión, 
al feto o al recién nacido, adultos mayores y personas con discapacidad”. (Artículo 15, 
inciso a)

La Ley Nº 453, “Ley general de los derechos de las usuarias y los usuarios y de las 
consumidoras y los consumidores”, en su artículo 13, define el “derecho a la informa-
ción” cómo:



142 organismos genéticamente modificados desde una perspectiva jurídica

“Las usuarias y los usuarios, las consumidoras y los consumidores tienen derecho a recibir 
información fidedigna, veraz, completa, adecuada, gratuita y oportuna sobre las características 
y contenidos de los productos que consuman y servicios que utilicen”. (Artículo 13)

Al momento de analizar las características de la información, tanto la Consti-
tución como la Ley Nº 453, señalan que la información debe ser fidedigna, como 
principal característica. Y “fidedigna” desde el origen de la palabra significa “digno 
de fe”, es decir que la información que se proporcione al consumidor debe ser 
confiable, lo que implica que deben ser datos reales y objetivos. Por lo tanto la 
información no debe ser parcial, tendenciosa o dirigida.

La Ley Nº 453, complementa otras características de la información: veraz, 
por lo que la información debe ser real o verdadera; debe ser completa, no debe 
omitirse partes de la misma; debe ser adecuada, lo que implica que la información 
debe cumplir con los requisitos establecidos; es gratuita, por lo que su emisión 
y recepción no debe incluir costo alguno, esto garantiza el acceso a universal a 
esta información y debe ser oportuna en el entendido que el usuario debe recibir 
la información en las circunstancias o en el momento adecuado para producir el 
efecto deseado.

Un elemento importante de la Ley Nº 453, es el artículo 16, que determina 
que el certificado de garantía como toda la información referente al producto (sean 
impresos, etiquetas adheridos al envase o en otro soporte) adquiere la calidad de 
“documento público”.169

Por lo tanto a partir de la autorización de importación, distribución o comer-
cialización otorgada por la autoridad competente, la información y el certificado 
de garantía, harán plena fe, respecto a la oferta o condiciones pactadas. Lo que 
implica que este documento tiene fuerza probatoria al constituirse en “prueba pre 
constituida”.170 

169	 Documento público.-El otorgado o autorizado, con las solemnidades requeridas por la ley, por 
notario, escribano, secretario judicial u otro funcionario público competente, para acreditar 
algún hecho, la manifestación de una o varias voluntades y la fecha en que se producen (Dic. 
Der. Usual). (v. documento privado.) Ossorio, Diccionario de ciencias jurídicas políticas y 
sociales, 343.

170	 Prueba anticipada, La que se obtiene o practica previamente a la traba de la litis, si bien 
aquel del cual se trata de obtener, recelando ya el planteamiento contencioso y el propósito 
del eventual adversario, puede oponer actitudes que no están muy lejos de un incidente 
previo. A este género corresponden las diligencias preliminares o preparatorias del juicio 
(v.). En otra perspectiva, cabe entender por prueba anticipada toda constancia de un acto 
jurídico para adecuado contenido y debida eficacia, aspecto en el cual lo son por excelencia 
los documentos, singularmente los de índole pública, por la fe que los acompaña. (v. prueba 
pre-constituida.) Ibid., 791.
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4.2. Derecho a la libre elección 

El consumidor tiene derecho a la libre elección, para concretar este derecho es 
necesario: 

a)	 Primero, que exista un mercado con diversidad de productos y servicios, como 
también variedad de proveedores, por lo que el ejercicio de este derecho no 
sería posible en un mercado monopólico, como el que desarrolla los trans-
génicos.

b)	 Segundo, el consumidor debe encontrarse libre de coacción o presión que 
interfiera con su voluntad.

c)	 Tercero, el consumidor debe tener una amplia información sobre los pro-
ductos y servicios.

La Ley Nº 453, en su artículo 24, determina el “derecho a la libre elección”, y 
no solo comprende el derecho a escoger al proveedor del servicio o producto; 
sino también establece la libertad de cambiar de proveedor. 

“Las usuarias y los usuarios, las consumidoras y los consumidores tienen derecho a elegir los 
productos y servicios que requieran, al igual que seleccionar o cambiar de proveedor que a su 
criterio les sea conveniente”. (Artículo 24, párrafo i)

Las empresas de ogm han sido acusadas de “prácticas monopólicas”, estas 
prácticas se refieren a actos, contratos, mecanismos o combinaciones de estos, 
con el objetivo de desplazar a otros competidores del mercado. 

Las empresas de ogm, han sido denunciadas por “prácticas monopólicas”, pero 
no específicamente por establecer un mercado de un solo producto, sino por crear 
la ficción de un mercado variado, con un número reducido de opciones, pero bajo 
el control de estas empresas. Este forma de mercado les permite determinar los 
precios tanto de la semilla, como el de los insumos que forman parte del paquete 
tecnológico; además de incidir en los compradores de las cosechas; es decir poseen 
el control de todo el ciclo productivo: venden la semilla y los pesticidas, establece 
los acopiadores de la cosechas y determina el precio de venta de semilla como el 
de compra de la cosecha.171 

En conclusión el mercado de los ogm, está diseñado con un enfoque mono-
pólico a partir del uso de patentes biotecnológicas, que les otorga el monopolio 

171	  “Indicó que el Departamento de Justicia de Estados Unidos estudia las prácticas monopólicas 
de la empresa y DuPont presentó una demanda en su contra por prácticas anticompetitivas, 
ya que cubre entre 90 y 95 por ciento del mercado, controla el precio de las semillas e im-
pone acuerdos licenciatorios muy duros a los agricultores que compran sus semillas, indicó”. 
Angélica Enciso L., “Implacable avance de Monsanto”, La Jornada, 20 de enero de 2010.
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sobre especies vivas modificadas, prosiguiendo por los contratos de licencias so-
bre el uso de material genético, en las semillas resistentes a pesticidas (productos 
también comercializados por las empresas y ligados de forma inseparable a la 
semilla) sumado al acuerdo con los grandes acopiadores de las cosechas, dan como 
resultado en un control total del mercado. Lo que implica que el consumidor no 
tiene las posibilidades de ejercer la libre elección y debe someterse a un producto 
y precio impuesto por una trasnacional. Bravo señala como la razón 83 dentro de 
las “100 razones para declarar al Ecuador libre de transgénicos” que:

“Adoptar la agricultura transgénica es someterse al dominio de un monopolio transnacional”.172

La Ley Nº 453, en su Artículo 24, parágrafo ii, señala que los proveedores 
no podrán inducir a los consumidores a contratar determinados proveedores, 
quienes proporcionen servicios auxiliares al producto adquirido. Esta disposición 
es protectora de un mercado libre o abierto e implica que no podrán usar ningún 
medio de presión o influencia para que una persona que adquirió un determinado 
producto o compre otro producto auxiliar de la misma empresa u otra determi-
nada por el proveedor: 

“Los proveedores de productos o servicios, no podrán ordenar o inducir a las usuarias y los 
usuarios, las consumidoras y los consumidores a contratar con determinados proveedores o 
quienes proporcionen servicios auxiliares”. (Artículo 24, párrafo i)

Otra figura legal contemplada dentro de este derecho es la “publicidad e infor-
mación engañosa o abusiva”. La Ley Nº 453, define a la “publicidad engañosa”, como 
“(…) cualquier modalidad de publicidad, información o comunicación total o parcialmente 
falsa que induzca a error respecto a las características, modo de empleo u otro dato del 
producto o servicio.” En el artículo 25 de la misma ley amplia y determina:

“Está prohibida la publicidad engañosa o abusiva y toda información u omisión sobre la 
naturaleza, características, calidad, cantidad, seguridad, desempeño, durabilidad, precio o 
garantía de productos o servicios que provoque error o daño económico, y será sancionada 
conforme a la normativa penal vigente, si resultara delito de fraude o engaño contra la 
industria y el comercio, sin perjuicio de otras sanciones que correspondan”. (Artículo 25).

172	 “La concentración de la industria semillera y biotecnológica es aplastante. En los últimos 
veinte años, las grandes corporaciones semilleras compraron un alto porcentaje de empresas 
y de fuentes de semillas, y se calcula que para 1998 operaban en el mundo 1 500 empresas 
semilleras, 24 de las cuales dominaban la mitad del mercado semillero comercial mundial” 
(Teubal, 2001). Bravo, Vogliano, y Yumbla, 100 razones para declarar al Ecuador libre de trans-
génicos, 157.
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Por lo que se entiende que la publicidad engañosa afecta el derecho a la 
información, y a la libre elección, debido a que busca hacer que el consumidor 
tenga una falsa o parcial apreciación respecto a las características y efectos de 
determinado producto; lo que puede resultar en que el consumidor cometa un 
error en la elección de determinado bien o servicio.

Este ejemplo nos sirve para observar la importancia de instituir como “docu-
mento público”, las etiquetas y la información que emite el proveedor, en el sentido 
que estas se constituyen en prueba de los delitos de “fraude comercial” y de “engaño 
en productos industriales”.

“El que en lugar público o abierto al público engañare al comprador entregándole una cosa 
por otra, siempre que no resulte delito más grave, será sancionado con privación de libertad 
de seis (6) meses a tres (3) años”.173 (Artículo 235)

El Código Penal boliviano establece en su artículo 235, la tipología del delito 
“Fraude Comercial” y sanciona esta conducta con una pena de seis meses a tres 
años de privación de libertad; pero si producto de este engaño resultare otro delito 
más grave, como el delito “contra la salud pública”,174 que tiene una pena de uno 
a diez años y además hubiere peligro de muerte para alguna persona, la pena se 
agrava en un cuarto y si el hecho fuere la causa inmediata de la muerte o lesiones 
graves de alguna persona la pena se agrava en un tercio.

El artículo 236, contempla el delito “engaño en productos industriales”, que 
implica la responsabilidad de la empresa, por las señales (etiquetas, publicidad) 
que induzcan a engaño en la calidad, origen, o cantidad del producto, este delito 
se perfecciona solo al poner los productos a la venta.

173	 Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia, Código Penal, s. f.
174	 Artículo 216. (delitos contra la salud pública). Incurrirá en privación de libertad 

de uno
	 (1) a diez (10) años, el que:
	 1) Propagare enfermedades graves o contagiosas u ocasionare epidemias.
	 2) Envenenare, contaminare o adulterare aguas “destinadas” al consumo público, al uso 

industrial agropecuario y piscícola.
	 3) Envenenare, contaminare o adulterare substancias medicinales y productos alimenticios.
	 4) Comerciare con substancias nocivas para la salud o con bebidas y alimentos mandados 

inutilizar.
	 5) Cometiere actos contrarios a disposiciones sobre higiene y sanidad o alterare prescripciones 

médicas.
	 6) Provocare escasez o encarecimiento de artículos alimenticios y medicinales, en perjuicio 

de la salud pública.
	 7) Quebrantare medidas de sanidad pecuaria o propagare epizootias y plagas vegetales.
	 8) Expendiere o suministrare drogas o substancias medicinales, en especie, calidad o cantidad 

no correspondientes a la receta médica.
	 9) Realizare cualquier otro acto que de una u otra manera afecte la salud de la población.
	 10) Transmitiere o intentare transmitir el vih conociendo que vive con esta condición. Ibid.
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“El que pusiere en venta productos industriales con nombres y señales que induzcan a engaño 
sobre su origen, procedencia, cantidad o calidad, será sancionado con privación de libertad de 
seis (6) meses a tres (3) años”.175 (Artículo 236)

El 25 de septiembre de 2014 se promulga el Decreto Supremo N° 2130, y en 
su artículo único, aprueba el Reglamento a la Ley Nº 453, “Ley General de Derechos 
de las Usuarias y los Usuarios, las Consumidoras y los Consumidores”. En este regla-
mento se establece el “retiro de publicidad e información engañosa o abusiva” y señala:

“Cuando la autoridad competente del sector no regulado compruebe de manera fundamentada, 
la existencia de publicidad e información engañosa o abusiva, sin perjuicio de la sanción 
que corresponda de acuerdo a normativa vigente, ordenará a la proveedora o proveedor, el 
inmediato retiro de la misma”. (Artículo 20)

4.2.1. Procesos por publicidad engañosa

En la temática de los organismos genéticamente modificados, la publicidad en-
gañosa ha representado uno de los puntos constantes de conflicto judicial para 
estas empresas:

En noviembre de 1996, Dennis C. Vacco,176 Procurador General del Estado 
de Nueva York demanda por “Publicidad falsa por Monsanto sobre la seguridad de los 
herbicidas Roundup (glifosato)” a la empresa Monsanto.

Monsanto afirmaba en los medios de difusión (impresión, televisión, radio, 
revistas y en los punto de compra.) que el herbicida Roundup (glifosato) era “bio-
degradable y por lo tanto seguro para los humanos y el medio ambiente”. Estas asevera-
ciones no eran ciertas y contradecían las declaraciones establecidas en la etiqueta 
aprobada por la Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos (EPA) para 
el Roundup, que señalaban, por ejemplo que se debe : “Evitar la aplicación directa 
en cualquier cuerpo de agua. No contamine el agua con la disposición de los residuos o la 
limpieza de los equipos”.

El Fiscal General consideró que Monsanto ha difundido publicidad falsa y 
engañosa en violación “Ley General de Negocios de Nueva York, ley 350- Publicidad 
falsa” y exige a Monsanto que cese y desista de inmediato, de publicar o difundir 
cualquier tipo de publicidad que representan, directa o implícitamente, informa-
ción falaz sobre el herbicida Roundup y sus efectos.

El caso se resuelve con el compromiso de Monsanto, sus filiales, agentes, cesiona-
rios, compradores de líneas de producto, empleados; de cesar y desistir de la difusión 
de cualquier material de publicidad que contengan las declaraciones observadas, 

175	 Ibid.
176	 Dennis C. Vacco, abogado y político estadounidense fue Procurador General del Estado 

Nueva York del 1 enero 1995 hasta el 31 de diciembre 1998.
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como también la destrucción de los materiales de publicidad con este contenido. 
Lamentablemente esta decisión solo fue aplicable al Estado de Nueva York.

“En 1997, el Fiscal General de Nueva York (ag) ordenó a Monsanto retirar de sus anuncios 
que Roundup era “más seguro que la sal de mesa” y “por lo general no causa efectos adversos 
sobre el medio ambiente” y otros. Monsanto retiró los anuncios y no hubo multas aplicadas”.177

A pesar de este fallo, casi una década después, el 2001 la empresa Monsanto es 
demandada ante un tribunal francés (Lyon) por el del delito de “publicidad engaño-
sa”, debido a que Monsanto anunciaba en las etiquetas y elementos de publicidad, 
que el herbicida “Roundup Ready” (glifosato) era; “ totalmente biodegradable”. El 26 
de enero del 2007 Monsanto es condenada a pagar una multa de quince mil euros.

“La condena se produjo como corolario de una denuncia presentada en 2001 por la ong 
francesa Eaux et Rivières de Bretagne (erb) ante el Ministerio del Medioambiente y el 
secretariado de Estado para los Consumidores. erb acusó a Monsanto Agriculture France, y 
a Scotts France, distribuidora en Francia del Roundup, de mentir en su publicidad. Y aportó 
pruebas. Sobre las etiquetas de seis diferentes productos de Monsanto conteniendo Roundup, 
cuyo principio activo es el glifosato, se anunciaba que el herbicida tenía ventajas ambientales 
en relación con sus competidores. Esas ventajas, según Monsanto, eran que el Roundup es 
“100 por ciento biodegradable, limpio, respeta el medioambiente, eficacia y seguridad para el 
medioambiente, utilizado según las indicaciones del fabricante no presenta riesgos particulares 
para el ser humano o los animales domésticos”.178

El 2004 en Brasil, Monsanto difunde la publicidad referente a la soya trans-
génica, y al uso de herbicidas. El comercial básicamente se desarrolla a través de 
la conversación de un padre y un hijo, el contenido resalta entro otras ideas, la 
importancia de la soya transgénica para la agricultura y la economía de Brasil; la 
protección al medio ambiente, debido a que se estaría usando menos herbicida; 
lo que ayudaría al país a producir más alimentos y de calidad.

El juez instructor del caso, Jorge Antonio Maurique, del Tribunal Regional 
Federal de la Cuarta región, declaró que Monsanto; 

“Realizó propaganda abusiva y engañosa, pues enalteció un producto cuya venta era 
prohibida en Brasil y no aclaró que sus pretendidos beneficios son muy cuestionados en el 
medio científico”.179

177	 Paul Fassa, “ Pronto enfrentamiento en Los Ángeles: Demanda contra Monsanto”, 30 de 
agosto de 2015, http://elreporterosf.com/?p=18051.

178	 Carlos Amorín, “ Monsanto, condenada por publicidad mentirosa”, La Insignia, (febrero de 
2007), http://www.lainsignia.org/2007/febrero/ecol_001.htm.

179	 Agencia afp, “ Monsanto es condenada en Brasil por publicidad engañosa de soja transgé-
nica”, 22 de agosto de 2012, http://www.biobiochile.cl/noticias/2012/08/22/monsanto-es-
condenada-en-brasil-por-publicidad-enganosa-de-soja-transgenica.shtml.
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“No hay certeza científica acerca de que la soja Monsanto utiliza menos herbicida”.180

El 24 agosto de 2012, se dicta sentencia dictaminando que por “daños morales 
causados a los consumidores”, Monsanto debe pagar de doscientos cincuenta mil 
dólares como indemnización.

Una de las constantes de estos proceso es el medio de prueba empleado por 
los demandantes, las propias etiquetas de los productos, he aquí la importancia 
que estos sean considerados “documentos públicos” a partir de su autorización. Otra 
variable frecuente es el comportamiento comercial de la empresa productora de 
ogm,181 debido a una conducta reincidente, anteriormente sancionada, y fácil-
mente contrastable.

4.3. Derecho a la salud e integridad física

Este derecho protege al usuario frente a posibles riesgos o daños que pudieran 
afectar la integridad física o la salud, provocados por la provisión, uso de productos 
y la prestación de servicios.

La Ley Nº 453, “Ley General de Derechos de las Usuarias y los Usuarios, las 
Consumidoras y los Consumidores”, sobre el “derecho a la salud e integridad física” 
señala:

“Las usuarias y los usuarios, las consumidoras y los consumidores tienen derecho a recibir 
productos o servicios en condiciones de inocuidad en resguardo de su salud e integridad física”. 
(Artículo 8)

Este derecho tiene dos facetas: 

a) 	 Se basa en el uso del producto como factor de peligro, por lo que el usuario 
debe ser advertido o protegido frente a este potencial peligro.

b) 	 Se desarrolla a partir del riesgo contemplado en las características propias 
del producto, ante el riesgo de que determinado producto o servicio no sea 
inocuo y pueda ser considerado nocivo o peligroso a la salud, integridad de 
la persona o su vida.

El artículo 9, de la Ley Nº 453, establece las medidas de protección para 
preservar este derecho y las sanciones en caso que se concrete el daño: 

180	 Marcha, “ Monsanto condenada por propaganda engañosa”, marcha, 27 de agosto de 2012, 
http://www.marcha.org.ar/monsanto-condenada-por-propaganda-enganosa/.

181	 En 2015, en California Monsanto, vuelve a ser demandado en California por “publicidad 
engañosa” debido al etiquetado de herbicida “Roundup”, el Caso: bc 578 942. 
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“Los proveedores están obligados a suministrar productos o servicios en condiciones de inocuidad, 
calidad y seguridad, siendo responsables en el ámbito penal, civil y administrativo sancionatorio, 
del riesgo o daño causados a la salud e integridad física de las usuarias y los usuarios, las 
consumidoras y los consumidores”. (Artículo 9, párrafo I)

Esta ley prohíbe la importación, distribución o comercialización de pro-
ductos para su uso o consumo de fecha expirada o pronta a expirar, o productos 
suspendidos, prohibidos o retirados en el país de origen por motivos de salud o 
riesgo a la integridad física.

En febrero de 2014, las Autoridades del Departamento de Salud de California, 
detectaron residuos del pesticida “monocrotophos”182 en “nopales” producidos en 
México y exportados a ee.uu., por el riesgo para la salud los sacaron del mercado 
y procedieron a la destrucción del producto.

El monocrotophos está prohibido en Estados Unidos desde 1989, pero como 
muchos pesticidas se siguen produciendo, no para el consumo interno (debido a 
su alta peligrosidad) sino para ser exportado a otras naciones; lo alarmante es que 
esto no es una práctica ilegal. La epa determina:

“Los plaguicidas que no están aprobados –ni se registran– para su uso en los Estados Unidos 
pueden ser fabricados en Estados Unidos y exportados”.183

Sabiamente la “Ley General de Derechos de las Usuarias y los Usuarios, las Con-
sumidoras y los Consumidores”, prohíbe el ingreso al país de productos que son 
retirados o prohibidos en el país de origen. 

4.4. Derecho al trato equitativo

Implica el respeto al “principio de no discriminación”, por lo que los proveedores 
debe brindarle un trato equitativo a los usuarios; esto se traduce en no favorecer 
en el trato a una persona en desmedro de otra, no establecer políticas o “reservas 
de atención o admisión”, bajo ningún criterio. 

La Ley Nº 453, determina que los usuarios o consumidores tienen derecho 
a un trato equitativo por parte de los proveedores en la oferta de sus productos 
o servicios.

182	 Es un insecticida, (acaricida) altamente peligroso, los síntomas de envenenamiento pueden 
incluir sudoración excesiva, dolor de cabeza, debilidad, vértigo, náuseas, vómitos, hipersali-
vación, dolores de estómago, visión borrosa y habla arrugada. 

183	 epa, “ International Activities Related to Pesticides”, ww.epa.gov, s. f., https://www.epa.gov/
pesticides/international-activities-related-pesticides.
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“Los proveedores deberán utilizar criterios objetivos y no discriminatorios, en la oferta 
de productos o servicios, para satisfacer las necesidades de las usuarias y los usuarios, las 
consumidoras y los consumidores”. (Artículo 17, párrafo ii)

Se prohíben las conductas que provoquen o tengan por finalidad el menoscabo 
o perturbar el trato igualitario; por lo que los proveedores deben evitar la distin-
ción, exclusión, limitación o preferencia fundada en el color, el sexo, la religión, 
el origen nacional o social, la posición económica, o de cualquier otra índole; en 
el desarrollo de sus actividades.

4.5. Derecho al cumplimiento de lo ofertado

Este derecho establece que el consumidor debe recibir el producto o servicio, en 
las condiciones (cantidad, calidad, tiempo y precio) pactadas con el proveedor, 
este derecho también compromete al proveedor a brindar el servicio o producto 
de acuerdo a las condiciones determinadas en la oferta (publicidad, promoción, 
exposición) prometida.

La ley establece que en caso de un servicio con plazo indeterminado el usuario 
o consumidor tiene la facultad de abandonar el servicio de forma unilateral, sin 
mayor requisito que los convenidos y en caso de incumplimiento señala: 

“El incumplimiento a las condiciones ofertadas, obligan a la reparación o sustitución del 
producto o servicio a las usuarias y los usuarios, a las consumidoras y los consumidores”. 
(Artículo 18, párrafo ii)

4.6. Derecho y condiciones para la alimentación

La Ley Nº 453, “Ley General de Derechos de las Usuarias y los Usuarios, las Consu-
midoras y los Consumidores”, establece un derecho inusual dentro de los derechos 
del consumidor pero importante, en el entendido que representa, aunque no de 
forma expresa, la reafirmación del “derecho a la alimentación” y a la “Seguridad 
alimentaria”, al consagrar los elementos esenciales que componente estos dos 
derechos; en el derecho “derecho al acceso a la alimentación”.

“Las usuarias y los usuarios, las consumidoras y los consumidores tienen derecho al acceso 
a alimentos autorizados, de manera regular, permanente, continua y libre, cuantitativa y 
cualitativamente adecuados y suficientes”. (Artículo 10)

En este sentido la ley también establece como obligación del proveedor el 
suministro de los alimentos bajo estas directrices específicas: manera adecuada, 
oportuna, continua y a precio justo. (Artículo 12)
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El “derecho al acceso a la alimentación” como parte de los “derechos del consumidor” 
aporta un elemento diferente a las construcciones conceptuales sobre los derechos 
a la alimentación; el “precio justo”:

“(…) el precio que corresponde a la equivalencia de prestación y contraprestación o, más 
simplemente, el que permite al productor o comerciante vivir decorosamente con el producto 
de su actividad, sin que por ello deje de estar al alcance del consumidor”.184

Este concepto se constituye en un factor vinculante entre el proveedor y el 
consumidor, constituyéndose en una garantía bidireccional, que también busca 
proteger los derechos del productor.

4.7. Derecho a la reclamación 

Este derecho se activa frente a un daño potencial o ante la consumación de un 
hecho que afecte los “derechos del consumidor” y consiste en la facultad de expresar 
su desacuerdo total o parcial frente a un producto o servicio ante el proveedor y 
si fuera necesario extender el reclamo ante instancias y mecanismos de protección 
al consumidor, en busca de la satisfacción de su reclamo.

En este sentido para garantizar este derecho es necesario la determinación y 
funcionamiento de una estructura pública de protección a los intereses del con-
sumidor, como el fortalecimiento de las organizaciones civiles de consumidores, 
para que coadyuven en representación del afectado.

La ley señala que este derecho se activa cuando los derechos del consumidor 
fueron vulnerados y establece las instancias de resolución:

1)	 En primera instancia ante los proveedores, quienes tienen la obligación de 
atender y resolver las reclamaciones, está se constituiría en una etapa de 
conciliación pura, entre las partes. 

2)	 El consumidor también está facultado para hacer el reclamo directo ante 
entidades competentes, esta sería una etapa administrativa, donde también 
debería existir la conciliación bajo la administración de un tercero cualificado 
e investido de facultades legales.

4.8. Derecho a asociarse

El “derecho de asociación o a asociarse”, implica la facultad de los individuos en or-
ganizarse, para la defensa y representación sus derechos; básicamente para unir 
esfuerzos frente una problemática común, y ejercer la representación colectiva 
en casos particulares.

184	 Jurídica, “Enciclopedia jurídica”.
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En nuestra legislación se reconoce el “derecho a la asociación” en la Cons-
titución: 

“A la libertad de reunión y asociación, en forma pública y privada, con fines lícitos”. (Artículo 
21, numeral 4)

Las asociaciones pueden constituirse de manera formal y permanente, o 
circunstancial, de forma que solo se constituyan u organicen para enfrentar una 
determinada situación o un hecho que podría afectar sus de derechos, y una vez 
desaparecida la situación o hecho, la asociación se desvincula. La Ley Nº 341, 
“Ley de participación y control social”, de 5 de febrero de 2013, señala en referencia 
a los actores circunstanciales: 

“Son aquellos que se organizan para un fin determinado, y que cuando el objetivo ha sido 
alcanzado, dejan de existir”. (Artículo 7, numeral 3)

4.9. Derecho a la reparación la indemnización

En nuestra legislación (Ley No 453) se establece que los proveedores serán res-
ponsables por la vulneración de los derechos y garantías de los consumidores, 
la responsabilidad es de “orden restaurador”, sin perjuicio de la responsabilidad 
administrativa, civil o penal que correspondan. (Artículo 50)

En caso de que se evidencie daño patrimonial o moral por la adquisición de 
un bien o el uso de un servicio, el consumidor tiene el derecho de recibir com-
pensación económica. Esto implica que además de la reposición del servicio o la 
devolución de los costos del producto o servicio, el consumidor debe recibir un 
monto adicional por el perjuicio sufrido.185 

El articulo artículo 62, señala las “formas de restauración”, que se aplican ade-
más de las formas de reposición establecidas en normativas específicas y estas son: 
moral, que consiste en disculpa formal y la “restauración positiva”:

“a) 	Reparación del bien o producto, y si no fuera posible, se dispondrá el Cambio del bien 
o producto por otros de idénticas o similares características.

b) 	 Ejecutar el servicio u obligación asumida, y si no resulta posible o no sea razonable, 
otra de efectos equivalentes incluyendo prestaciones pecuniarias.

e) 	 Determinar la supresión de las cláusulas abusivas identificadas.” (Artículo 62, 
numeral 3)

185	 En varias legislaciones, como la mexicana, este monto se estipula que no puede ser inferior 
al 20% del costo del producto o servicio.
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La Ley No 453, señala que además de la reposición de lo pagado por el servicio 
o producto, se debe abonar al consumidor los intereses legales:

“Devolver los montos pagados por el consumidor más los intereses legales, cuando la reparación, 
reposición o cumplimiento de la prestación u obligación, según sea el caso, no resulte posible”. 
(Artículo 62, numeral 3, inciso c)

“Devolver los montos más los intereses legales calculados a la fecha, cuando se realicen pagos 
indebidos o en exceso, en efectivo o a través de la generación de crédito a favor de la usuaria 
y el usuario”. (Artículo 62, numeral 3, inciso d)

El proveedor que preste el servicio será el único responsable frente al usuario, 
pero en el caso de la compra y venta de bienes, donde exista un proceso de pro-
ducción y comercialización con varios proveedores en el proceso, la ley establece 
la “responsabilidad solidaria” (todos son responsables o proveedores ante el consu-
midor y este puede exigir a cualquiera de ellos la reparación total) y la facultad 
de “repetición” entre los proveedores (requerir el desembolso por lo ya pagado):

“Los proveedores que realicen actividades de fabricación, producción, importación, distribución o 
de comercialización final, serán responsables solidarios frente a la consumidora y al consumidor, 
quien podrá reclamar sus derechos a cualquiera de ellos. El proveedor que cumplió con la 
reparación por la vulneración de derechos, podrá repetir frente a los otros proveedores”. 
(Artículo 51, inciso a)

4.9.1. Cláusulas abusivas en los contratos

Se entiende por “cláusulas abusivas” aquellas disposiciones contractuales o establecidas 
en la “relación de consumo”; que presentan una importante restricción de derechos y 
establecen un escenario desequilibrado para el consumidor, la ley No 453 señala: 

“Son cláusulas abusivas aquellas que dejan a las usuarias y los usuarios, a las consumidoras 
y los consumidores en estado de total desventaja y desigualdad frente a los proveedores de 
productos o servicios”. (Artículo 22, párrafo I)

Las cláusulas abusivas, por la finalidad pueden identificarse en: 

a)	 Las que buscan restringir, limitar o suprimir los derechos de los consumidores 
en el caso específico de la adquisición de un producto o la prestación de un 
servicio. 

“Excluyan o limiten los derechos de las usuarias y los usuarios, las consumidoras y los 
consumidores, así como las que impliquen renuncia o restricción a formular reclamos o 
denuncias”. (Artículo 22, párrafo I, inciso a)
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b)	 Las que buscan liberar o limitar al proveedor de responsabilidad por el pro-
ducto o servicio ofrecido 

“Exoneren de responsabilidad al proveedor” (Artículo 22, párrafo I, inciso c)

c)	 Las que buscan establecer obligaciones adicionales no informadas y no 
consensuadas con el consumidor en beneficio del proveedor, obligando al 
consumidor a la adquisición de servicios o productos complementarios, o 
establecen la sesión de derechos en favor del proveedor para el uso de la 
información. 

“Establezcan el silencio de las usuarias y los usuarios, las consumidoras y los consumidores, como 
aceptación de prestaciones adicionales no requeridas, pagos u otras obligaciones no estipuladas 
expresamente”. (Artículo 22, párrafo I, inciso d)

“Señalen que la información personal o crediticia de las consumidoras y los consumidores, 
será compartida con otros proveedores, salvo lo dispuesto en normativa específica”. (Artículo 
22, párrafo i, inciso e)

Una característica latente de estas cláusulas es que estas se aplican a través de 
“contratos de adhesión”. Los “contratos de adhesión” se definen como una modalidad 
de contratación que establece las condiciones de manera previa e unilateralmente, 
donde el usuario no tiene facultad de convenir u observar las condiciones y solo 
se adhiere a ellas.

La Ley Nº 341, “Ley de participación y control social”, en el artículo 22, párrafo 
iii, establece que estas cláusulas no provocan efectos jurídicos y por lo tanto el 
usuario y consumidor no se encuentran obligados a su cumplimiento. 

“Las cláusulas abusivas insertas en los contratos, se tendrán por no puestas y no producirán 
efecto legal alguno”. (Artículo 22, párrafo iii)

Las “cláusulas abusivas”, también pueden presentarse en el tema de los trans-
génicos; cuando un productor campesino compra la semilla transgénica, se con-
vierte en consumidor y la empresa que la vende en proveedor, configurándose 
una “relación de consumo”. Esta relación tiene las siguientes características:

a)	 En esta “relación de consumo” se usa un “contrato de adhesión”.
b)	 Un de las características de esta relación específica de consumo (compra de 

semillas transgénicas) es que no se constituye en una compra habitual de 
producto o semillas, esta es una relación compleja debido a que no solo se 
adquiere el producto(sacos de semillas) también se adquiere una licencia de 
uso del material patentado(semilla transgénica) y esta licencia tiene como 
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características: uso limitado(uso determinado especifico de las semillas), 
onerosa (que por su uso responde un pago de canon o precio) e intransferible 
(no puede beneficiar o transferir estas facultades de uso a otro productor). 

c)	 El consumidor(productor campesino) debe pagar 3 montos186 por la compra 
de semilla: 
1.	 El precio de compra de la semilla física (el precio por quintal, bolsa) 
2.	 Una contraprestación por la “licencia de uso de la tecnología”, que no es 

un monto determinado, sino que se calculara en relación de la cantidad 
entregada de grano; mientras mayor producción mayor serán el canon o 
pago por esta licencia.

3.	 El pago de la regalía extendida: “Regalía Extendida es un sistema de recono-
cimiento de los aportes de las invenciones de las compañías semilleras a través del 
pago de una regalía como contraprestación por la tecnología aportada toda vez 
que el productor utilice semillas de su propia producción”.187

En los contratos con los productores se han denunciado “cláusulas abusivas”, 
que restringen el derecho de los productores a la inviolabilidad de su propiedad 
y al “derecho de elegir de forma libre y sin presiones”, al ser obligados a comprar de-
terminados productos complementarios, (herbicidas) 

“Monsanto se caracteriza por imponer contratos abusivos -incluso por sobre la ley- que 
reglamentan cada paso del proceso productivo, obligan al consumo de glifosato y otros plaguicidas 
fabricados por la transnacional y le dan poder para inspeccionar cada detalle de la actividad 
agrícola y comercial de quienes acepten trabajar con ellos, incluso si tales detalles no tienen 
relación con el contrato con Monsanto. Esta corporación ha demandado judicialmente a cientos 
de agricultores canadienses, estadounidenses y argentinos que no han podido cumplir con las 
cláusulas abusivas, llevando a la ruina y a la pérdida de la tierra a muchos de ellos”.188

“Advierte que a partir de la introducción de cultivos transgénicos, la agricultura ha sufrido 
una transformación considerable para cientos de productores de Estados Unidos. Conforme 
aumenta el número de productores “sujetos de hostigamiento, investigación y acusación por 
parte de la empresa, sobre un supuesto incumplimiento de los acuerdos de patentes de semillas 
y uso de tecnología, debería existir mayor presión para revocar las políticas gubernamentales 
que sustentan dicha persecución”, agrega. Cuando los campesinos firman un contrato con 

186	 Monsanto, “ Un Nuevo Sistema, un Mejor Futuro, para El Campo.”, p.4 http://www.intac-
tarr2pro.com.ar/imagenes/parametros/2015-04/443-licenciadeusointactarr2pro.pdf.

187	 Arpov, “ Tema regalía extendida”, Asociación de Argentina de Protección de las Obtenciones Vegetales, 
s. f., http://www.arpov.org.ar/semilla/44/Sistema-de-Regala-Extendida.

188	 “Monsanto y Ministerio de Agricultura anuncian nueva agresión”, La Via campesina, 5 de 
abril de 2007, https://viacampesina.org/es/index.php/temas-principales-mainmenu-27/
biodiversidad-y-recursos-gencos-mainmenu-37/214-monsanto-y-ministerio-de-agricultura-
anuncian-nueva-agresion.
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esta empresa, se les prohíbe el almacenamiento de las semillas y se les obliga a adquirirlas 
cada año, lo cual le ha dado “un control nunca antes visto sobre la venta y uso de los granos 
en Estados Unidos.189

“El Ministerio de Agricultura y el representante de Monsanto intentan presentar la producción 
de semillas transgénicas como una gran oportunidad para los agricultores, especialmente 
los pequeños. Los dirigentes sociales y ambientales sostienen que ello es falso pues Monsanto 
se caracteriza por imponer contratos abusivos que obligan al consumo de glifosato y otros 
plaguicidas fabricados por la transnacional y le dan poder para inspeccionar cada detalle de 
esta actividad agrícola y comercial. Ésta corporación ha demandado judicialmente a cientos 
de agricultores canadienses, estadounidenses y argentinos que no han podido cumplir con las 
cláusulas abusivas, llevando a la ruina y a la pérdida de la tierra a muchos de ellos”.190 

El incumplimiento de estos contratos genera la acción judicial, pero en el 
caso de los transgénicos también los productores que no hayan comprado semillas 
transgénicas, son afectados por la interposición de demandas.

“Alrededor de 190 productores de Estados Unidos han sido objeto de demandas por parte 
de Monsanto porque, presuntamente, los jornaleros utilizaron sus semillas transgénicas sin 
haberlas comprado; no obstante, varios de estos casos ocurrieron por la polinización natural. 
Para ubicar a los campesinos, la trasnacional realiza arduas investigaciones, “así como duras 
acusaciones que han llevado a los agricultores a cambiar el modo de cosechar”.191

5. El etiquetado de productos transgénicos

El Decreto Supremo N° 2452, que regula el etiquetado de los productos desti-
nados al consumo humano que contenga o derive de organismos genéticamente 
modificados, define al etiquetado como:

“Leyenda, marca, inscripción u otra imagen descriptiva o gráfica que está escrita, impresa, 
marcada en alto o bajo relieve, grabada o adherida en el envase de un alimento”. ( Artículo 3)

El etiquetado de alimentos tiene la función de proporcionar información 
tanto al consumidor como al proveedor que comercializa el producto; sobre la 

189	 Angélica Enciso L, “ Monsanto demanda a campesinos de EU por uso de semillas transgé-
nicas”, La jornada, 2007, http://www.jornada.unam.mx/2007/02/08/index.php?section=soci
edad&article=047n1soc.

190	 Lucía Sepúlveda Ruiz, “ Campesinos y ecologistas denuncian la alianza entre Monsanto 
y el Ministerio de Agricultura”, Rebelión, abril de 2007, http://www.rebelion.org/noti-
cias/2007/4/49319.pdf.

191	 Angélica Enciso L, “ Monsanto demanda a campesinos de eu por uso de semillas transgénicas”.
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vigencia y vida útil, origen, contenido, composición y medidas de conservación 
del producto.192 

“El etiquetado de los alimentos constituye el principal medio de comunicación entre 
los productores y vendedores de alimentos por una parte, y por otra, sus compradores y 
consumidores”.193

El etiquetado es un mecanismo de cumplimiento del derecho del consumidor 
a la información y que concreta el derecho a la libre elección. 

Dentro de los tipos de etiquetado de alimentos transgénicos por el objetivo 
del etiquetado, se pueden definir inicialmente:

a)	 En este sentido se evidenciado un etiquetado declarativo, que informa al 
consumidor sobre la presencia de organismos modificados genéticamente 
en determinados productos.

b)	 Y el etiquetado negativo, que informa al consumidor que determinados 
productos se encuentran libres de la presencia de organismos modificados 
genéticamente en determinados productos. 

Se podría decir que el etiquetado negativo, tiene un efecto promocional del 
producto liberado de transgénicos, el cual se puede considerar como una cualidad 
adicional, ante los ojos de los consumidores. 

Este aspecto no es bienvenido por los productores de alimentos transgénicos 
y las organizaciones de productores de alimentos. La Federación Española de In-
dustrias de Alimentación y Bebidas (fiab) recomienda no etiquetar con menciones 
como “libre de omg”, “no transgénico”, “sin ogm”, etc.; debido a que; “entre 
otros motivos porque contribuye a fomentar el miedo y los prejuicios de los consumidores”.194

Este etiquetado no se debe limitar a la sola mención de que el alimento es 
un organismo genéticamente modificado (ogm) o contiene un derivado de un 
transgénico, en el entendido que esta definición establece un proceso general de 
la biotecnología, pero no informa sobre los componentes o alteraciones del pro-

192	 El etiquetado de los productos alimenticios de forma obligatoria debe incluir:
	 En razón del producto: denominación de venta del producto, lista de ingredientes; categoría 

de los ingredientes y cantidad o composición de ingredientes, grado alcohólico en las bebidas, 
cantidad neta del producto, fecha de expiración, condiciones de conservación y de utilización, 
lote y lugar de origen.

	 En razón del productor: denominación la razón social o la denominación de la empresa fabri-
cante y del envasador (si fuera el caso), domicilio legal identificado de forma clara, teléfonos 
y formas de comunicación.

193	 Codex Alimentarius, “Etiquetado de los Alimentos Texto Completo”, s. f.
194	 aesamapa-fiab, “Guía de Etiquetado y Trazabilidad de Alimentos y Piensos modificados 

genéticamente”, aesamapa-fiab, 2004.
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ducto. El etiquetado se constituyen en un mecanismo que permite concretar en los 
hechos el derecho a la Información; es decir el etiquetado debería dar la información 
necesaria al consumidor para ejercer el derecho a la libre elección, por lo que no es 
suficiente conocer que un producto es transgénico o derivada de un transgénico, 
es necesario informar al consumidor cual ha sido el proceso de obtención, cual fue 
la modificación genética inducida que ha sufrido esta especie o alimento, para que 
en pleno conocimiento el consumidor tenga los insumos necesario para decidir.

El etiquetado permite la trazabilidad del producto, lo que se traduce en la 
posibilidad de seguir un producto transgénico o sus efectos en la cadena pro-
ductiva. El Reglamento (ce) No 178/2002 del Parlamento Europeo define la 
trazabilidad como:

“la posibilidad de encontrar y seguir el rastro, a través de todas las etapas de producción, 
transformación y distribución de un alimento, un pienso, un animal destinado a la producción 
de alimentos o una sustancia destinada a ser incorporada en alimentos o piensos o con 
probabilidad de serlo”. (Artículo 3.15)195

En el caso de producirse un daño a la salud o un efecto que ponga en peligro 
la integridad de la población, la trazabilidad nos permitirá detectar el componente 
causante. 

5.1. Marco legislativo aplicable

La Constitución determina que los consumidores gozan del derecho a la infor-
mación, bajo la siguiente redacción: 

“Las usuarias y los usuarios y las consumidoras y los consumidores gozan de los siguientes 
derechos: 2) “A la información fidedigna sobre las características y contenidos de los productos 
que consuman y servicios que utilicen”. (Artículo 75, numeral 2)

Este derecho implica que el proveedor y las instancias reguladoras corres-
pondientes deben proporcionar al consumidor la información y las características 
sobre los productos. Lo que conlleva que esta información sea suministrada por 
cualquier medio, etiquetado de productos, publicidad, líneas de atención al cliente, 
páginas web, respuestas a solicitudes de información. Y debido a que este derecho se 
encuentra contemplado en la Constitución y en razón de las garantías que el texto 
contempla para garantizar su aplicación, se entiende que su aplicación es inmediata: 

195	 Reglamento (ce) No 178/2002 del Parlamento Europeo y del Consejo de 28 de enero de 2002, 
por el que se establecen los principios y los requisitos generales de la legislación alimentaria, 
se crea la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaría y se fijan los procedimientos relativos 
a la seguridad alimentaria (do l 31 de 1/12/02).
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“Todos los derechos reconocidos en la Constitución son directamente aplicables y gozan de 
iguales garantías para su protección”. (Artículo 109, párrafo I) 

Por lo tanto el derecho a la información de los consumidores no necesita 
reglamentación o desarrollo postconstitucional, para estar vigente y ser exigible, 
y cualquier norma que postergue o retrase su ejecución debe ser declarada in-
constitucional. 

La Ley Nº 144, “Ley de la Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria” de 
26 de junio de 2011, en su artículo 15, numeral 3; señala como disposición pro-
tectora de la biodiversidad, y garantizando la seguridad con soberanía alimentaria 
y la salud:

“Todo producto destinado al consumo humano de manera directa o indirecta, que sea, contenga 
o derive de organismos genéticamente modificados, obligatoriamente deberá estar debidamente 
identificado e indicar esta condición”. (Artículo 15 numeral 3)

Esta disposición nos establece un etiquetado general, que se circunscribe en 
identificar el producto como transgénico o su derivado.

5.1.1. Decreto Supremo N° 2452

El Decreto Supremo N° 2452, de 15 de julio de 2015, tiene por objeto regular 
el etiquetado de los productos destinados al consumo humano que de manera 
directa o indirecta, que sean, contengan o deriven de organismos genéticamente 
modificados, reglamentando así el numeral 3 del Artículo 15 de la “Ley de la Re-
volución Productiva Comunitaria Agropecuaria”. (Artículo 1)

Un elemento interesante es que en la redacción de la fundamentación del De-
creto (considerandos), no se enfoca ni mencionan los derechos de los consumidores 
contemplados en el texto constitucional y solo se concentra en las competencias 
exclusivas del nivel Central, para regular los recursos genéticos y biogenéticos y en 
el artículo 409 de la Constitución, que establece que la producción, importación 
y comercialización de transgénicos será regulada por ley. 

En referencia a las leyes nacionales hace referencia al derecho a la información 
establecido en el artículo 13, de la Ley Nº 453, “Ley General de los Derechos de las 
Usuarias y los Usuarios y de las Consumidoras y los Consumidores”, aspecto que hace 
más extraño la omisión de la disposición constitucional referente a los derechos 
de los consumidores.

“El presente Decreto Supremo es de aplicación obligatoria en todo el territorio del Estado 
Plurinacional de Bolivia para todos los alimentos producidos en el ámbito nacional o importados, 
destinados al consumo humano de manera directa e indirecta que sea, contenga o derive de 
organismos genéticamente modificados”. (Artículo 2)
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La aplicación es en todo el territorio nacional, y para alimentos producidos 
y/o trasformados en el país o productos importados; el decreto adopta la redacción 
de la ley No 144, para determinar los productos objeto de la regulación:

–	 Productos destinados al consumo humano de manera directa e indirecta; que 
implica que el consumo será directo , cuando uno consume maíz transgé-
nico, o indirecto, cuando se consume productos que durante su proceso de 
transformación o fabricación fueron desarrollados con transgénicos (carne 
de animales que fueron alimentados con transgénicos).

–	 Que sea, (maíz transgénico) contenga (harina en base a trigo o maíz transgé-
nico, embutidos ) o derive (Gaseosas, que son endulzadas con jarabe de maíz) 
de organismos genéticamente modificados.

El artículo 4 del decreto establece el contenido del etiquetado, de todo ali-
mento que se produzca, fabrique, importe y se comercialice en el país, y que sea, 
contenga o derive de transgénicos; estableciendo que de forma obligatoria deberán 
contener la siguiente “advertencia”( alerta frente a algún peligro):

a)	 Leyenda: “Este producto contiene material genéticamente modificado”;
b)	 Símbolo: Triángulo de color rojo que contiene la sigla “ogm” y el texto “Organismo 

Genéticamente Modificado”. (Artículo 4, párrafo I)

El Artículo 5, extrañamente tiene la denominación de “Obligatoriedad”, cuan-
do en su contenido se identifica a los sujetos con responsabilidad del etiquetado196

“a)	 En el caso de los productos importados, sobre los importadores del producto alimenticio;
b)	 En el caso de los productos de fabricación nacional, sobre los productores o fabricantes 

que comercialicen en el mercado interno;
c)	 En caso de los productos fraccionados o envasados, sobre los encargados del fracciona-

miento o envasado”. (Artículo 5)

Sobre este decreto existen dos elementos observados:

a)	 El primero es la progresividad del etiquetado, debido a que estaría en con-
tradicción con la aplicación directa del derecho a la información de los con-
sumidores contemplada en el artículo 75, numeral 2 del texto constitucional:

196	 Obligatoriedad La cualidad de necesidad de obrar o de abstenerse que deriva de una obligación 
(v.), de modo más imperativo cuando proviene de la ley de forma no menos compulsiva en la 
valoración moral cuando deriva de un lícito compromiso espontáneo. Ossorio, Diccionario 
de ciencias jurídicas políticas y sociales.
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“Los alimentos procesados197 iniciaran su etiquetado a partir del 2 de enero de 2016 debiendo 
alcanzar su totalidad hasta el 31 de diciembre de 2017”. (Artículo 6, inciso a)

“Los alimentos de producción198 primaria iniciaran su proceso de etiquetado a partir del 2 de 
enero de 2017 hasta el 31 de diciembre de 2019”. (Artículo 6, inciso b)

	 Esta disposición de alguna manera pondría en suspenso el derecho a la in-
formación sobre los contenidos y características de los productos. Pero el 
etiquetado es solo un medio para informa al consumidor, el proveedor no 
puede alegar esta progresividad para evitar identificar por otro medio (soli-
citud de información) si su productos son contienen o derivan de organismos 
genéticamente modificados

b)	 La segunda observación es la ausencia en este decreto de sanciones al in-
cumplimiento del etiquetado; solo identifica al Servicio Nacional de Sanidad 
Agropecuaria e Inocuidad Alimentaria (senasag) responsable del control y 
cumplimiento del etiquetado de los productos importados y de los productos 
nacionales y el Ministerio de Salud, del control y cumplimiento del etiquetado 
de los productos destinados a menores de dos años y otros grupos de riesgo.

Hans Kelsen señalaba que; “No se puede concebir una obligación jurídica sin sanción 
(…) El legislador omite a veces establecer un acto coactivo para sancionar la conducta 
contraria a la prescrita. En este caso no hay verdadera obligación jurídica”. 

La sanción podría ser establecida en reglamentación futura, para responder a 
un principio de legalidad;199 pues no hay sanción sin ley previa. En ese entonces 
se debería valorar si una sanción administrativa es suficiente considerando el bien 
jurídico protegido (la salud).

5.1.2. Decreto Supremo Nº 2735

El 20 de abril de 2016, se promulga el Decreto Supremo N° 2735, este decreto 
modifica el parágrafo I, del artículo 4 del Decreto Supremo N° 2452, de 15 de 
julio de 2015.

197	 Alimentos procesados.- Toda materia alimenticia, natural o artificial, que ha sido sometida a 
las operaciones tecnológicas necesarias que la transforma, modifica y conserva para el con-
sumo humano. El término alimento procesado se aplica por extensión a bebidas alcohólicas, 
bebidas no alcohólicas, aguas de mesa, condimentos, especias que se elaboran o envasan bajo 
el nombre genérico o específico; (Definiciones) Decreto Supremo N° 2452.

198	 Alimentos de producción primaria: Materia de origen animal o vegetal fresco que no ha su-
frido transformación en sus características o composición, salvo la prescrita para la higiene, 
transporte, almacenamiento o las necesarias para la separación de las partes no comestibles; 
;(Definiciones) Decreto Supremo N° 2452.

199	 Nullum crimen sine praevia lege; “No hay delito sin ley anterior que lo establezca como tal”
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La primera modificación es eliminar la palabra “advertencia” del artículo 4, 
parágrafo i, en el entendido que la palabra advertencia conlleva la alerta frente a 
algún peligro, y se la reemplaza por la palabra “información”:

“Todo alimento que se produzca, fabrique, importe y se comercialice en el Estado Plurinacional de 
Bolivia, que sea, contenga o derive de organismos genéticamente modificados, obligatoriamente 
deberán contener la siguiente advertencia”: ( redacción Decreto Supremo N° 2452)

Quedando el texto de la siguiente manera:

“Todo alimento que se produzca, fabrique, importe y se comercialice en el Estado Plurinacional de 
Bolivia, que sea, contenga o derive de organismos genéticamente modificados, obligatoriamente 
deberán contener la siguiente información”: ( redacción Decreto Supremo N° 2735)

Se modifica la leyenda que debe ir en el etiquetado “Este producto contiene 
material genéticamente modificado”; por la leyenda: “Este producto es, contiene o deriva 
de material genéticamente modificado”; que tiene mayor relación con las definiciones 
de la ley No144 y la del Decreto Supremo N° 2452

Se modifica el color del triángulo de rojo a amarillo, dentro de la composi-
ción del símbolo: “Triángulo de color amarillo que contiene la sigla “ogm” y el texto 
“Organismo Genéticamente Modificado”. Se presume que esta modificación obedece 
a la relación simbólica que se tiene del color rojo con una situación de peligro o 
amenazante.

Y en la última modificación se retrasa el inicio del etiquetado en los “alimentos 
procesados” hasta el 1 de junio de 2016, conservando el 31 de diciembre de 2017, 
como fecha para alcanzar su totalidad.

5.1.3.	Reglamento técnico del decreto supremo no 2452 de etiquetado de
	 alimentos y productos destinados al consumo humano que sean,
	 contengan o deriven de organismos geneticamente modificados

El 27 mayo 2016, los Ministros de Desarrollo Rural y Tierras, de Desarrollo Pro-
ductivo y Economía Plural, de Salud, de Justicia, y de Medio Ambiente y Agua, 
emiten la Resolución Multi-Ministerial No 002; que establece el “Reglamento técnico 
del Decreto Supremo N 2452 de etiquetado de alimentos  y/o productos destinados al con-
sumo humano que sean, contengan o deriven de organismos genéticamente modificados”.

En este reglamento se incluye el concepto de la “trazabilidad”, de los alimen-
tos de producción primaria, y el establecimiento de una ficha técnica donde se 
especifique si es genéticamente modificado o no.

En cuanto a las disposiciones específicas y del contenido de la etiqueta, se 
identifica una leyenda complementaria y mucho más clara en su redacción: 
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“Este producto es, contiene o deriva de material genéticamente modificado” y en el caso de 
productos de origen animal deberá constar el siguiente texto complementario: 

“Este producto deriva de animales cuyo alimento contiene material genéticamente modificado”. 
(Artículo 5, numeral 1) 

Además de la identificación general (organismos genéticamente modificados) 
se establece la obligación de incluir en la información concreta y específica en los 
ingredientes de los alimentos y productos procesados, que contengan o deriven 
de un ogm:

“Producido a partir de (nombre del ingrediente) genéticamente modificado”. Ejemplo 2: En 
una galleta que contenga Lecitina derivada de una soya genéticamente modificada, la 
lista de ingredientes deberá indicar: “producida con Lecitina a partir de soya genéticamente 
modificada”. (Artículo 5, numeral 2)

Esto posibilita un etiquetado, mucho más útil parar el consumidor, y le pro-
porciona la información necesaria para tomar una decisión en base al conocimiento 
real del ogm y del contenido del producto. 

Se establecen procesos administrativos, y técnicos a través “Métodos de eva-
luación de la conformidad” a partir del método 

“(a)	Método de cualitativo. Consiste en la verificación de la información de ficha técnica 
de los alimentos y productos con fines de trazabilidad.

(b)	 Método cuantitativo. Consiste en la verificación analítica de un contenido máximo 
admisible de 0,9% de material que sea, contenga o derive de ogms, con base al total 
del alimento o producto, sin obligación de etiquetado”. (Artículo 7, numeral 2)

Se establecen las autoridades competentes el proceso para la “fiscalización y 
supervisión” estableciendo al Instituto Nacional de Laboratorios de Salud (inlasa), 
como actor fundamental:

“El ms a través del inlasa como coordinador de la Red de Laboratorios Oficiales de Análisis 
de Alimentos {reloaa), deberá autorizar a los laboratorios, para la prestación de servicios 
en la identificación de alimentos y productos objeto del presente Reglamento, que demuestren 
competencia de acuerdo a sus procedimientos técnicos y operativos vigentes, y sujetos a estar 
acreditados en la norma iso/iec 17025, en un periodo no mayor a 3 años a partir de su 
autorización”. (Artículo 8, numeral 3)

Menciona un “régimen sancionatorio” por incumplimiento del etiquetado de 
alimentos nacionales e importados, pero deriva su aplicación e identificación al 
Servicio Nacional de Sanidad Agropecuaria e Inocuidad Alimentaria (senasag) 
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y la Unidad de Medicamentos y Tecnología en Salud (unimed)del Ministerio 
de Salud del Estado Plurinacional de Bolivia. 

El artículo 4, numeral 3, señala que “Los alimentos y productos importados de-
berán contar con la documentación que declare si es, contiene o deriva de oms (…)”. Y 
aquí la duda, ¿estamos permitiendo de forma tácita el ingreso o importación de 
transgénicos?, ¡Cuando nuestra Constitución y el marco normativo legal derivado 
de ella lo prohíben!

La mala noticia para los promotores “pro-transgénicos”, es que ni el Decreto 
Supremo No 2452 o su reglamento pueden modificar la Constitución y las leyes 
subsiguientes; además que la redacción del reglamento y del decreto, no hacen 
otra cosa que establecer procesos para la identificación de productos transgénicos.

Por lo que es lógico que los alimentos y productos importados deban contar 
con la documentación que declare si es, contiene o deriva de oms. En razón que 
es necesario identificarlos para retirarlos del mercado o impedir su ingreso. 

Conclusiones 

Los derechos del consumidor se constituyen en otro elemento importante al 
momento de analizar el tema de los transgénicos; en razón de la importancia e 
influencia en el mercado, y que el complejo de derechos del consumidor se ve 
amenazado de forma integral por los potenciales efectos de los organismos ge-
néticamente modificados.

Debemos recordar que en el caso del “etiquetado de los alimentos”, los transgé-
nicos se regulan de forma extemporánea, en el sentido que no se trata de regular 
un “alimento nuevo” o el componente de un alimento que va a ingresar recién en 
el mercado; los derivados de los transgénicos, se encuentra en una amplia gama 
de productos de uso diario. Es decir antes de la Constitución, ya se importaban 
y producían en nuestro país alimentos procesados que eran derivados de trans-
génicos. El efecto de este reglamento y del decreto es poder identificarlos en el 
entendido que nuestra Constitución y el marco legal vigente prohíben su impor-
tación, producción y comercialización, por lo que debe diseñarse un proceso de 
supresión de estos productos del mercado, sin generar efectos sociales colaterales. 
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